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[xvi] 
RESUMEN EJECUTIVO 
Incidencia del delito de asesinato en la convivencia social en el cantón Quito, aplicado a la 
legislación ecuatoriana. 
 
Consciente de la gravedad que ofrece este panorama, y que el delito de asesinato constituye una 
amenaza, no sólo para la ciudad de Quito; sino también un riesgo para la seguridad ciudadana y la 
convivencia humana. La investigación se adentra en las causas y consecuencias de este obrar 
criminal, a fin de describir su origen, evolución histórica, tipificación, punición, así como sus 
múltiples circunstancias agravantes; determinar la incidencia, implicaciones, repercusiones y sus 
graves resultados en la sociedad. Por la modalidad corresponde a una investigación de campo y 
bibliográfica, contribuyendo metodológicamente a investigar el problema, a fin de entregar la 
iniciativa de formular un Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de 
Prevención del Delito, para establecer la política criminal de prevención del delito de asesinato; 
que contribuya, si bien es cierto, a no extinguir este repunte delictual, al menos aplacarlo en la 
medida de lo posible, aporte que permitirá mejorar la prevención del delito en la sociedad. 
 
 
Palabras Claves: ASESINATO. DELITO. MUERTE VIOLENTA. CÓDIGO ORGÁNICO 
INTEGRAL PENAL. QUITO - ECUADOR. 
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ABSTRACS 
[1] 
INTRODUCCIÓN 
Dada la trascendencia y actualidad del tema escogido, esta investigación tiene a bien relucir, que el 
asesinato es una constante social que afecta a los ciudadanos, cuyo resultado es irreversible para la 
víctima y su familia; mismo que por su naturaleza jurídica, se ubica dentro de los delitos contra la 
inviolabilidad de la vida. Pero para la configuración del mismo, es necesario que sea perpetrado, 
con alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
Al ser una infracción penal que siempre ha estado presente en la sociedad, el propósito general de 
la investigación consiste, en analizar la incidencia del delito de asesinato en la convivencia social 
en el cantón Quito, aplicando el precepto a la nueva legislación penal ecuatoriana. 
En este contexto, tenemos que la problemática tratada, es de gran importancia y trascendencia en el 
ámbito jurídico y social; pero lo más preocupante de esto, es la profunda afectación individual, 
familiar, comunitaria y colectiva, que esta infracción penal causa a las personas y la sociedad. Es 
por ello, que despertó mi interés personal en el tema investigado, en virtud del cual se realizó un 
trabajo óptimo; dentro de la siguiente estructura compuesta por cinco capítulos, que abarcan los 
temas de: el problema, marco teórico, marco metodológico, análisis e interpretación de resultados y 
la propuesta. 
El primer capítulo presenta la descripción del problema, en relación específica al delito de 
asesinato, dentro de la materia central y objetivo principal de la investigación; tomando como 
punto de partida, el planteamiento del problema y su ubicación dentro de un contexto socio-
cultural. Además, en el desarrollo del capítulo uno, se evidencia la delimitación, formulación y 
evaluación del problema, los objetivos de la investigación y la justificación; que sirvieron de base, 
para el desarrollo de los demás capítulos de la tesis. 
En el segundo capítulo, se desarrolla el marco teórico de la investigación en referencia, partiendo 
de la fundamentación teórica del delito de asesinato, antecedentes de estudio y su fundamentación 
legal; dentro de la cual, se realizó un breve análisis de su tipificación y sanción en la nueva 
legislación penal ecuatoriana, las circunstancias agravantes, y su incidencia en la convivencia 
social. En la cual se muestran datos estadísticos de homicidios y asesinatos en Ecuador y el Distrito 
Metropolitano de Quito; parte teórica, jurídica y social, que no podía dejar de analizarse por su gran 
importancia. En la parte final de este capítulo, se definen algunos términos básicos, se describe la 
hipótesis; y, se caracterizan las variables dependiente e independiente, que sirvieron de soporte de 
la investigación. 
[2] 
En el tercer capítulo, se describe la metodología aplicada a lo largo del proceso investigativo; la 
cual se caracteriza por ser una investigación de campo y bibliográfica, apoyada en una 
investigación de tipo descriptivo. Además, se hace referencia a la población y muestra, objeto de 
las encuestas y entrevistas aplicadas, se determinan los métodos, técnicas e instrumentos empleados 
para la recolección de información; que en lo posterior sirvieron para el procesamiento y análisis de 
la misma, en forma sistemática y metódica. 
El cuarto capítulo conlleva el análisis e interpretación de resultados, obtenidos del estudio de 
denuncias y estado procesal de causas por asesinato, registradas en la Fiscalía Provincial de 
Pichincha; la estadística de personas privadas de libertad por este delito, en el Centro de 
Rehabilitación Social de Varones Quito No. 1. Así como el estudio de casos evaluados por el 
Instituto de Criminología durante 2012-2013; y, los resultados de las encuestas aplicadas a la 
muestra derivada de la población; en base a los cuales se determinó objetivamente, la existencia del 
problema en la sociedad. Finalmente, se recoge el desarrollo de todos los capítulos de la tesis, en un 
conjunto de conclusiones y recomendaciones; que justifican el desarrollo integral de la 
investigación, y que a su vez forman parte de la relación, problema-investigación-solución. 
En el quinto y último capítulo, se desarrolla la propuesta final de la tesis; mediante la justificación, 
objetivos, importancia, factibilidad, descripción y formulación de un Anteproyecto de Ley 
Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito, para establecer la política 
criminal de prevención del delito de asesinato. Cuya propuesta constituye una iniciativa, para 
contrarrestar la presencia de esta infracción en la sociedad. 
 
 
 
 
 
 
 
[3] 
 
 
CAPÍTULO I 
EL PROBLEMA 
1. TEMA 
Incidencia del delito de asesinato en la convivencia social en el cantón Quito, aplicado a la 
legislación ecuatoriana. 
1.1 PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
El Ecuador es un país donde con frecuencia, se puede observar homicidios agravados por 
venganza, robos, riñas, ajustes de cuentas, problemas interpersonales, problemas pasionales, entre 
otros, que varían según la motivación que tenga el delincuente para matar a una persona; 
infracciones que se cometen en todas las provincias del país, especialmente de la Sierra y Costa 
ecuatoriana. Según el Informe de los Delitos de Mayor Influencia Psicosocial y Gestión 
Institucional, elaborado por el Centro Ecuatoriano de Análisis de Seguridad Integral; se determinó 
que, Guayas fue la provincia donde existió mayor concentración de homicidios y asesinatos en 
2013, con un porcentaje de 29,0%, el segundo lugar lo ocupó Pichincha con 12,5%, y el tercer 
lugar lo ocupó la provincia de Los Ríos con 10,6%.
1
 
Por tanto, Pichincha es una de las 24 provincias del Ecuador, y Quito es uno de los 8 cantones de 
dicha provincia, en el cual se presenta este tipo de infracción penal; es decir, Quito es uno de los 
tantos cantones donde se comete este delito, y el asesinato es uno de los tantos delitos, que se 
cometen en la capital de la República. Cabe citar que entre 2012 y 2013, se produjeron 411 casos 
de homicidios y asesinatos en dicha ciudad,
2
 y se denunciaron 431 casos de asesinato en la Fiscalía 
Provincial de Pichincha;
3
 estadísticas que evidencian, un breve panorama de la existencia de este 
delito en la sociedad. 
                                               
1
 Fuente: Centro Ecuatoriano de Análisis de Seguridad Integral (CEASI). Ver anexo 1. 
2
 Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana. Ver anexo 2. 
3
 Fuente: Fiscalía General del Estado. Ver anexo 3. 
[4] 
En particular son varias causas y factores, que contribuyen a la comisión de homicidios calificados 
en la capital de la República, tales como: asaltos y robos a personas, venganza por ajustes de 
cuentas,
4
 venganza por convivencia ciudadana,
5
 riñas, violencia familiar, en contexto de relaciones 
de pareja, entre otros;
6
 donde los ciudadanos creen que hacer justicia por su propia mano, o tomar 
venganza de alguna situación, resulta más eficaz que recurrir a la policía y los tribunales de justicia, 
para resolver un conflicto. Probablemente, la causa de fondo de este problema, sea una grave 
descomposición social; donde los reiterados actos de violencia y la pérdida de valores humanos, 
repercute de alguna manera, en la practicidad de esta infracción penal. Además, detrás de este 
delito, existe un total menosprecio del ser humano, pero sobre todo, de irrespeto del derecho a la 
vida e integridad física de nuestros semejantes; debido que el asesinato es una figura delictuosa, 
que describe conductas sociales injustas, antijurídicas e inhumanas, que por lo general devienen de 
estos síntomas de patología social; y, como consecuencia inmediata, engendra numerosos decesos 
derivados del obrar criminal. Por lo que Quito se ha convertido en una ciudad, donde se consuman 
actos de sangre producto de esta actividad ilícita. 
Es verdad que meditando un poco sobre esta infracción penal, podemos ver los efectos que produce 
en la sociedad; puesto que, el asesinato es una conducta penalmente relevante, antijurídica y 
antisocial, que trastoca el bien jurídico protegido, como es el derecho a la vida de las personas; 
causando alteración al Estado constitucional de derechos y la convivencia humana. Por la 
dañosidad social relevante, el resultado grave y fatal que su comisión infunde en la colectividad, 
afectando profundamente la seguridad ciudadana, las justas aspiraciones de bienestar social; y, 
tutela penal efectiva de nuestros legítimos derechos. Pero lastimosamente, el homicidio agravado es 
un delito que está presente en la sociedad, siendo el causante de la ruptura de la paz, el orden y la 
seguridad ciudadana. 
El jurista René Astudillo Orellana (2010) al referirse al tema manifiesta que: 
Hay muertes que si bien son causadas por conductas de terceros deben ser vistas no como 
homicidios sino como simples desgracias, hechos lamentables o sucesos luctuosos, que el Derecho 
Penal no hubiese querido que se produzcan, pero que ante su irremediable presencia nada puede 
hacer (pág. 20). 
Como todos sabemos, el homicidio agravado es una conducta negativa manifiesta en la sociedad, 
cuya realización refleja la muerte violenta de las personas, producto de la ejecución del crimen; con 
                                               
4
 Venganza por ajustes de cuentas: venganza condicionada por actividades ilícitas. 
5
 Venganza por convivencia ciudadana: venganza ocurrida en la interacción entre ciudadanas o ciudadanos, sin que se den actividades 
ilícitas. 
6
 Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana. Ver anexo 2. 
[5] 
frecuencia, causa reproche social tal perversidad, por el intolerable grado del injusto penal, que 
siempre ha estado prohibido en la legislación penal ecuatoriana. 
El delito de asesinato está tipificado en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, y es 
sancionado con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, en sus diversas 
circunstancias que describen el tipo penal, tales como: aumentar deliberada e inhumanamente el 
dolor a la víctima; matar a sabiendas a su ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, 
hermana o hermano; colocar a la víctima en situación de indefensión, inferioridad o aprovecharse 
de esta situación, entre otras circunstancias, que reflejan el modo ilícito de matar a otra persona, 
por uno de los actos constitutivos de la figura delictuosa que, jurídicamente hablando, fundamentan 
la agravación de la infracción en la sociedad. Pero en esencia, el fundamento agravatorio de esta 
infracción penal; reside en la anulación del derecho a la vida de nuestros semejantes, y el peligro 
que representa el homicidio agravado para la colectividad en general. 
La presencia del delito de asesinato en el cantón Quito, refleja algo más que una conducta criminal, 
que debe ser juzgada y sancionada de acuerdo con la ley; por supuesto, refleja una profunda 
afectación social a todos los ciudadanos, que con la simple imposición de la pena privativa de 
libertad, no se ha podido resolver. Por ello, se considera al homicidio calificado, como un problema 
que afecta a la capital de la República, por la frecuencia de sus actos y su resultado fatal. Cuya 
realidad delictiva, es el reflejo no de un acto, sino de muchos actos atroces, que desembocan en la 
muerte violenta de varios ecuatorianos, producto de este ilícito obrar, que durante muchos años ha 
sido el cáncer de la sociedad. 
El asesinato casi suprema infracción contra la vida de nuestros semejantes, poco a poco ha ido 
ganando terreno en la ciudad de Quito, generando preocupación humana. Puesto que, el impacto 
socio-criminal que engendra el mismo, constituye solo un acto delictivo, de los tantos que afectan a 
la sociedad; pero quizá el que mayor gravedad encierra, por la irreparable pérdida de vidas 
humanas, que ni la sanción más severa, la indemnización, ni la rehabilitación del condenado puede 
devolver. Debido que el homicidio agravado, por su naturaleza, es un delito mortal; que afecta 
directamente a la víctima, e infunde temor en la colectividad, por la inminente violación del 
derecho a la vida, y el daño irreversible que el delito representa; siendo un acto anti ético, anti 
jurídico e injusto ante la vista de la ley y la sociedad, que espera presurosa una solución eficaz para 
prevenir y evitar este mal social. 
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1.1.1 Ubicación del problema en un contexto socio-cultural 
A partir del conocimiento de la realidad que vivimos, y del irrespeto a la vida ajena, se puede 
discernir que el homicidio calificado, no es solo una cuestión de antijuridicidad, sino de mortalidad; 
que lejos de alcanzar una buena convivencia social, pacífica y civilizada, solo inspira sentimientos 
de horror, frustración y preocupación humana. No solo por la tasa de homicidios y asesinatos que 
presenta el Distrito Metropolitano de Quito; sino también por las consecutivas muertes violentas, 
que experimentan los ciudadanos, muchas veces, a causa de este acto infraccional. Cuando la 
aspiración social de toda consciencia humana, es vivir en un espacio libre de violencia, de 
criminalidad y de pleno respeto por la vida humana, que con el delito de asesinato se quebranta. 
En este sentido, es preciso afirmar que el homicidio calificado es una infracción penal grave, que 
causa profundo mal a la sociedad; puesto que, el solo hecho de arrebatar la vida a un ser humano, 
de forma ilícita, arbitraria e injusta, ya se convierte en un resultado irreparable para la víctima y su 
familia. Si a esto le sumamos, las múltiples circunstancias agravantes que lo configuran, pues 
sencillamente su comisión criminal, refleja una grave repercusión individual y social, que lo 
convierte en un delito execrable en la colectividad; y, con certeza, nadie desearía que esta 
infracción de tipo penal esté presente entre nosotros. Puesto que, la existencia de este delito altera 
la paz y la tranquilidad de las personas, cuando la carencia del respeto a la vida, el menosprecio de 
este derecho humano, y la presencia del asesinato en las calles, hace notorio las evidencias 
mortales, que ponen en riesgo la seguridad ciudadana, alarman a la sociedad, aumenta la gravedad 
de la infracción penal; y, más aún, son causa inminente de la violación del derecho a la vida de los 
ciudadanos. 
Por estas consecuencias sociales, merece atento discernimiento el hecho de ver que el homicidio 
agravado, se ha convertido en un fenómeno delictivo, donde se canaliza la muerte de varios 
ciudadanos; injustamente acribillados por los agresores de la vida, que sin justa causa, atentan 
contra el bien más preciado que posee el ser humano. Vulnerando con ello, todo principio de 
respeto al derecho ajeno, y el más elemental deber de convivencia social, que toda sociedad anhela, 
en procura de garantizar sus derechos fundamentales. Por todo esto, la sociedad se ve vulnerable 
frente a las amenazas de muerte que encierra el delito de asesinato; mismo que por sus 
repercusiones, afecta a los miembros de la colectividad, porque representa un peligro general, y 
constituye un crimen, que además de atentar contra la vida humana, atenta contra el bienestar 
público y la paz ciudadana. 
A su vez, la alarma que esta infracción penal despierta en los coasociados, se traduce en 
preocupación social, al ver que se está perdiendo el respeto por la vida ajena, lo cual alude a un 
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verdadero síntoma de descomposición social, y pérdida de valores humanos; que refleja, a nuestro 
pesar, varios casos de victimización humana. Por ello, el delito de asesinato es susceptible de ser 
destacado, en el sentido de un tipo especial de infracción contra la vida de las personas; cuya 
agravación penal lo encontramos, no solo en el número de víctimas mortales, sino en el entorno 
social. Por todas las consecuencias que engendra este delito en la sociedad, la abogada María 
Victoria Beltrán sostiene que: “La mayor demostración de que el comportamiento humano ha sobrepasado 
sus límites es el delito de Asesinato, que es la infracción más grave y más cruel de cualquier legislación penal 
regulada” (Beltrán, 2010, pág. 72). 
El homicidio calificado tiene un parecer contrario a las justas exigencias de la sociedad, en miras 
del bien común; frente al número de víctimas mortales que encierra el círculo delictual, cuya 
comisión, frustra los deseos de seguridad ciudadana y armonía social. Todos los ecuatorianos 
somos capaces de discernir, la ola delincuencial y la inseguridad que vivimos; donde ésta 
infracción penal, es una modalidad más del obrar criminal de los delincuentes, que se presentan 
como actores principales de la pérdida de vidas humanas. Todo esto, debido a la delincuencia, que 
caracteriza una sociedad delictiva como la nuestra; donde el asesinato, es el reflejo de muchos otros 
delitos que se cometen en su interior, siendo el causante de una profunda afectación individual, 
familiar, comunitaria y social. 
A pesar que el homicidio agravado, se combate con pena privativa de libertad de veintidós a 
veintiséis años, se puede deducir que hoy en día, no basta la aplicación de la pena para frenar esta 
infracción penal, sino que es mucho mejor, la prevención material del delito de asesinato, fundada 
en prevenir paulatinamente su comisión; a fin de alcanzar una convivencia social armoniosa entre 
los ciudadanos, en garantía específica del derecho a la inviolabilidad de la vida, garantizado en el 
numeral 1 del artículo 66 de la Constitución de la República. Pues en el anhelo social persiste la 
esperanza de vida, que la propia naturaleza humana inspira, sumado al deseo de tranquilidad social 
y la búsqueda de paz, para el bienestar de todos. Cabe apreciar que el bienestar social, persigue que 
no se vuelvan a repetir crímenes tan atroces, si bien es cierto que el pasado no se puede remediar; 
pero asimismo, no es menos cierto que el presente y el futuro, merece mejores condiciones y 
garantías, que hagan efectivo el derecho a la vida de nuestros semejantes. 
1.1.2 Delimitación del problema 
El problema planteado se delimitó dentro del cantón Quito, provincia de Pichincha, donde se 
produjeron 411 casos de homicidios y asesinatos en los dos últimos años; con una tasa promedio de 
[8] 
9,1% en 2012 y 7,8% en 2013, por cada 100.000 habitantes en el Distrito Metropolitano de Quito.
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Por otra parte, el problema planteado se ubica dentro del área jurídica, sub-área Derecho Penal; y, 
específicamente en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, disposición legal que 
tipifica y sanciona el delito de asesinato, dentro de la nueva legislación penal ecuatoriana. 
Además, merece resaltar la trascendencia y relevancia no solo jurídica, sino también social, de la 
gravedad que encierra esta infracción penal; puesto que, el asesinato rompe la tranquilidad de la 
ciudadanía, por uno de los actos expresados en el artículo 140 Ibídem. Pero el cometimiento de este 
delito, conlleva mucho más que la violación de parámetros legales; puesto que, trasciende todas las 
fronteras jurídico-sociales, llegando afectar a la sociedad en general, y la ciudad de Quito en 
particular. El homicidio calificado más allá de lo meramente jurídico, merece un análisis profundo 
de las consecuencias sociales que su comisión produce en el interior de la sociedad; reiterando el 
daño directo que produce a la víctima y su familia, así como el perjuicio social que causa al 
entorno, por la anulación de la vida de la persona titular del derecho constitucional vulnerado. Pues 
lamentablemente, este tipo de modalidad execrable, se comete en la capital de la República casi a 
diario. 
1.1.3 Formulación del problema 
¿Cuáles son las repercusiones jurídico-sociales y los niveles de afectación que produce el delito de 
asesinato en la convivencia social en el cantón Quito en la actualidad? 
1.1.4 Evaluación del problema 
El problema fundamental estriba en que el delito de asesinato, valorativamente, desde el punto de 
vista jurídico y ético-social, repercute profundamente en el acto ilícito de matar. Por consiguiente, 
esta cuestión criminal, tiene interés actual para el Derecho y la sociedad; por la diversidad de casos 
de asesinato que nos aquejan, ya que el problema no deja de ser grave para todos, constantemente 
es causa de perturbación del orden público y la seguridad ciudadana. Claro está, como se trata de 
crímenes tan graves, y que prenden alarma en la sociedad, porque lesionan no solo el derecho a la 
vida humana, sino la paz social; por las características y proporciones que se cometen, por la 
gravedad de sus actos, la peligrosidad que encierran sus autores, y ante el evidente irrespeto de la 
vida ajena, que anula el más esencial derecho de los seres humanos; es necesario estudiarlo en la 
actualidad, con el debido respeto que se merecen las víctimas y los familiares ofendidos por el acto 
delictivo. 
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Es imperiosa la necesidad de evaluar esta problemática delictual, por cuanto la sociedad de Quito 
siempre ha estado expuesta a esta clase de infracciones penales; un ejemplo de ello, es la tasa de 
homicidios y asesinatos que presenta la capital de la República durante los dos últimos años. Por lo 
mismo, los resultados de tan graves infracciones están a la vista de todos los ciudadanos, que 
percibimos como nuestros semejantes, pierden la vida a causa de esta inconducta penal. Pese a 
estar tipificada y sancionada en la legislación penal ecuatoriana, no es suficiente para evitar el 
delito; cuando el delincuente desobedece la prohibición legal, y vulnera el derecho a la vida de las 
personas, por alguna de las circunstancias establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico 
Integral Penal. 
Dentro de este ámbito, el delito de asesinato no solo se constituye en contraposición con la ley 
penal, sino que es jurídica y socialmente relevante; como desconocimiento dañoso y efectivo del 
orden público, de la norma de convivencia social, que vulnera el derecho a la vida de los demás, 
causa daño social y afecta al bienestar común de los ciudadanos. Lo que pretendo con este enfoque, 
es resaltar que esta figura delictiva, atenta contra la seguridad ciudadana; porque representa un 
peligro común para la ciudadanía, revela mayor peligrosidad social y afectación humana, tanto en 
lo individual como en lo colectivo. Pues, lamentablemente, la actividad ilícita derivada de este 
accionar humano, lesiona intereses jurídicos vitales de las personas. 
Es necesario e indispensable resaltar la importancia del bien jurídico protegido, en la dañosidad 
social de esta inconducta; así tenemos que el homicidio agravado es un delito, que atenta contra un 
derecho o interés jurídico legalmente protegido, y tan trascendental como es el derecho a la vida. 
Pues la vida es un derecho intrínseco del ser humano, inalienable e inviolable, que además de 
permitirle su pleno desenvolvimiento, garantiza su existencia humana; con relación a su posible 
encuentro con la muerte causada por otro, deviene la figura asesinato, y el ser humano ha de 
experimentar sus males, no solo en sí mismo, sino en el entorno que lo rodea. Concomitantemente, 
en este sentido, la violación de este derecho universal, perjudica enormemente a las víctimas del 
delito; ya que el acto ilícito de asesinar a un semejante, encarna un quebrantamiento irreparable de 
la vida del prójimo, que en varias ocasiones enluta a la familia ecuatoriana. 
El autor René Astudillo Orellana (2010) hace referencia que: 
…tenemos que tener en consideración que si bien el número de homicidios en nuestro país no es tan 
significativo como en otros países, sus efectos son devastadores con respecto a la estructura social 
que se siente amenazada por la inseguridad y la vulneración al derecho a la vida (págs. 97 - 98). 
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Por todos los efectos que produce en la sociedad, el homicidio calificado debe considerarse como 
un verdadero fenómeno delictivo, grave, perverso y actual; ya porque se observa la presencia de 
sus actos delictuosos, ya por la esencia misma del delito, que se verifican con frecuencia en el 
entorno social; y, en particular, porque termina con la vida de seres humanos inocentes, producto 
del ilícito penal. 
Pero no sería completa la evaluación del problema, si no se hablase de las personas, esto es, de las 
víctimas, el peor resultado de esto, más que la mayoría de delitos de asesinato preparados, 
ejecutados y consumados por los delincuentes; en términos generales, la cantidad de personas 
asesinadas, muestra lo complejo de esta situación delictual. El homicidio agravado ha socavado los 
límites de la tolerancia, la ley, la moral, la justicia y el deber social; este delito es un claro ejemplo 
de la patología social, y el problema delincuencial que nos afecta, y qué decir de las muchas 
víctimas mortales a nivel nacional y cantonal. Quisiéramos como seres humanos que esto sea una 
pesadilla, pero no es más que la triste realidad criminal, judicial y social del acontecer de la 
actividad ciudadana; que debe ser frenada a tiempo para que no se repitan crímenes tan graves. 
Sacar de esta infracción, a una sociedad que vive y convive con el homicidio calificado, constituye 
un verdadero desafío; si bien es cierto que este delito, se combate con pena privativa de libertad de 
veintidós a veintiséis años. Donde el incremento de la pena, representa las exigencias de la 
sociedad, en el afán de evitar uno de los crímenes más espantosos que puede experimentar el ser 
humano, y que mayor influencia psicosocial produce en el conglomerado. Pero esto no basta, en 
nuestra realidad social, mientras no existan alternativas propias de prevención del delito; será muy 
difícil, que con la simple imposición de la pena, disminuya el delito de asesinato en la sociedad. 
Es difícil saber si algún día terminarán estos crímenes tan atroces, pero debemos comenzar hacer 
algo, es decir, se debe empezar por la detección y la prevención del delito, para lo cual se debe 
indagar el origen de este mal en la sociedad. Dentro de ello, el tratadista Gonzalo Silva Hernández 
(2004) nos da la siguiente sugerencia: 
Más allá de lo expuesto amerita y es necesario investigar las causas no los efectos, el principio no el 
fin, el alfa no el omega, el fondo no la forma de la delincuencia que como bien se conoce, es parte 
del engranaje criminológico sumado al delito y a las partes sujetos del delito (pág. 49). 
Solo así podremos visualizar donde verdaderamente nace el problema, y establecer un diagnóstico 
social que permita enfrentar el problema de raíz; y, a grandes rasgos y aspiraciones, construir una 
nueva forma de convivencia social, basados en la educación, el trabajo, la igualdad de 
oportunidades, la justicia social, el respeto y la paz. Para que en un futuro no muy lejano, podamos 
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cambiar estas consecuencias negativas, por otras positivas; y, con certeza, permitirán a la sociedad 
salir adelante y progresar, antes que seguir reprimiendo tales inconductas por tantos años, con la 
balanza inclinada a la sanción penal. 
1.2 Objetivos 
1.2.1 Objetivo general 
Analizar mediante una perspectiva jurídica y social, la incidencia que tiene el delito de asesinato en 
la convivencia social en el cantón Quito, aplicando la nueva legislación penal ecuatoriana. 
1.2.2 Objetivos específicos 
- Determinar estadísticamente las denuncias y el estado procesal de causas por asesinato en Quito, 
registradas en la Fiscalía Provincial de Pichincha por el período 2012-2013. 
- Efectuar una estadística de personas privadas de libertad por asesinato en el Centro de 
Rehabilitación Social de Varones Quito No. 1 durante el período 2012-2013. 
- Realizar un estudio de casos de asesinato en Quito evaluados por el Instituto de Criminología de 
la Facultad de Jurisprudencia de la Universidad Central del Ecuador. 
- Establecer las consecuencias jurídico-sociales que genera el delito de asesinato y sus niveles de 
afectación en la ciudad de Quito. 
- Formular un Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito, para establecer la política criminal de prevención del delito de asesinato. 
1.3 Justificación 
El abordaje de esta problemática delictual, es una necesidad sentida de la población, frente a la 
situación del delito de asesinato que vive la ciudad de Quito; que desde hace muchos años nos 
afecta. Debido a ello, este acto delictuoso se ha convertido en un problema para la sociedad, que se 
refleja en la tasa de homicidios y asesinatos; donde se visualiza que el respeto por la vida ajena se 
está perdiendo. Además, este delito ha existido toda la vida, y en nuestro medio, es un problema del 
cual la sociedad no puede dejar de lado ni ser indiferente; pues de cuya materialización, depende la 
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vida de muchos ciudadanos. No obstante, este problema es parte de la criminalidad que se vive en 
el país; al respecto, el Doctor Marco Vargas Zúñiga (1998) nos da el siguiente comentario: 
Entonces, la Criminología como ciencia del fenómeno criminal, nos enseña que el delito o crimen 
tiene tres Presupuestos que son: 
1. EL CRIMEN.- como un acto humano, con un comienzo, desarrollo y fin; 
2. EL CRIMINAL.- delincuente o sujeto activo del delito, que conlleva el estudio individual de las 
características del autor, de los factores que han influido en la formación y evolución de su 
personalidad; y, 
3. LA CRIMINALIDAD.- o conjunto de actos criminales que se produce en el medio social en 
determinado tiempo y lugar (págs. 14 - 15). 
Por lo general, la criminalidad con respecto a los homicidios agravados, se concentra en las grandes 
ciudades del país como Quito; donde cada crimen que se comete, muestra con evidencias mortales, 
sus nefastas consecuencias que produce en las víctimas. Cuando a menudo observamos que esta 
infracción específica, atenta contra la vida y la seguridad de los ciudadanos, por efecto de la 
violación del derecho a la vida, por uno de los actos constitutivos de dicha infracción penal. 
Crímenes que prenden alarma en la capital de la República, por la gravedad que encierra esta 
inconducta social. 
Por estas razones, el delito de asesinato se ha convertido en el centro de atención de todos, puesto 
que su ejecución criminal, compromete irreparablemente la vida del ser humano, hombre o mujer, 
niño o adulto; que debe y merece vivir, por ser un derecho natural, universal e inviolable, común a 
todos los seres de la especie humana, e inherente a su propia naturaleza. Que persigue el debido 
respeto de su vida e integridad personal, para alcanzar su plena realización y existencia humana, en 
condiciones de seguridad y protección efectiva de sus derechos primordiales. 
Al interés jurídico de hacer respetar la vida del prójimo, se suma la demanda de la sociedad, que 
exige evitar actos tan reprochables como el homicidio agravado. Actos que no solo conculcan el 
derecho a vivir que tenemos todas las personas, sino también la armonía social; al margen de ello, 
el irrespeto a la vida ajena seguirá existiendo, y cada vez será más difícil remediarlo. El mismo 
autor (1998) hace hincapié en lo siguiente: 
Cada día los medios de difusión colectiva nos hablan de espantosos delitos de homicidio y asesinato, 
en los cuales se atenta en contra del bien más preciado, que es la vida de un ser humano, delitos que 
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atacan el orden moral y jurídico y cuyos autores lo cometen por múltiples razones como la codicia 
económica, por satisfacciones e impulsos de ira, por situaciones de venganza social, por 
remuneración económica, etcétera, que impulsan al sujeto activo del delito ha trasgredir la ley penal 
ecuatoriana (págs. i - ii). 
De tal manera, quienes cometen el crimen denominado asesinato, no solo infringen la ley 
protectora de la vida humana; sino, además, atentan contra el conglomerado y alteran la paz social. 
Por cuanto, en la convivencia ordinaria de la vida, el homicidio calificado es la infracción penal, 
que produce mayor alarma en la colectividad; debido a todo ello, hace visible la necesidad de 
afrontar esta problemática delictual. Ya que últimamente, la gravedad del ilícito perpetrado, 
repercute en el medio social, y como tales actos se vuelven cada vez más comunes, es menester su 
estudio en la sociedad. En concomitancia con la realidad nacional, que evidencia la necesidad de 
una protección integral de los ciudadanos; dentro del marco de garantizar el respeto al derecho a la 
vida que nos asiste. 
Precisamente, la violación del derecho a la vida que el delito de asesinato amenaza, debe evitarse 
por el justo y equitativo bienestar de todos, siendo deber del Estado y la sociedad, velar por la 
seguridad de las personas; en pro de garantizar la protección integral de sus derechos 
constitucionales. Para lo cual, se deben construir nuevos modelos de convivencia social, 
fundamentados en la prevención del delito de asesinato y la seguridad ciudadana. Para ello, el 
Estado debe tener interés de emplear mayor protección hacia las personas, al ver cesar el derecho a 
la vida; de cuya efectividad depende la vida o la muerte de muchos ciudadanos. 
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CAPÍTULO II 
MARCO TEÓRICO 
2.1 Fundamentación teórica del delito de asesinato 
Del accionar humano depende el tipo de ilicitud “muerte de un hombre”, acto que sin lugar a duda, 
trasgrede el más elemental derecho de la humanidad; por cuanto la vida humana, la propia y la 
ajena, es un bien del cual todos somos titulares, y del cual el ser humano no puede disponer 
arbitrariamente; pero cuando esto ocurre, no queda más opción que recurrir a la norma jurídica, 
como aquella que guía y regula el comportamiento del ser humano en sociedad. Desde los más 
lejanos pretéritos la ley penal reguló la vida de los ciudadanos, con la finalidad de evitar barbaries 
entre sí; debido a la complejidad del actuar delictivo del ser humano, y lo agresivo que puede llegar 
a comportarse, se han tipificado una serie de actos contrarios a la convivencia pacífica de la 
sociedad, entre ellos, el asesinato ocupa un lugar predominante dentro de los delitos contra la 
inviolabilidad de la vida. 
El delito como acto informal de la ley, siempre ha existido entre nosotros, por ello, la misión del 
Derecho y en particular del Derecho Penal, no solo consiste en prohibir las acciones dirigidas a 
quitar la vida de otro ser humano, sea cual fuere los mecanismos, medios y modos utilizados, sino 
también sancionar al trasgresor de la norma jurídica; que más allá de la violación sustancial de la 
norma, lesiona un derecho fundamental y tan preciado como es la vida humana. Pero la prohibición 
penal radica no solo en prohibir la muerte provocada, sino en prohibir la muerte por 
envenenamiento, con ensañamiento, por indefensión de la víctima, entre otras; que en lo tocante al 
asesinato, configura su descripción típica y antijurídica. Para su estudio, es necesario citar algunas 
definiciones doctrinarias: 
“Bernal Pinzón, el asesinato es una especie de homicidio que, a la postre, no es más que un delito de 
homicidio, en el cual concurren ciertas circunstancias específicas de agravación” (Sigüenza, 2010, pág. 100). 
El delito de asesinato se considera un homicidio agravado, por la concurrencia, singular o plural, de 
circunstancias específicas que describen la figura penal; sin las cuales no da lugar a configurar el 
mismo, pero basta la presencia de una sola de ellas para su existencia jurídica. 
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El Doctor Ramiro Osorio de la Torre (2012) en su obra titulada: Diccionario de Derecho Penal, nos 
da la siguiente definición: 
Por tanto, el asesinato es “la muerte ilegítima, prevista y querida de un hombre por parte de otro 
hombre” en concurrencia, claro está, de alguna circunstancia que incrementa la crueldad o la malicia 
del agente activo en los términos previstos en el artículo 450 del Código Penal (pág. 37). 
Esta definición destaca la muerte ilegítima derivada del accionar humano, pero la acción de matar 
voluntaria e intencionalmente, es producida por un ser humano contra otro ser de su especie; acto 
que configura la ilegitimidad de la muerte, acompañado de alguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, circunstancias que adquieren 
sentido, cuando cobran la vida de algún ciudadano por medio de incendio, inundación, etcétera. 
Elementos doctrinarios del delito de asesinato 
Dentro de la fundamentación teórica del delito de asesinato, es necesario referirnos a los elementos 
doctrinarios, que convergen en la comisión del ilícito penal; para lo cual citaré lo manifestado por 
el maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003): 
El delito de asesinato, como delito autónomo, se estructura con elementos objetivos y subjetivos, a 
más de los normativos. Los elementos objetivos del asesinato son: el acto de matar, el resultado 
muerte y las situaciones materiales que, como forma o modo, acompañan como elementos del acto 
de matar. El elemento subjetivo está dado por el dolo, esto es, la voluntad intencionalmente dirigida 
a matar a una persona. Pero además, en ciertos casos de asesinato, también pueden existir otros 
elementos subjetivos como el motivo y el fin del agente para matar (pág. 35). 
Los elementos objetivos y subjetivos se unifican entre sí, para alcanzar el máximo propósito 
delictivo, cual es obtener el resultado de matar a la víctima, pero este accionar humano, depende 
del elemento endógeno de la conducta que es el dolo. En lo tocante al homicidio agravado hay que 
destacar que él, no puede ser considerado dentro del aspecto culposo, sino que su configuración 
está dentro del terreno del dolo, como suprema fuente del delito; de conformidad con el artículo 26 
del Código Orgánico Integral Penal, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 180, de lunes 
10 de febrero de 2014 que establece: “Dolo.- Actúa con dolo la persona que tiene el designio de causar 
daño…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 10). Esto es, la persona que actúa con la intención dolosa de 
arrebatar la vida de otra, contorna el elemento subjetivo de la conducta del agente, sumado al 
elemento objetivo configura el delito de asesinato. 
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Sujetos del delito de asesinato 
Además de los elementos doctrinarios del asesinato, se requiere la intervención de por lo menos 
dos personas, quienes se convierten en sujetos del delito. Así en el homicidio calificado tenemos: el 
sujeto activo, el que mata a otra persona, el asesino, y el sujeto pasivo, el muerto, la víctima, la 
parte afectada de forma directa por el ilícito mortal; al respecto, indicaremos que: 
“SUJETO ACTIVO.- Es sujeto activo de asesinato, igual que en el homicidio, cualquier persona que priva 
la vida de otra persona… 
SUJETO PASIVO.- Es cualquier ser humano, sin distinción de ninguna clase, como se manifestó en el 
homicidio simple” (García, 1994, pág. 37). 
Si falta uno de estos sujetos no podría configurarse el delito de asesinato, pues no habría individuo 
que cause la muerte, o no habría persona destinataria de sus efectos; en tal virtud, siempre ha de 
existir una persona causante del daño, y otra que necesariamente sufre las consecuencias. Pero la 
parte débil de la relación sujeto activo-sujeto pasivo, es este último, el sujeto pasivo del delito, la 
persona humana, titular del derecho a la vida que es el violado. Sin que sea necesario recordar que 
puede morir, a cambio de que el otro sujeto sea privado de libertad por largo tiempo, siempre y 
cuando sea declarado culpable judicialmente; de esta manera se hace justicia el crimen perpetrado, 
pero el derecho a la vida perdida nunca más se podrá recuperar. 
La vida como bien jurídico protegido 
La vida es un derecho universal inherente a todos los seres humanos, en nuestro ordenamiento 
jurídico tenemos: derecho a la inviolabilidad de la vida, respeto a la vida ajena y derecho a una vida 
digna y humana; en esta ocasión, nos referiremos a las dos primeras concepciones, porque la vida 
es lo más valioso que posee el ser humano. En este sentido, es preciso citar lo que el Doctor Álvaro 
Ojeda Hidalgo (1990) manifiesta al respecto: 
Los ordenamientos jurídicos de todos los tiempos conscientes del deber y de la necesidad de 
proteger la vida humana, han proveído a la seguridad de las personas defendiendo sus vidas y han 
creado las condiciones propicias para la existencia de las mismas. 
Quitar la vida se ha considerado siempre como el crimen esencial. Si se interroga al hombre común 
sobre la ley moral, mencionará siempre como primer mandamiento: “no matar”. Así se comprende 
el horror especial que inspira el homicidio. No se ha conocido nunca ningún pueblo que admitiera 
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que hay derecho a matarse libremente entre miembros de la tribu o de la ciudad; por el contrario, la 
organización social tiene siempre como fin primordial proteger la vida de sus miembros. 
El derecho a vivir es para todos los hombres, en cuanto que todos participan de la racionalidad y de 
la libertad que su naturaleza les otorga. Este deber de respetar la vida parece tan evidente, que 
incluso no se ha experimentado tradicionalmente la necesidad de esforzarse mucho para demostrar 
esta verdad fundamental. La naturaleza ha establecido como derecho primario el de la vida, porque a 
todo ser repugna el no ser. Este derecho es ciertamente inseparable del hecho mismo de la vida: se 
tiene derecho a vivir porque se vive; el hecho de la vida constituye el título del derecho a la vida 
(pág. II). 
El texto queda corto para lo que se puede decir de la vida, pero sin duda es un derecho humano 
fundamental, para todo aquel que respete y entienda el significado de la palabra. El ser humano 
como titular fundamental de sus derechos constitucionales, encuentra en la Constitución de la 
República y la ley, la protección al bien jurídico. Es cierto que el bien jurídico protegido en el 
asesinato, es la vida humana; pero no siempre la vida ha sido respetada por el ser humano, y su 
valor se obstruye, a medida que llega a darse la eliminación de un hombre por otro. 
La ejecución del homicidio calificado es atentatorio al derecho a la vida, por ello, la Carta Magna y 
el Código Orgánico Integral Penal, elevan a la categoría de bien jurídico protegido por el Estado, 
dentro de los delitos contra la inviolabilidad de la vida. Por cuanto, en el ámbito penal, es donde el 
derecho a la vida adquiere su mayor significación, en atención al valor del bien jurídico 
comprometido. El Estado protege penalmente este derecho, porque la vida es la principal razón de 
ser de la persona humana, es el bien jurídico que origina todos los demás derechos. Por ello, la 
Constitución Nacional en el numeral 1 del artículo 66 protege este derecho esencial; y, la norma 
constitucional, en el ordenamiento penal, ha encontrado el mejor soporte para su protección. 
Es preciso reconocer que el derecho a la vida está garantizado por la Constitución de la República, 
y su protección se extiende a los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, suscritos y 
ratificados por nuestro país como son: la Declaración Universal de los Derechos Humanos de la 
Organización de Naciones Unidas, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos llamado Pacto de San José de Costa Rica. Por 
cuanto la vida es un derecho universal, un derecho natural que lleva implícita la naturaleza humana; 
el ser humano es el principal sujeto de protección, por lo que la vulneración del derecho a la vida, 
es el más alto grado de violación de los derechos humanos. A pesar del reconocimiento y 
protección internacional, constitucional y legal del derecho a la vida, existen varias infracciones 
penales que atentan contra ella; naturalmente, el asesinato es la infracción del derecho a la vida, 
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delito tipificado y sancionado en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, que es la 
manera de proteger penalmente la vida en nuestro ordenamiento jurídico. 
2.1.1 Antecedentes de estudio del delito de asesinato 
2.1.1.1 Antecedentes investigativos del delito de asesinato 
María Victoria Beltrán Montalvo en su tesis titulada: “El ensañamiento como circunstancia para 
que se configure el asesinato en la legislación ecuatoriana”, previo a la obtención del título de 
Licenciada en Ciencias Jurídicas, en la Pontificia Universidad Católica del Ecuador sostiene que: 
de los delitos contra las personas, el asesinato es el que sobresale por su naturaleza protectora de la 
vida humana. Al analizar dicha circunstancia señala que: el ensañamiento es el padecimiento no 
ordinario e innecesario, provocado suficientemente por un sujeto a su víctima; sea por el dolor que 
le hace experimentar o por la prolongación de su agonía, para que se configure aquel, es necesario 
que se cumplan cuatro elementos indispensables a saber:  
1.- La intención de matar a la víctima (dolo no culpa). 
2.- La muerte del sujeto pasivo. 
3.- Que la muerte sea innecesariamente dolorosa y cruel; y, 
4.- Que exista satisfacción por el daño ocasionado. 
De esta manera, resalta la importancia de la independencia de la causal configurativa de asesinato, 
y hace relación con las otras causales constitutivas de la infracción; en la cual describe una mayor 
peligrosidad, como resultado de la agresividad humana, y lo violento que puede llegar a 
comportarse el ser humano, por lo que requiere tratamiento psicológico a más de la calificación 
legal. De todo ello, se desprende la propuesta de la tesista, que consiste en suprimir la causal cuarta 
del artículo 450 del Código Penal (actual causal sexta del artículo 140), e incorporar un artículo 
innumerado a continuación del mismo que diga: “Art. 450.1.- Es asesinato y será reprimido con 
reclusión mayor especial de diez y seis a veinte y cinco años, previo tratamiento psicológico calificado, el 
homicidio que se cometa con ensañamiento, aumentando deliberada e inhumanamente el dolor del ofendido” 
(Beltrán, 2010, pág. 86). 
Es decir, según dicha propuesta, el ensañamiento debe ser tipificado como una causal 
independiente, al resto de causales que configuran el asesinato. Debido a la peligrosidad derivada 
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de aquella, y la necesidad de atención médica especializada; que evalúe apropiadamente el porqué 
del comportamiento agresivo del ser humano, al momento de dirigir su conocimiento y voluntad, 
para consumar el tipo penal bajo dicha circunstancia. 
El Licenciado Marco Vargas Zúñiga (1998) en su tesis titulada: “El Asesinato Coparticipado 
Exégesis Sustantiva y Adjetiva Penal”, previo a optar por el Grado de Doctor en Jurisprudencia, en 
la Pontificia Universidad Católica del Ecuador sostiene lo siguiente: 
De ahí que fundamentándonos en nuestra legislación penal encontraremos que en todos aquellos 
delitos de asesinato en los que intervienen bandas armadas, grupos subversivos, pandillas de 
maleantes y mafiosos, los cuales atentando en contra de la paz social atacan al bien jurídico que es la 
vida y la integridad de las personas, en todos estos tipos de actos en los que intervienen una 
pluralidad de sujetos activos del delito existe asesinato coparticipado; de ahí su enorme importancia 
para su análisis y el estudio (pág. iii). 
Generalmente, la delincuencia coasociada da lugar a la coparticipación en el asesinato, como una 
modalidad más del obrar criminal, que de cierta manera revela mayor peligrosidad social al 
participar varios agentes en la comisión del acto criminoso. Sin embargo, el mismo autor (1998) 
considera lo siguiente: 
A través del tiempo y desarrollo social se puede observar como las diferentes corrientes penales han 
considerado al asesinato coparticipado en unos casos como un solo delito y en otras situaciones 
como varios delitos, por la circunstancia plural del sujeto activo y del grado de responsabilidad que 
deben tener los copartícipes (pág. i). 
La coparticipación genera la posibilidad jurídica de considerar al asesinato como uno o varios 
delitos a la vez, sin que sea difícil pensar que todos los copartícipes intervienen en el mismo acto 
dañoso. Contribuyendo de esta forma con su aporte teórico, doctrinario y legal a la sustentación del 
asesinato coparticipado, como una modalidad más del mismo. 
2.1.1.2 Antecedentes históricos del delito de asesinato 
En relación a la evolución histórica del delito de asesinato en el Derecho Penal Patrio, tenemos a 
bien recordar que a lo largo de la historia jurídica, hemos tenido cinco Códigos Penales en la 
República; donde cada uno de ellos, ha tipificado y sancionado de diferente manera el asesinato, así 
tenemos la siguiente reseña cronológica: 
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En el Código Penal de 1837, publicado en el Registro Auténtico de 14 de abril del mismo año, no 
existía propiamente la figura jurídica asesinato, por lo que sus circunstancias no estaban 
determinadas técnicamente; más bien se consideraba al “asesino”, pero se confundía la persona del 
delincuente con el delito por este cometido. Así se lee en el “artículo 433.- Los que voluntariamente y 
con premeditación, por dádivas o promesas, o con asechanzas o con alevosía o sobre seguro, mataren a otro, 
son asesinos y sufrirán la pena de muerte” (El Senado, 2008, pág. 73). Es decir, el asesino tuvo 
preponderancia en la escala de delincuentes, y su accionar delictivo daba lugar a la condena a pena 
capital. 
Posteriormente se expide el Código Penal de 1872, publicado en el Registro Auténtico de 03 de 
noviembre de 1871, en el cual se da nacimiento al delito de asesinato propiamente dicho; por 
cuanto en él, se dio la concretación de los elementos que contornan la figura penal. Así tenemos 
que el artículo 430 hacía referencia: “Art. 430.- Es asesinato y será castigado con pena de muerte, cuando 
el homicidio se cometa con alguna de las circunstancias siguientes…” (Aguilar, 1983, pág. 19). Aquí 
podemos notar un avance en cuanto a la técnica jurídica del delito tipo, en el cual se describen 
circunstancias tales como: la premeditación, la alevosía, la traición, la indefensión de la persona 
asesinada, entre otras. No obstante, se mantiene la misma penalidad que establecía el Código Penal 
de 1837, considerando que a mayor mal causado, mayor sanción; y, el ser humano que cometía el 
crimen, pagaba con su propia vida, la arrebatada ilícitamente a otro ser de su especie. Por otra 
parte, el artículo 428 del Código Penal de 1889, publicado en el Registro Auténtico de 04 de enero 
del mismo año, instituyó esta figura delictiva, copiando exactamente el tenor literal del artículo 430 
Ibídem. 
En el Código Penal de 1906, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 61 de 18 de abril del 
mismo año, los elementos que configuran el homicidio agravado, se incluyeron entre las agravantes 
genéricas del acto delictuoso, y no existió la agravante específica del delito tipo. A continuación se 
transcribe el artículo correspondiente, que hacía referencia al asesinato: “Art. 392.- Es asesinato y 
será castigado con reclusión mayor extraordinaria cuando se cometa con alguna de las circunstancias 
determinadas en el referido Art. 35” (Aguilar, 1983, pág. 20). Precisamente, el artículo 35 Ibídem 
contenía las circunstancias agravantes que regían la infracción penal en general, entre ellas se 
confundía el asesinato, produciéndose un retroceso en la definición clara y precisa del tipo penal; 
en consecuencia, cada vez que se cometía un homicidio, con una de las circunstancias agravantes 
genéricas, dicho delito constituía un asesinato por disposición de la ley. 
En el Código Penal de 1938, publicado en el Registro Oficial de 22 de marzo del mismo año, se 
vuelve a dar vida jurídica al asesinato como infracción propia, y se detalla claramente los 
elementos constitutivos del delito; de modo que se separa de la generalidad de infracciones penales, 
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adquiriendo identidad propia y específica la figura jurídica tratada. A continuación se transcribe el 
artículo correspondiente: “Art. 426.- Es asesinato y será reprimido con reclusión extraordinaria, el 
homicidio que se cometa con alguna de las circunstancias siguientes…” (Baque, 2011, pág. 10). El citado 
artículo constituido por nueve numerales, era el mismo del artículo 450 del Código Penal de 1971, 
publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 147 de 22 de enero del mismo año, que establecía: 
“Art. 450.- Es asesinato y será reprimido con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años el 
homicidio que se cometa con alguna de las circunstancias siguientes…” (Zavala, 2003, pág. 24). 
Posteriormente, el artículo 450 Ibídem fue reformado por el artículo 16 de la Ley 2001-47, 
publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 422 de 28 de septiembre de 2001; en la cual se 
aumentó la pena de dieciséis a veinticinco años de reclusión mayor especial, quedando el citado 
artículo de la siguiente manera: “Art. 450.- Es asesinato y será reprimido con reclusión mayor especial de 
dieciséis a veinticinco años, el homicidio que se cometa con alguna de las circunstancias siguientes…” 
(Corporación de Estudios y Publicaciones, 2010, pág. 95). En consecuencia, el máximo de la pena de 
dieciséis años antes, pasó a convertirse en el mínimo que podía recibir una persona condenada por 
asesinato; y llegó a extenderse hasta los veinticinco años de reclusión mayor especial, intentando 
así endurecer la pena para evitar el ilícito. 
En relación a la penalidad, amerita resaltar que los Códigos Penales de 1837, 1872 y 1889, 
establecían pena de muerte para el asesinato impuesta por el Tribunal del Crimen; mientras que los 
Códigos Penales de 1906 y 1938, adoptan un solo sistema punitivo, consistente en la reclusión 
mayor extraordinaria, aboliéndose la pena capital con Eloy Alfaro. Hasta llegar a la reclusión 
mayor especial de dieciséis a veinticinco años, según el artículo 450 del Código Penal ecuatoriano; 
a pesar de la elevada penalidad, hoy alcanza pena de veintidós a veintiséis años de privación de 
libertad, de conformidad con el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, publicado en el 
Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 2014 que establece: “Artículo 140.- 
Asesinato.- La persona que mate a otra será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a 
veintiséis años, si concurre alguna de las siguientes circunstancias…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 24). 
Así podemos destacar que la privación de libertad, sustituyó la pena de muerte, pero la tendencia 
siempre fue a incrementar la pena, para evitar de alguna manera el homicidio calificado, y reprimir 
severamente a quien apague la vida del ser humano. Durante la evolución del precepto, adoptó 
varias modificaciones jurídicas, hasta definir claramente las circunstancias que configuran el 
asesinato, como tipo delictuoso específico de índice de peligrosidad agravado. Siendo uno de los 
delitos más castigados, durante toda la historia penal ecuatoriana, por el valor y relevancia que se 
da al bien jurídico protegido vida; en cuyo accionar, refleja las más perversas intenciones del ser 
humano, matar a un semejante. 
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2.1.1.3 Fundamentación legal del delito de asesinato 
2.1.1.3.1 Tipificación y sanción del delito de asesinato en la nueva legislación penal 
ecuatoriana 
2.1.1.3.1.1 Breve análisis de la nueva tipificación del delito de asesinato 
El acto humano contrario a la norma jurídica, recibe el nombre de infracción por el acto trasgresor 
de la ley; desde el punto de vista jurídico, el artículo 18 del Código Orgánico Integral Penal 
establece: “Artículo 18.- Infracción penal.- Es la conducta típica, antijurídica y culpable cuya sanción se 
encuentra prevista en este Código” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 10). De esta definición se desprenden 
todos los elementos jurídicos de la infracción penal en general, y del delito de asesinato en 
particular; puesto que, al ser un tipo de infracción penal, también debe reunir estos elementos para 
su configuración legal. Pero, además de los elementos jurídicos del delito de asesinato, éste debe 
ser cometido dentro de ciertas circunstancias específicas de agravación. Por cuanto lo que 
diferencia al homicidio del asesinato, son precisamente estas circunstancias; a través de las cuales 
se irroga la muerte a la víctima, mismas que deben estar descritas en la ley penal. El autor Luis 
Carlos Pérez (1962) hace referencia que: 
EL HOMICIDIO AGRAVADO (ASESINATO). Tradicionalmente la legislación nacional ha 
mantenido el término asesinato para designar el homicidio calificado por la concurrencia, singular o 
plural, de circunstancias materiales o morales excepcionalmente graves. Y así, el concepto, con todo 
lo que tiene de intimidativo, ha calado profundamente en el pueblo que lo repetiría aunque fuera 
abolido del Código, pues con él subraya las manifestaciones más atroces de la actividad homicida 
(págs. 480 - 481). 
Así las circunstancias constitutivas del delito de asesinato son: por la relación de parentesco: si a 
sabiendas, la persona infractora ha dado muerte a su ascendiente, descendiente, cónyuge, 
conviviente, hermana o hermano (numeral 1); por la forma de ejecución: aumentando deliberada e 
inhumanamente el dolor a la víctima (numeral 6). Por la situación de la víctima: como colocar a la 
víctima en situación de indefensión, inferioridad o aprovecharse de esta situación (numeral 2); por 
el medio empleado: por medio de inundación, envenenamiento, incendio o cualquier otro medio 
que ponga en peligro la vida o la salud de otras personas (numeral 3); o utilizar un medio o medios 
capaces de causar grandes estragos (numeral 5). Por el medio buscado de propósito: como buscar la 
noche o el despoblado con el propósito de cometer el asesinato (numeral 4); por el fin: como 
referido al matar para preparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción (numeral 7); o para 
asegurar los resultados o impunidad de otra infracción (numeral 8); por las circunstancias donde se 
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produce la muerte: si la muerte se produce durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción 
popular, evento deportivo o calamidad pública (numeral 9). Por motivo del cargo o dignidad: como 
perpetrar el acto en contra de una o un dignatario o candidato a elección popular, elementos de las 
Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales, jueces o miembros de la Función Judicial por 
asuntos relacionados con sus funciones, o testigo protegido (numeral 10), del artículo 140 del 
Código Orgánico Integral Penal. 
Circunstancias que agravan el homicidio y lo transforman en asesinato, adquiriendo una tipicidad y 
sancionabilidad diferente; pero que al final del camino, se unifican por el común denominador o 
verbo rector del delito, “muerte de un ser humano”. Cualquier trasgresión de esta índole, anula la 
vida humana y vulnera el entorno social; volviéndose un acto contra el propio ser humano y contra 
los demás, quien como sabemos es el principal destructor racional de su especie. Así tenemos que 
el acto de dar muerte a una persona, toma el nombre de asesinato; cuando se comete en la forma, 
modo y circunstancias señaladas en el artículo 140 Ibídem. 
En relación a la tipificación anterior del delito de asesinato en el artículo 450 del Código Penal, se 
puede discernir que han desaparecido circunstancias tales como: la alevosía, el precio, la promesa 
remuneratoria, el descarrilamiento, el homicidio cometido con el fin de que no se descubra o no se 
detenga al delincuente; excepto cuando el homicida sea ascendiente o descendiente, cónyuge o 
hermano del delincuente al que se haya pretendido favorecer. O por no haber obtenido los 
resultados que se propuso, al intentar el otro hecho punible; o el homicidio cometido con odio o 
desprecio en razón de raza, religión, origen nacional o étnico, orientación sexual o identidad sexual, 
edad, estado civil o discapacidad de la víctima. 
En su lugar se han tipificado nuevas circunstancias agravantes del delito de asesinato, tales como: 
matar a sabiendas la persona infractora a su ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, 
hermana o hermano (numeral 1); causal que figuraba en el artículo 452 del Código Penal anterior 
como parricidio. La inferioridad de la víctima, aprovecharse de esta situación o también de su 
indefensión (numeral 2); o utilizar cualquier otro medio, que ponga en peligro la vida o la salud de 
otras personas (numeral 3); o si la muerte se produce durante concentraciones masivas, tumulto, 
conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública (numeral 9), causal inédita en la 
legislación penal ecuatoriana para la descripción típica del homicidio calificado; o perpetrar el acto 
en contra de una o un dignatario o candidato a elección popular, o dar muerte a un testigo protegido 
(numeral 10) del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. En lo restante, se conserva la 
tipificación tradicional del delito de asesinato en los últimos años, con ciertas modificaciones 
jurídicas. 
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Si bien la nueva tipificación penal del delito de asesinato, es acorde a la realidad de los 
ecuatorianos; no obstante, considero que pudieron tipificarse otras circunstancias, que se presentan 
a menudo en nuestro medio social, tales como: la persona que mate a otra por venganza o por 
ajustes de cuentas, que en su gran mayoría son el reflejo de esta actividad ilícita en el diario vivir. 
Según el Informe de los Delitos de Mayor Influencia Psicosocial y Gestión Institucional, elaborado 
por el Centro Ecuatoriano de Análisis de Seguridad Integral; se determinó que la mayor cantidad de 
homicidios que se presentaron durante el 2013 fueron por venganza, con un porcentaje de 34,9%, 
mientras que los asesinatos por ajustes de cuentas representaron el 12,2%.
8
 Por tanto, son causas 
frecuentes que motivan a los delincuentes, atentar contra la vida de los ciudadanos; por lo que 
hubiera sido interesante que consten estos actos, como circunstancia constitutiva del delito de 
asesinato. 
Sin embargo, el homicidio agravado tiene circunstancias que lo constituyen, esas mismas 
circunstancias deben ser producidas, con la intención de causar la muerte de un ser humano; dentro 
del parámetro legal que adecue su conducta al tipo penal específico. Estas circunstancias, son las 
que deciden si la muerte de una persona, es un asesinato o bien un homicidio; así las circunstancias 
constitutivas que dan vida jurídica al homicidio calificado, están reunidas en un tipo penal 
concreto, determinado en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. El asesinato en su 
diversa tipificación penal, trae como resultado, la muerte del ser humano producto del accionar 
delictivo; así el acto ilícito del sujeto activo y el resultado producido son, pues, la causa y el efecto, 
respectivamente. Acto y muerte que lo trasforman en homicidio agravado; para su configuración 
legal, basta la existencia de una sola de las circunstancias establecidas en la ley penal, mismas que 
serán descritas más adelante. 
2.1.1.3.1.2 Fundamentos jurídicos de la agravación de la pena contra el delito de 
asesinato 
Es deber primordial del Estado proteger los derechos de las personas, por lo mismo, es necesario la 
implementación de mecanismos adecuados para su protección, recurriendo en última ratio al 
Derecho Penal. Sin penas no se puede hablar de Derecho Penal; desde el punto de vista legal, el 
artículo 51 del Código Orgánico Integral Penal establece: “Pena.- La pena es una restricción a la 
libertad y a los derechos de las personas, como consecuencia jurídica de sus acciones u omisiones 
punibles…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 14). Por tanto, cuando la acción desmedida de una persona 
ocasiona la muerte de otra, sin justa causa, trae como consecuencia jurídica, la aplicación de la 
pena prevista en la ley penal. 
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“Naturaleza de la pena.-…En concreto, la naturaleza de la pena instituida para el Asesinato, da la idea de la 
gravedad que, para el Legislador, reviste el homicidio cualificado…” (Aguilar, 1983, pág. 130). Ya que a 
mayor gravedad del delito corresponde mayor sanción. Es necesario tomar en consideración, que a 
raíz del crecimiento de nuestras sociedades hasta los actuales momentos, pese a que el último 
Código Penal establecía pena de dieciséis a veinticinco años de reclusión mayor especial; con el 
advenimiento del nuevo Código Orgánico Integral Penal, se incrementó notablemente la penalidad 
del asesinato, llegando a imponer en cuanto a su límite mínimo y máximo, de veintidós a veintiséis 
años de privación de la libertad individual; tal como lo prevé el artículo 140 Ibídem que establece 
dicha sanción, y todas las circunstancias que describen el tipo penal. 
La elevada penalidad de dicho delito, reside en el mayor impacto psicosocial que esta infracción 
tiene en la sociedad; por cuanto, el asesinato siempre ha ocupado un lugar predominante en la 
escala de las infracciones penales, de allí que el castigo es severo. Se trata de un delito contra la 
inviolabilidad de la vida, por lo que acarrea lógicamente más severa represión, es un delito 
reprimido con hasta veintiséis años de privación de libertad. Por ser la especie más grave de 
homicidio tiene una sanción más grave, a medida del mayor impacto, que el acto humano 
trasgresor de la norma penal produce en la sociedad, por las circunstancias constitutivas del mismo, 
el daño causado; y, sobre todo, el resultado irreversible que su comisión causa a la persona, como 
víctima directa del delito cometido. 
Es por ello que el Estado tiene interés en la represión del delito de asesinato, por el mal causado a 
la víctima y la sociedad. Por su parte, el Estado a través de la Función Judicial ejerce el poder de 
penar, de acuerdo a la sanción previamente establecida en la ley penal, y el principio de 
proporcionalidad de la pena, consagrado en el numeral 6 del artículo 76 de la Constitución de la 
República que manifiesta: “La ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 
sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza” (Asamblea Nacional, 2008, pág. 40). Es decir, por 
mandato constitucional, la proporcionalidad de la pena nace de la ley, por consiguiente, la nueva 
ley penal establece la debida proporción entre la infracción penal y la pena que es su consecuencia; 
en el caso concreto, el rango de pena establecido para el homicidio calificado, es de veintidós a 
veintiséis años de privación de libertad. Por tanto, el juez o tribunal de justicia debe sujetarse a la 
pena prevista en la ley; puesto que, esa es la sanción que establece la nueva legislación penal 
ecuatoriana, a quienes trasgreden el derecho a la vida de una persona, bajo alguna de las 
circunstancias tipificadas en el artículo 140 Ibídem. 
En general, el aumento de la pena originado con la expedición del Código Orgánico Integral Penal, 
responde a la necesidad de punir el asesinato con mayor severidad, con el fin de evitar que se siga 
repitiendo crímenes tan graves en la sociedad. Pero el aumento de penas severas, no es la mejor 
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solución para contrarrestar el delito; porque si el día de mañana no frena la ola delincuencial, 
tendremos que volver aumentar las penas de nuevo, y las interrogantes que nos planteamos son: 
¿Qué resultado hemos obtenido?, ¿En qué cambió?, ¿En qué mejoró? Tal vez solo tendremos más 
personas privadas de libertad en los centros de rehabilitación social, en las celdas o en los 
pabellones. 
Si bien el Pleno de la Asamblea Nacional, decidió aumentar la pena establecida para el delito de 
asesinato, mientras los tribunales de garantías penales sigan aplicándolas; conllevará el crecimiento 
de la población carcelaria, con sentencias condenatorias a penas bastantes prolongadas. A más 
personas privadas de libertad en los centros de rehabilitación social del Estado, más víctimas habrá 
experimentado la sociedad. Desde esta perspectiva jurídica, la solución al problema es el 
endurecimiento de la pena privativa de libertad; pero para evitar que tantas personas sigan 
falleciendo en las calles, es necesario adoptar otras medidas, que permitan asegurar la vida como 
un derecho inviolable, y no como consecuencia de una pena a causa de su vulneración. 
2.1.1.3.1.3 Modificación de las penas según los distintos casos de asesinato 
A continuación se realiza un estudio comparativo entre los distintos casos de asesinato, que dan 
lugar a la modificación de las penas privativas de libertad, previstas en la última reforma al Código 
Penal, publicada en el Registro Oficial Suplemento No. 196 de 19 de mayo de 2010, y el Código 
Orgánico Integral Penal, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 
2014. 
1.- Agravantes constitutivas.- El asesinato con una o más circunstancias agravantes del artículo 
450 del Código Penal, merecerá pena de dieciséis a veinticinco años de reclusión mayor especial, 
de conformidad con el citado artículo que establece: “Art. 450.- Es asesinato y será reprimido con 
reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, el homicidio que se cometa con alguna de las 
circunstancias siguientes…” (Corporación de Estudios y Publicaciones, 2010, pág. 95). 
2.- Circunstancias atenuantes de la infracción.- El asesinato con dos o más circunstancias 
atenuantes y ninguna agravante, no constitutiva ni modificatoria de la infracción, recibirá pena de 
doce a dieciséis años de reclusión mayor extraordinaria; de conformidad con el artículo 72 del 
Código Penal (2010) que establece: 
Art. 72.- (Reducción o modificación de penas de reclusión).- Cuando haya dos o más 
circunstancias atenuantes y ninguna agravante, no constitutiva ni modificatoria de la infracción, las 
penas de reclusión serán reducidas o modificadas de la siguiente manera: La reclusión mayor 
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especial de dieciséis a veinticinco años se sustituirá con reclusión mayor extraordinaria de doce a 
dieciséis años… (pág. 15). 
3.- Atenuante trascendental.- El asesinato con una atenuante trascendental, y ninguna agravante 
no constitutiva ni modificatoria de la infracción, merecerá pena de doce a dieciséis años de 
reclusión mayor extraordinaria; de conformidad con el artículo 74 del Código Penal (2010) que 
manifiesta: 
Art. 74.- (Atenuante trascendental).- Cuando hubiere a favor del reo una sola atenuante de 
carácter trascendental y se tratare de un sujeto cuyos antecedentes no revelen peligrosidad, no 
habiendo agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción, podrán los jueces apreciarla 
para la modificación de la pena, conforme a las reglas de los artículos anteriores (pág. 15). 
4.- Tentativa de asesinato.- El asesinato en el grado de tentativa, se impondrá pena de uno a dos 
tercios de la que le correspondería, si el mismo se hubiere consumado; de conformidad con el 
artículo 46 del Código Penal que establece: “Pena de la tentativa.- Los autores de tentativa sufrirán una 
pena de uno a dos tercios de la que se les habría impuesto si el delito se hubiere consumado…” (Corporación 
de Estudios y Publicaciones, 2010, pág. 11). 
5.- Reincidencia.- El asesinato con reincidencia en un delito sancionado con reclusión mayor 
especial de dieciséis a veinticinco años, la pena será de veinticinco años y no estará sujeta a 
modificación, inclusive si la reincidencia se produce en el mismo delito; de conformidad con el 
numeral 2.1 del artículo 80 del Código Penal (2010) que expresa: 
Art. 80.- (Aumento de pena en caso de reincidencia).- En caso de reincidencia se aumentará la 
pena conforme a las reglas siguientes:… (2.1) El que habiendo sido antes condenado a pena de 
reclusión cometiere un delito reprimido con reclusión mayor extraordinaria de doce a dieciséis años, 
la pena será de reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años; y, si el nuevo delito es 
sancionado con reclusión mayor especial de dieciséis a veinticinco años, la pena será de veinticinco 
años, no sujeta a modificación (pág. 17). 
6.- Concurso o concurrencia de infracciones.- Cuando concurra un delito de asesinato con delitos 
reprimidos con prisión correccional, se impondrá la pena prevista para el asesinato, por ser la pena 
señalada para el delito más grave; de conformidad con el numeral 2 del artículo 81 del Código 
Penal (2010) que establece: 
En caso de concurrencia de varias infracciones se observarán las reglas siguientes: …2. Cuando 
concurra un delito reprimido con reclusión con delitos reprimidos con prisión correccional o una o 
más contravenciones, se impondrá la pena señalada al delito más grave (pág. 17). 
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Cuando el asesinato concurra con varios delitos reprimidos con reclusión, se impondrá la pena 
mayor, de conformidad con el numeral 3 del artículo 81 Ibídem que manifiesta: “…3. Cuando 
concurran varios delitos reprimidos con reclusión, se impondrá la pena mayor” (Corporación de Estudios y 
Publicaciones, 2010, pág. 17). Asimismo, si se comete el asesinato con concurrencia de infracciones 
sancionadas con reclusión mayor especial, las penas se acumularán hasta un máximo de treinta y 
cinco años, de conformidad con el segundo inciso del numeral 3 del artículo 81 Ibídem que 
expresa: “3… Cuando concurran varios delitos reprimidos con reclusión mayor especial, se acumularán las 
penas por un máximo de treinta y cinco años” (Corporación de Estudios y Publicaciones, 2010, pág. 17). 
Con estricta sujeción a los mandamientos de la nueva ley penal, se puede formular el siguiente 
resumen de modificación de penas privativas de libertad, correspondiente a los distintos casos de 
asesinato: 
1.- Agravantes constitutivas.- El asesinato con una o más circunstancias del artículo 140 del 
Código Orgánico Integral Penal, merecerá pena de veintidós a veintiséis años de privación de 
libertad, de conformidad con el citado artículo que establece: “Artículo 140.- Asesinato.- La persona 
que mate a otra será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, si concurre 
alguna de las siguientes circunstancias…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 24). 
2.- Circunstancias agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción.- El asesinato 
con al menos una circunstancia agravante no constitutiva o modificatoria de la infracción, se 
impondrá la pena máxima prevista en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, 
aumentado en un tercio; es decir, si a veintiséis años de pena le aumentamos un tercio, la pena a 
imponerse sería de treinta y cuatro años ocho meses de privación de libertad, en aplicación de lo 
establecido en el tercer inciso del artículo 44 Ibídem que expresa: “…Si existe al menos una 
circunstancia agravante no constitutiva o modificatoria de la infracción, se impondrá la pena máxima prevista 
en el tipo penal, aumentado en un tercio” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 12). 
3.- Circunstancias atenuantes de la infracción.- El asesinato con al menos dos circunstancias 
atenuantes, y ninguna agravante no constitutiva o modificatoria de la infracción, se impondrá el 
mínimo de la pena previsto en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, reducido en un 
tercio; es decir, si a veintidós años de pena le reducimos un tercio, la pena a imponerse sería de 
catorce años ocho meses de privación de libertad, en aplicación de lo establecido en el segundo 
inciso del artículo 44 Ibídem que expresa: “…Si existen al menos dos circunstancias atenuantes de la 
pena se impondrá el mínimo previsto en el tipo penal, reducido en un tercio, siempre que no existan 
agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 12). 
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4.- Atenuante trascendental.- El asesinato con circunstancia atenuante de carácter trascendental, y 
ninguna agravante no constitutiva o modificatoria de la infracción, se le impondrá un tercio de la 
pena que le corresponda, de conformidad con el artículo 46 del Código Orgánico Integral Penal 
(2014) que establece: 
Artículo 46.- Atenuante trascendental.- A la persona procesada que suministre datos o 
informaciones precisas, verdaderas, comprobables y relevantes para la investigación, se le impondrá 
un tercio de la pena que le corresponda, siempre que no existan agravantes no constitutivas o 
modificatorias de la infracción (pág. 12). 
Por ejemplo: si por el delito de asesinato cometido le correspondería veinticuatro años de pena, 
bajo esta circunstancia, se le impondrá un tercio de aquella pena, esto es, ocho años de privación de 
libertad. 
5.- Tentativa de asesinato.- El asesinato en el grado de tentativa, se impondrá pena de uno a dos 
tercios de la que le correspondería, si el mismo se hubiere consumado, de conformidad con el 
segundo inciso del artículo 39 del Código Orgánico Integral Penal que establece: “Artículo 39.- 
Tentativa.-…En este caso, la persona responderá por tentativa y la pena aplicable será de uno a dos tercios 
de la que le correspondería si el delito se habría consumado…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 11). 
6.- Reincidencia.- El asesinato con reincidencia en el mismo tipo penal, se impondrá la pena 
máxima prevista en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, incrementada en un tercio; 
esto es, si a veintiséis años de pena le aumentamos un tercio, la pena a imponerse sería de treinta y 
cuatro años ocho meses de privación de libertad, de conformidad con lo establecido en el artículo 
57 Ibídem que manifiesta: “Reincidencia.-…La reincidencia sólo procederá en delitos con los mismos 
elementos de tipicidad de dolo y culpa respectivamente. Si la persona reincide se le impondrá la pena 
máxima prevista en el tipo penal incrementada en un tercio” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 14). 
En virtud de la modificación de las penas aplicables a los distintos casos de asesinato, se puede 
discernir que se han endurecido las penas en la nueva legislación penal ecuatoriana; en especial, la 
pena original de veintidós a veintiséis años de privación de libertad, prevista en el artículo 140 del 
Código Orgánico Integral Penal. Así como en caso de reincidencia en el mismo tipo penal, y la 
existencia de circunstancias agravantes no constitutivas o modificatorias de la infracción, que 
acompañen al delito de asesinato. Mismas que dan lugar a sancionar el tipo penal con penas 
privativas de libertad bastante prolongadas, siempre que el individuo infractor sea declarado 
culpable judicialmente, mediante sentencia condenatoria ejecutoriada. 
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2.1.1.3.1.4 Utilidad de la nueva tipificación y sanción del delito de asesinato 
Con la nueva tipificación del delito de asesinato, en el artículo 140 del Código Orgánico Integral 
Penal, se acogen circunstancias específicas que se apegan a la realidad social de los ecuatorianos; 
con lo cual se aspira a garantizar de manera más prolija el derecho a la vida de los ciudadanos, 
siempre con la balanza inclinada a la sanción privativa de libertad, dentro de su diversa tipificación 
penal. Precisamente, uno de los medios jurídicos con que se protege el derecho a la vida de los 
ciudadanos, es la aplicación de penas privativas de libertad; cuando el respeto y la razón no 
imperan en el ser humano, no queda más opción, que recurrir a leyes y sanciones penales 
existentes, para tutelar los derechos fundamentales de las personas en última ratio. Es necesario 
señalar que la privación de libertad, como pena impuesta aquel sujeto, que viola el derecho a la 
vida de algún ciudadano, es una forma de proteger aquel derecho humano; mientras éste no se 
vulnere, o mientras el individuo acate la prohibición penal y no atente contra ella, de lo contrario, la 
pena lleva implícita la privación de libertad por el delito de asesinato cometido. 
Muchas veces se piensa que con el endurecimiento de las penas de privación de libertad, se logrará 
disminuir el homicidio calificado, en el sentido que la gravedad de la pena atemoriza a la 
población; la cual intenta tener el efecto de prevención general para la comisión de delitos, temor a 
ser privado de la libertad por largo tiempo. El tratadista Gonzalo Silva Hernández (2004) al 
referirse al tema considera: 
…, recordando que la llamada prevención general, y por la acción que ejerce, en la llamada 
prevención especial se obtiene advirtiendo e intimidando, protegiendo varios intereses que la 
sanción advierte acerca de la necesidad de respetarlos, demostrando la importancia que tienen para 
la sociedad, y su advertencia es eficaz para los hombres morales, que la amenaza de la sanción 
intimida a los que no son capaces de apreciar la sanción como signo de la importancia de ciertos 
intereses y así los aleja de los hechos que la condicionan; pero además de esta prevención general, 
impone la especial que se ejerce corrigiendo e intimidando a aquel sobre quien recae. Se dijo, el 
hombre debe temer a la ley (pág. 111). 
Es decir, la advertencia de la pena, tiene efecto en las personas que profesan una moral y respeto 
por los demás, pero para los delincuentes comunes no ejerce ese efecto; y, por ello, el aumento de 
las penas, no ha podido disuadir el delito de asesinato en tantos años. Sin embargo, el artículo 52 
del Código Orgánico Integral Penal (2014) establece: 
Artículo 52.- Finalidad de la pena.- Los fines de la pena son la prevención general para la 
comisión de delitos y el desarrollo progresivo de los derechos y capacidades de la persona con 
condena así como la reparación del derecho de la víctima… (pág. 14). 
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Es decir, según el artículo 52 Ibídem, la pena tiene como fin prevenir la comisión de futuros 
delitos, de modo que, se espera que con el fin preventivo de la pena y el aumento de la misma; se 
prevenga la comisión de homicidios agravados y cualquier otro delito dentro del ideario jurídico. Si 
bien es cierto que la utilidad que se espera, de la nueva tipificación y sanción del delito de 
asesinato, en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, radica en concientizar de la 
gravedad que encierra el crimen en la sociedad; y, la pena privativa de libertad de veintidós a 
veintiséis años que se establece, logre a través de su finalidad primordial evitar y prevenir este 
delito. Cuando la aspiración social de toda consciencia humana es, precisamente, que no se cometa 
el injusto penal; y, un medio para alcanzar aquel objetivo, es la tipificación y sanción adecuada, 
precisa del homicidio calificado que en la ciudad de Quito, como en muchas otras ciudades del país 
se espera que no se repita. 
Con la nueva tipificación del delito de asesinato, el aumento de la pena y la prevención general del 
delito, se aspira tener mejores resultados respecto al índice delictual en la sociedad. Pero merece 
especial énfasis el tema de prevención, porque cuando la imposición de la pena, como forma de 
combatir el homicidio calificado, no es suficiente para garantizar el derecho a la vida; es imperiosa 
la necesidad de buscar otras alternativas jurídicas para mejorar su protección, dentro de ellas, brilla 
con luz propia la prevención del delito de asesinato. 
2.1.1.3.2 Análisis de las circunstancias calificativas del delito de asesinato 
Al referirnos a la nueva tipificación del tipo penal en estudio, es necesario señalar que el Código 
Orgánico Integral Penal, publicado en el Registro Oficial Suplemento No. 180 de 10 de febrero de 
2014, mismo que entrará en vigencia en ciento ochenta días contados a partir de su publicación en 
el Registro Oficial, de conformidad con lo establecido en la Disposición Final del citado Código; 
establece nuevas circunstancias que definen el delito de asesinato en la legislación penal 
ecuatoriana, además de las ya existentes en el artículo 450 del Código Penal. Para lo cual se 
transcribe el texto completo del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal (2014): 
Artículo 140.- Asesinato.- La persona que mate a otra será sancionada con pena privativa de 
libertad de veintidós a veintiséis años, si concurre alguna de las circunstancias siguientes: 
1. A sabiendas, la persona infractora ha dado muerte a su ascendiente, descendiente, cónyuge, 
conviviente, hermana o hermano. 
2. Colocar a la víctima en situación de indefensión, inferioridad o aprovecharse de esta situación. 
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3. Por medio de inundación, envenenamiento, incendio o cualquier otro medio se pone en peligro la 
vida o la salud de otras personas. 
4. Buscar con dicho propósito, la noche o el despoblado. 
5. Utilizar medio o medios capaces de causar grandes estragos. 
6. Aumentar deliberada e inhumanamente el dolor a la víctima. 
7. Preparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción. 
8. Asegurar los resultados o impunidad de otra infracción. 
9. Si la muerte se produce durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento 
deportivo o calamidad pública. 
10. Perpetrar el acto en contra de una o un dignatario o candidato a elección popular, elementos de 
las Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales, jueces o miembros de la Función Judicial por 
asuntos relacionados con sus funciones o testigo protegido (pág. 24). 
A continuación, se procederá analizar cada una de las circunstancias calificativas del delito de 
asesinato de manera detallada: 
2.1.1.3.2.1 Asesinato por violación del vínculo de parentesco 
El numeral 1 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, establece que es asesinato: “…Si 
a sabiendas, la persona infractora ha dado muerte a su ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, 
hermana o hermano” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 24). Por tanto, esta circunstancia trata del 
asesinato de un ascendiente, descendiente (consanguíneo en línea recta), cónyuge (marido o mujer), 
conviviente en unión de hecho, hermana o hermano (carnal o medio hermano) del infractor. En el 
cual el sujeto activo de la infracción, conoce esta relación de parentesco, y a sabiendas de forma 
libre, consciente y voluntaria, mata alguna de las personas señaladas anteriormente; contraviniendo 
la ley penal, el derecho a la vida, y el nexo familiar que une a los parientes consanguíneos entre sí. 
Figura delictiva hasta ayer denominada parricidio, hoy asesinato, bajo la disposición jurídica del 
primer numeral del artículo 140 Ibídem. En este sentido, el Doctor Arturo Donoso Castellón (2007) 
considera que: 
…este tipo penal implica que el infractor mate a sabiendas, que es el elemento objetivo combinado 
con el elemento subjetivo tanto activo como pasivo, que es la relación de parentesco de hijo hacia 
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los padres u otros ascendientes o de éstos respecto de sus hijos o descendientes o entre hermanos o 
al cónyuge, a sabiendas de que existe tal vínculo de filiación para que se configure el parricidio 
(pág. 53). 
Así por ejemplo: si A mata a B con conocimiento y voluntad, a sabiendas de que B era su padre 
biológico, se habrá configurado la causal descrita en el numeral 1 del artículo 140 del Código 
Orgánico Integral Penal. Por cuanto, el núcleo esencial de la circunstancia, estriba en el 
conocimiento de la relación de parentesco y la gravedad que ello encierra, al alcanzar la muerte de 
un miembro de la familia, bajo las condiciones jurídicas que exige la ley penal. El Doctor José 
García Falconí (1994) nos da los elementos necesarios de la circunstancia, a saber: 
Son cuatro fundamentalmente; y, son: 
a) Homicidio voluntario, esto es intencional, no importa el móvil; 
b) A sabiendas del estado civil del parentesco; 
c) Que sea la víctima: padre o madre, hijo, nieto, cónyuge, ascendiente, abuelo, bisabuelo, 
tatarabuelo, etc.; (de lo taxativamente enumerado en el art. 452); 
d) Que el nexo consanguíneo o contrato de matrimonio exista al momento del hecho y además ésto 
debe probarse plenamente dentro del respectivo juicio penal, sólo se refiere al parentesco de 
consanguinidad (pág. 49). 
Si falta uno de estos elementos, no se configuraría dicha circunstancia constitutiva de asesinato, 
pero cabe hacer énfasis en el tercer elemento; por cuanto, solo habrá homicidio calificado en los 6 
casos expresamente determinados en el artículo 452 del Código Penal, (actual numeral 1 del 
artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal), puesto que el numeral 2 del artículo 13 Ibídem 
establece: “Interpretación.- Las normas de este Código deberán interpretarse de conformidad con las 
siguientes reglas: …2. Los tipos penales y las penas se interpretarán en forma estricta, esto es, respetando el 
sentido literal de la norma” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 9). Por lo que, se prohíbe la interpretación 
extensiva de la ley penal, el juez de derecho debe sujetarse al tenor literal de la ley. De modo que, 
no hay asesinato en la afinidad, la adopción, ni el tercero que coopera en la ejecución de la 
infracción penal; pues el elemento constitutivo del mismo bajo esta circunstancia, es el vínculo de 
sangre, el parentesco por consanguinidad, el vínculo matrimonial o de hecho que une a la víctima 
con el infractor. 
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Por consiguiente, víctimas del asesinato bajo esta circunstancia, son las personas unidas al 
infractor, como señala el numeral 1 del artículo 140 Ibídem, comprendiendo la consanguinidad en 
línea recta, ascendente y descendente, y en línea colateral, hermana o hermano del victimario, 
dentro de lo establecido en el artículo 22 del Código Civil, que hace referencia al parentesco por 
consanguinidad. Inclúyese también como asesinato, la muerte dada al cónyuge o conviviente, bajo 
las figuras de matrimonio o unión de hecho respectivamente; definidas en los artículos 67 y 68 de 
la Constitución de la República, en armonía con lo previsto en los artículos 81, 222 y siguientes del 
Código Civil. 
De igual forma, quedan excluidos del asesinato bajo esta circunstancia, el acto de dar muerte al ex 
cónyuge, ex conviviente, suegros, yernos, nueras, cuñados o al amante. Por cuanto la muerte de 
estos sujetos, no está contemplada en la nueva tipificación del numeral 1 del artículo 140 Ibídem; 
pero en cuanto a las personas que contempla dicho numeral, es bastante difícil aceptar el acto de 
dar muerte a un ser querido. En resumen, la relación de parentesco cercano agrava esta causal, 
porque va acompañada del vínculo de sangre, de la unión matrimonial o de hecho, que debería 
inspirar un freno en el motivo de matar; pero cuando esto no ocurre, deviene el asesinato con 
circunstancias realmente incomprensibles, porque es difícil entender que alguien pueda asesinar, a 
sabiendas, a su propio familiar. 
2.1.1.3.2.2 Indefensión o inferioridad de la víctima 
El numeral 2 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal establece: “La persona que mate a 
otra será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, si concurre alguna de las 
siguientes circunstancias… 2. Colocar a la víctima en situación de indefensión, inferioridad o aprovecharse 
de esta situación” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 25). Es decir, cada vez que el agente coloque a la 
víctima en situación de indefensión, para facilitar el acto de muerte, o cuando simplemente se 
aproveche de ella con el mismo propósito, constituye la primera parte de dicha circunstancia; 
asimismo, colocar a la víctima en situación de inferioridad, o aprovecharse de ella para arrebatarle 
la vida, configura la segunda parte. Por tanto, la nueva ley penal contempla las dos posibilidades 
jurídicas, como circunstancia configurativa de asesinato. En este sentido, el Doctor Luis Carlos 
Pérez (1962) manifiesta: 
LAS CONDICIONES DE INDEFENSIÓN O INFERIORIDAD CREADAS POR EL AGENTE. 
Las circunstancias mencionadas en el numeral 5to, y las que hipotéticamente pudieran agregarse, 
tienen ese significado común: poner a la víctima en condiciones de indefensión o inferioridad. Pero 
tales condiciones son las que el agente procura o busca, aquellas que cobardemente ha hecho 
propicias, para la sorpresa a fin de eludir el contrataque, o impedir la fuga o el auxilio. 
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Inferiorizar a alguien es privarle de su capacidad para determinarse, como suministrarle un 
narcótico, procurarle la embriaguez. Cuando la inferioridad no se busca, ni se crea, sino que se 
aprovecha la existente, el hecho se acentúa conforme al numeral 6to, segunda parte. 
La indefensión se refiere a la carencia de medios para precaverse, o al estado de descuido, 
tranquilidad e indiferencia en que se encuentra la víctima (pág. 487). 
La ejecución del asesinato con cualquier circunstancia, que ponga a la víctima en condición de 
indefensión, inferioridad, o aprovecharse de tal situación, configura la causal prevista en el numeral 
2 del artículo 140 Ibídem, misma que se describe a continuación: 
Asesinato en situación de indefensión de la víctima 
La defensa es el acto de repeler una agresión injusta, por tanto, colocar a la víctima en situación de 
indefensión, es realizar todos los actos necesarios, anteriores o simultáneos al acto delictivo, para 
poder ejecutarlo en tal circunstancia, por ejemplo: tenerle entre dos sujetos a la víctima para otro 
dispararle, o empujarle por la espalda al vacío. Según el autor Vicente Baque Pinargote: “…existe 
alevosía tanto en el hecho de privar de defensa a la víctima, como también en la acción de aprovechar de la 
situación de esa víctima cuando ésta no pueda defenderse” (Baque, 2011, pág. 25). Lo fundamental del 
acontecimiento, radica en que el agresor coloca a la víctima en estado de indefensión, o se da 
cuenta que ella está indefensa, por tanto, está en incapacidad de rechazar el mal que le asecha, sin 
embargo, se aprovecha de esa situación y la mata en esas condiciones; basta que el culpable 
aproveche la oportunidad de indefensión de la víctima, para que en ese momento cometa el acto 
dañoso. 
La esencia de la circunstancia estriba en la indefensión de la víctima, de este modo, vemos como la 
ley penal protege aquel que no tiene defensa para repeler un acto injusto ejercido en su contra. El 
maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003) manifiesta que: 
…constituye asesinato el aprovecharse de la indefensión de la víctima, tanto si se ha aprovechado de 
la indefensión precedente, como si se la ha constituido expresamente. Para nosotros todo se reduce 
al actuar alevoso, pues el agente siempre se aprovecha de la indefensión en que se encuentra la 
víctima, sea porque el propio ofensor la haya puesto en ese estado, sea porque solo se aprovechó de 
la indefensión precedente, en que se encontraba el ofendido (pág. 106). 
Esta circunstancia puede, por lo mismo, consistir en impedir la defensa de la víctima, provocada o 
circunstancial, o aprovecharse de un estado esencialmente indefenso, para perpetrar el acto de 
muerte. En ella puede haber preparación, meditación y seguridad en el acto violento que se va a 
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cometer; por el hecho de colocar a la víctima en situación de indefensión, o simplemente 
aprovecharse de ella, en la cual no hay preparación ni reflexión de la situación. No obstante, otorga 
cierto grado de seguridad del delito de asesinato, por la indefensión en que se encuentra la víctima 
para repeler el acto violento; por cuanto, la situación de indefensión de la víctima, colocada o 
aprovechada, no le da lugar a defenderse ni a evitar el mal que le quiere hacer. 
El acto de impedir la defensa de la víctima, ya sea colocándola en tal situación o aprovechándose 
de ella, para su verdadera existencia frente a la ley penal, debe ser anterior o concomitante a la 
ejecución del acto doloso que ocasiona el fallecimiento de la misma; puesto que, la indefensión de 
la víctima en cualquiera de estas dos modalidades, da lugar a configurar dicha circunstancia. En 
conclusión, esta circunstancia consiste en dar muerte, ya sea buscando colocar a la víctima en 
indefensión, o aprovechando esa oportunidad; para actuar sin peligro, en posición de ventaja, 
tomando a la víctima en una situación que le impida toda defensa, o se le prive de ella y resulte 
fácil producirle la muerte. Cuando el delito se comete en esta situación, da lugar a configurar dicha 
circunstancia constitutiva de asesinato. 
Asesinato en situación de inferioridad de la víctima 
El numeral 2 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal establece: la persona que mate a 
otra, colocándola en situación de inferioridad o aprovechándose de ella, constituye asesinato. 
Porque en tal circunstancia, existe desventaja para repeler la agresión de muerte, colocándole al 
sujeto activo en mejor oportunidad para matar; dada la condición de inferioridad física o mental, 
permanente o transitoria de la víctima, a quien se pretende quitar la vida en forma ilícita e injusta. 
El Doctor Luis Mesa Velásquez (1974) al referirse a la condición de inferioridad de la víctima 
sostiene: 
En el evento del ordinal 5to la inferioridad de la víctima es provocada por una conducta del 
victimario, vr. gr., el empleo de un narcótico. En la hipótesis del ordinal 6to la inferioridad existe en 
el ofendido y de ella se aprovecha maliciosamente el agresor. Esta inferioridad puede obedecer a un 
estado permanente, como la minoría de edad, la decrepitud, la invalidez o ser meramente transitoria, 
como ocurre con el sueño, la embriaguez, un desvanecimiento (pág. 34). 
Por ejemplo: si el delincuente mata a un inválido será asesinato, porque la situación de inferioridad 
física de la víctima, fue aprovechada por parte del sujeto activo. O la muerte de un niño de corta 
edad causada por un adulto, tendrá que ser calificado de asesinato, por carecer la víctima de los 
medios y posibilidades para ejercer defensa, y por su estado de inferioridad preexistente frente al 
victimario. Al respecto, el Doctor Luis Carlos Pérez (1962) nos da el siguiente aporte doctrinario: 
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Estas condiciones de inferioridad miran a la personalidad del ofendido, a su índole propia y a la 
situación en que se halla. Así, un niño, máxime si todavía no camina ni habla, está naturalmente 
inferiorizado. El durmiente lo está en un período provisional. 
Los más notables de estos estados son: la edad, la ceguera, el sueño, la enfermedad y la embriaguez. 
La inferiorización por edad se refiere tanto a la niñez como a la senectud (pág. 488). 
Cuando una persona está en situación de inferioridad frente a otra, que va atentar contra su vida, ya 
sea por colocamiento o aprovechamiento de aquella; equivale a reducir las posibilidades de 
contrataque o de repeler el acto injusto. Por ello, la nueva ley penal reprime a quien produce la 
muerte en tal circunstancia; porque protege aquel que se encuentra en condición de desventaja, 
debido a una situación propia de inferioridad. Por lo que, el acto de matar a una persona bajo dicha 
circunstancia, contorna la figura penal denominada asesinato, al tenor de lo dispuesto en el numeral 
2 del artículo 140 Ibídem. 
2.1.1.3.2.3 Asesinato por medio de inundación, envenenamiento o incendio 
El numeral 3 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal hace referencia: “La persona que 
mate a otra…3. Por medio de inundación, envenenamiento, incendio o cualquier otro medio que ponga en 
peligro la vida o la salud de otras personas” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 25); será sancionado con pena 
privativa de libertad de veintidós a veintiséis años, por el delito de asesinato al tenor de dicha 
circunstancia. Para comenzar analizar esta circunstancia, es necesario citar al Doctor José García 
Falconí (1994) quien manifiesta lo siguiente: 
Para que exista esta causal es necesario que exista relación de causa a efecto, entre delito medio y 
delito fin, así la muerte de un sujeto, debe ser como consecuencia de inundación, o veneno, o 
incendio; y, estos medios deben haber sido empleados intencional y deliberadamente por el sujeto 
activo (págs. 40 - 41). 
Cuando el delincuente se vale de uno de estos medios, o de cualquier otro, que ponga en peligro la 
vida o la salud de otras personas, para perpetrar el homicidio calificado; da lugar a contornar el 
asesinato, bajo el amparo de lo dispuesto en el numeral 3 del artículo 140 Ibídem. A continuación 
se analiza detalladamente cada uno de estos medios: 
Comisión del asesinato por medio de inundación 
[38] 
Uno de los elementos constitutivos de la figura penal asesinato es la inundación, es decir, aquella es 
circunstancia calificativa de un tipo específico de infracción penal. Pero la circunstancia descrita en 
la ley penal, se transforma en acto cuando el ser humano inicia su ejecución dolosa; es decir, 
cuando encamina su conocimiento y voluntad, a producir la muerte de una persona valiéndose de la 
inundación. Al respecto, el tratadista Carlos Aguilar Maldonado (1983) sostiene: 
En nuestra Legislación Penal la razón de ser del elemento que se estudia no se encuentra en los 
motivos que se reconocen en otras legislaciones. Mientras en éstas, la inundación es circunstancia 
grave y cualificativa de Asesinato por razón del inmenso peligro que encarna para las personas 
contra quienes va dirigida la acción, en nuestro Código se reprime, más bien, la elevada perversidad 
de buscar un medio efectivo y seguro para dar muerte al ofendido contra quien va dirigida la acción 
anti-jurídica y dolosa, poniendo en serio riesgo otros derechos ajenos (pág. 38). 
En particular, valerse de la inundación como medio para conseguir la muerte de la víctima, 
equivale a valerse de un medio extraordinario, que encierra un inminente peligro para la vida, la 
salud y la seguridad de otras personas o bienes, a más de la persona que se propone agredir; de 
estos fundamentos, nace la inundación como circunstancia constitutiva del delito de asesinato. Por 
consiguiente, la inundación es una circunstancia que se relaciona al acto de dar muerte al ser 
humano, con el tipo penal denominado asesinato; de manera que, no habiendo tal circunstancia no 
puede darse aquel tipo delictuoso. 
La inundación puede ser dolosa o culposa, en tanto el sujeto activo del delito, haya procurado 
utilizar este medio para alcanzar su objetivo criminal, se habrá configurado el asesinato. Mientras 
que la inundación producida en forma natural, por el exceso de lluvia, el desborde de aguas, 
piscinas o la meramente accidental, es decir, sin que sea buscada a propósito; sino más bien, sea 
resultado de un evento extraordinario de las fuerzas de la naturaleza, la inobservancia de un deber 
objetivo de cuidado, o la negligencia del ser humano, y haya provocado una o varias muertes; no da 
lugar a configurar la figura jurídica de asesinato, por falta de dolo, de intención dañosa y de la 
esencia misma de la circunstancia. Es decir, solo cuando el ser humano, encuentra en la inundación 
el medio idóneo para causar la muerte de la víctima, responderá por homicidio agravado, de 
conformidad con el numeral 3 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal; porque tuvo la 
intención de valerse de ese medio para causar la muerte de otra persona. 
Comisión del asesinato por medio de envenenamiento 
Otro de los elementos constitutivos del homicidio calificado es el envenenamiento, cuando el 
delincuente se vale de él, para causar la muerte del ser humano, constituyendo un medio eficaz para 
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provocarla por su empleo doloso. El tratadista Carlos Aguilar Maldonado (1983) nos da los 
fundamentos de la circunstancia en los siguientes términos: 
Los fundamentos para que el veneno sea considerado como circunstancia cualificativa del Asesinato 
son varios: la malicia que entraña el acto de valerse de sustancias y medios susceptibles de ser 
fácilmente suministrados a la víctima, sin despertar el temor ni la sospecha en ella; la forma cómo 
acaece la muerte, en cuya mayoría de casos las penalidades y sufrimientos del victimado alcanzan 
un límite torturante y gravísimo; la seguridad del resultado que se busca; la privación de la defensa 
del ofendido; el hecho de que, en muchos casos, el uso del veneno constituye alevosía, etc., etc. En 
otras palabras: el envenenamiento es elemento constitutivo del Asesinato porque su empleo es índice 
de un grado superlativo de temibilidad (pág. 41). 
En tal virtud, si una sustancia venenosa empleada por el agente, es capaz de producir 
envenenamiento y muerte, se estará frente al elemento que estamos analizando. Pero la 
característica esencial del veneno, estriba en que debe ser suministrado a la víctima en forma 
oculta, dolosa, con ánimo de matar; es decir, con conocimiento del acto y los efectos que son 
capaces de producir en el organismo de la víctima. El Doctor Luis Mesa Velásquez (1974) expresa: 
Si se emplea una sustancia inocua o inofensiva, en la errónea creencia de que es veneno, con 
propósito de matar, se presenta el delito imposible, por inidoneidad del medio. Lo mismo sucede 
cuando siendo tóxica la sustancia se da en cantidad notoriamente insuficiente para el fin criminoso 
(inidoneidad relativa del medio) (pág. 31). 
En el primer caso, tenemos el delito imposible de asesinato por envenenamiento, en el cual no se 
consuma aquel como el agente quiso; en el caso concreto, por falta de efectividad del medio 
empleado para conseguir la finalidad criminosa. Mientras que, en el segundo caso se puede 
presentar el delito de tentativa de asesinato, de conformidad con los preceptos penales vigentes. 
Además, el mismo autor hace referencia que: “Si por imprudencia, descuido o cualquiera otra hipótesis 
de culpa se ocasiona mediante un veneno la muerte de otro, se tiene un simple homicidio culposo, conforme a 
lo prescrito en el artículo 12 del Código Penal…” (Mesa, 1974, pág. 32). En este caso se presenta el delito 
de homicidio culposo, de conformidad con el artículo 145 del Código Orgánico Integral Penal que 
expresa: “Artículo 145.- Homicidio culposo.- La persona que por culpa mate a otra, será sancionada con 
pena privativa de libertad de tres a cinco años…” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 25). Es decir, no será 
asesinato porque prescinde del elemento sustancial del delito que es el dolo; ya que el acto se 
ejecutó fuera de la intención de causar daño al individuo, pero por la conducta culposa del agente 
se ocasionó la muerte de aquel. 
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La esencia jurídico-penal de dicha circunstancia, no está en el hecho mismo del medio empleado, 
sino en la finalidad homicida que con él se procura conseguir. Es decir, solo cuando el 
envenenamiento, ha sido escogido por el agente como medio para matar, estaremos frente a esa 
especie de homicidio calificado; pero si el veneno no se usa como medio para causar la muerte, no 
constituirá jamás asesinato, ya que esta circunstancia debe ser provocada con el ánimo de matar, 
para que se configure el tipo penal. El Doctor José García Falconí (1994) expresa lo siguiente: 
En el envenenamiento Carrara dice: “los criterios esenciales del envenenamiento son: el veneno, el 
suministro y la muerte. De manera que para verificar el corpus criminis, en este delito es necesario 
probar: 1.- La presencia del veneno en el cadáver; 2.- que el veneno fue propinado; y, 3.- que el 
veneno fue la causa de la muerte”, por lo que la presencia de médicos especialistas en esta materia, 
para establecer la causa de la muerte, es fundamental (pág. 90). 
Si alguna circunstancia tiene virtualidad justa, apreciación técnica y adecuada por los peritos, 
dentro de las que contornan la figura asesinato, es sin lugar a dudas el envenenamiento; en el cual 
no se puede prescindir de la realización de la autopsia médico-legal. Por lo que la presencia de 
médicos legistas en esta materia, para establecer la causa, el mecanismo y el medio con que se 
produjo la muerte de la víctima, es fundamental para la decisión judicial del tribunal juzgador. 
Comisión del asesinato por medio de incendio 
El numeral 3 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal establece: la persona que mate a 
otra por medio de incendio, será sancionada con pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis 
años, por el delito de asesinato, de conformidad con dicha circunstancia. Dentro de la cual cabe 
citar la definición de incendio, que nos el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo IV 
de Guillermo Cabanellas (2008): 
INCENDIO. Fuego grande que abrasa, y daña o destruye edificios, barcos, bosques, mieses y 
cualquier objeto combustible, pero no destinado normalmente a ser quemado…3. En Derecho Penal. 
La mayor trascendencia jurídica del incendio se encuentra en esta rama jurídica, donde constituye 
delito contra la propiedad y contra las personas, cometido por quienes maliciosamente tratan de 
destruir, por medio del fuego, los bienes ajenos o dar muerte terrible a alguien (pág. 411). 
El incendio es circunstancia calificativa del delito de asesinato, cuando es el medio empleado por el 
agente, para consumar la muerte violenta de la víctima; empleo que debe ser estrictamente 
intencional y provocado con un fin determinado. Es decir, cuando el delincuente tiene la intención 
de matar a una persona, valiéndose del medio “incendio”; se habrá configurado la causal descrita 
en el numeral 3 del artículo 140 Ibídem. El tratadista Carlos Aguilar Maldonado al referirse a esta 
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circunstancia sostiene: “Así el incendio para ser cualificativo de Asesinato ha de ser doloso, no culposo; ha 
de ser medio suficiente para causar el homicidio; y no ha de ser Asesinato cuando se aproveche su existencia 
para dar muerte” (Aguilar, 1983, pág. 45). Es decir, el incendio debe ser buscado a propósito por el 
agente, en cuyo accionar concurre el dolo, la intención y el ánimo perverso de utilizar un medio 
idóneo, para asesinar a una persona valiéndose del fuego. Según el mismo autor (1983) manifiesta: 
La ley no hace distingo alguno que mire a establecer la mayor o menor gravedad del fuego y sus 
consecuencias fatales, previsibles o no. Lo interesante y lo definitivo es que el fuego haya causado la 
muerte a la víctima, pero que esa muerte esté vinculada con la intención (pág. 46). 
Lo único que requiere la ley es que el fuego, sea la causa suficiente para provocar el deceso, según 
la intencionalidad del agente. El solo hecho de utilizar el incendio para dar muerte a alguien, ya se 
considera motivo suficiente para reprimir la conducta humana, y configurar la causal por el medio 
empleado para destituir la vida de una persona; que no en vano consta en la ley penal y, por lo 
mismo, merece represión severa. En la realidad, el empleo de este medio, puede ocasionar que la 
víctima muera quemada, incendiada o calcinada; y, ser quemado vivo es lo peor que le puede 
suceder a un ser humano, pues nadie desearía morir en medio de un incendio provocado por otro 
sujeto. 
Sin embargo, la ley penal ecuatoriana, diferencia el incendio con finalidad homicida y el delito 
típico de incendio, de conformidad con el artículo 364 del Código Orgánico Integral Penal que 
establece: “Incendio.- La persona que incendie los bienes o lugares enumerados en el presente artículo, será 
sancionada con pena privativa de libertad de diez a trece años” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 55). En el 
primer caso, el delincuente encuentra en el incendio, el medio idóneo para causar la muerte de la 
víctima, como por ejemplo: si riega gasolina alrededor de la casa y prende fuego, con la intención 
de matar a quienes habitan allí; el segundo caso, hace referencia al delito de incendio que se 
ocasiona, con el ánimo de quemar los bienes o lugares enumerados en el artículo 364 Ibídem. En 
todo caso, se debe analizar la verdadera intencionalidad del agente, al intentar el uno o el otro acto 
punible; considerando que en ambos casos, acarreará variación de la figura penal y la sanción 
privativa de libertad. 
Comisión del asesinato por cualquier otro medio que ponga en peligro la vida o la salud de 
otras personas 
Esta circunstancia constitutiva de asesinato, es nueva en la legislación penal ecuatoriana, y se 
refiere al acto que una persona mate a otra, empleando cualquier otro medio que ponga en peligro 
la vida o la salud de las personas; es decir, a más de la inundación, el envenenamiento y el 
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incendio, el numeral 3 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, deja abierta la 
posibilidad de que el sujeto activo utilice “cualquier otro medio”, para cometer el homicidio 
calificado. Pero a más de ser idóneo para causar la muerte de la víctima, se requiere que el otro 
medio empleado, cualquiera que este fuere, ponga en peligro la vida de otras personas o la salud de 
las mismas. Esto es, la ley penal bajo esta nueva circunstancia, tutela y protege el derecho a la vida 
y el derecho a la salud de otras personas, a más del derecho a la vida de la víctima, por tratarse de 
dos bienes jurídicos de suma importancia para el Derecho Constitucional y el Derecho Penal. 
Al tenor de esta circunstancia, el delincuente al utilizar otro medio cualquiera para cometer el 
homicidio agravado; además que debe ser suficiente para causar la muerte de la víctima, debe ser 
capaz de poner en peligro bienes ajenos de otras personas. Por ejemplo: el descarrilamiento de un 
tren, el utilizar dinamita, explosivos, hacer explotar una granada, entre otros; pero esa intención 
delictiva va más allá, porque puede poner en peligro la vida o la salud de otras personas, a más de 
aquella que se propone ofender. Es decir, solo cuando el agente emplea cualquier otro medio para 
producir la muerte violenta de la víctima, y la utilización de ese medio, es capaz de poner en 
peligro la vida o la salud de otras personas, se configura dicha causal; y, por tanto, es un acto 
reprimido por la nueva ley penal como circunstancia constitutiva de asesinato. 
2.1.1.3.2.4 La noche o el despoblado buscados a propósito 
El numeral 4 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal establece: “La persona que mate a 
otra… 4. Buscando con dicho propósito, la noche o el despoblado” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 25); 
incurrirá en delito de asesinato. A continuación se transcribe la definición de noche, que nos da el 
Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo IV de Guillermo Cabanellas (2008): 
NOCHE. En sentido natural, tiempo en que falta la claridad solar, desde poco después del ocaso 
hasta algo antes de la salida del sol... En lo penal, cual nocturnidad, (v.), la falta de visibilidad, la 
obscuridad que ampara al malhechor en su aproximación, ejecución y desaparición (pág. 534). 
La falta de luz solar es una razón para que el delincuente decida cometer el delito de asesinato 
durante la noche, en lugar de utilizar el día, donde puede ser fácilmente reconocido por cualquier 
persona, y lo emplea para seguridad de sí mismo. Es por ello que el legislador ecuatoriano, siempre 
consideró necesario tipificar y sancionar esta conducta delictiva, cuando el delincuente procura 
esperar la noche para cometer al acto de muerte. Pero solo cuando el agente busca la noche con ese 
propósito, da lugar a contornar el asesinato bajo dicha circunstancia; al respecto el tratadista Carlos 
Aguilar Maldonado (1983) establece: 
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Será buscar a propósito la noche cuando el infractor meditando en la realización del acto delictivo, 
lo ejecuta en esa circunstancia. Existe, pues, una especie de premeditación, prolongada o rápida, 
pero dañosa siempre, que acarrea, por razón de lógica, la seguridad en la acción, la posibilidad de 
evitar defensa por parte de un tercero, la efectividad de los resultados y la posible impunidad (pág. 
59). 
El hecho de valerse de la noche para cometer el homicidio, por sí solo no configura el asesinato, 
solo cuando ésta es buscada a propósito podemos hablar del mismo; por la existencia de tal 
circunstancia, que revela la intención de beneficiarse de la noche para matar al ser humano. Es 
decir, buscar la noche con ese propósito equivale a configurar el homicidio calificado, mientras que 
cometer un homicidio en la noche, sin que ésta sea buscada ni querida por el agente, refleja la falta 
de intención de alcanzar ese propósito para matar a alguien; lo que da lugar a substraer el accionar 
humano a otro tipo penal distinto del asesinato, por la ausencia de dicha circunstancia. El Doctor 
Arturo Donoso Castellón (2007) nos da los siguientes ejemplos: 
Pongamos dos ejemplos alternativos para explicar esta circunstancia: supongamos que alguien es 
guardián nocturno, que siempre duerme durante el día y a la noche trabaja o el caso de quien vive en 
una zona totalmente despoblada de la que no sale. En ambos casos si el sujeto activo de la infracción 
mata, en el un caso al guardián nocturno y en el otro a quien habita en el despoblado, podría ser, 
salvo que haya otra circunstancia, solamente homicidio simple; en cambio, si DE PROPÓSITO 
BUSCA EL ASESINO LA NOCHE O EL DESPOBLADO, el homicidio será asesinato (págs. 55 
- 56). 
Una vez analizada la circunstancia “noche”, veremos en qué consiste la circunstancia de “buscar de 
propósito el despoblado para matar a otra persona”, para lo cual es necesario citar al tratadista 
Carlos Aguilar Maldonado (1983) quien manifiesta lo siguiente: 
En sutil interpretación, siguiendo el verdadero sentido humano y lógico de la Ley, despoblado es un 
lugar en donde el individuo se encuentra aislado, sin contacto directo e inmediato con ninguna 
persona; lo que conforme al tenor de nuestra Ley, daría como consecuencia evidente que, para que 
exista la circunstancia estudiada es necesario que el homicidio suceda en este estado, singularizado 
por el pleno aislamiento del sujeto, respecto de otros semejantes a su alrededor. 
Por todo lo dicho, buscar de propósito el despoblado para cometer el homicidio, será el hecho 
consistente, en escogitar un lugar inhabitado para realizar la acción criminal (págs. 62 - 63). 
Perpetrar el homicidio calificado en un lugar despoblado, dificulta el hecho de prestar socorro a la 
víctima, y también la captura inmediata del delincuente, por ejemplo: cometer el acto de muerte en 
medio de un bosque o en las faldas de una montaña, por la escasez de pobladores, el resultado del 
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delito se verifica con mayor facilidad. Lo que en realidad busca el delincuente es encontrar un lugar 
aislado, deshabitado, desolado donde nadie pueda socorrer a la víctima, ni impedir el homicidio 
agravado que con tal circunstancia se comete; además, de no dejar testigos presenciales que en lo 
posterior puedan reconocerlo y, sobre todo, en un lugar inhabitado existe mayor seguridad de 
consumar el delito doloso, con mayor facilidad que en uno habitado. Por tanto, buscar el 
despoblado con ese propósito, y alcanzar el resultado de muerte gracias a él, da lugar a configurar 
el tipo penal de asesinato, al tenor de lo establecido en el numeral 4 del artículo 140 Ibídem. 
2.1.1.3.2.5 Medio capaz de causar grandes estragos 
Otra de las circunstancias constitutivas del asesinato es utilizar un medio (singular), o medios 
(plural), capaces de causar “grandes estragos”, para alcanzar el propósito delictivo de matar al ser 
humano; según el tratadista Carlos Aguilar Maldonado: “Llamaránse grandes estragos aquellas 
consecuencias debastadoras y graves del evento producido, que ponen en inminente peligro o riesgo vidas y 
bienes ajenos, independientes de la persona contra quien va dirigida la acción criminosa” (Aguilar, 1983, 
pág. 56). Esta circunstancia constituye la agravante descrita en el numeral 5 del artículo 140 del 
Código Orgánico Integral Penal, que dispone: si una persona mata a otra “utilizando un medio o 
medios capaces de causar grandes estragos”, constituye asesinato. Según el maestro Jorge Zavala 
Baquerizo (2003): 
Con lo dicho se establece de manera precisa que en el caso de la hipótesis del No. 5 que estudiamos, 
lo que la ley pretende es aprehender la conducta del homicida que busca un medio apto, idóneo para 
crear un daño de grandes proporciones, esto es, que ponga en riesgo la vida de muchas personas, 
además de la seleccionada para morir (págs. 110 - 111). 
En dicha circunstancia, no solo se reprime el acto de dar muerte a una persona, sino también, el 
acto de valerse de un medio o medios capaces de producir grandes estragos, para conseguir el 
resultado dañoso, en cuya utilización radica la esencia de la circunstancia descrita en el numeral 5 
del artículo 140 Ibídem. Por su parte, el Doctor Luis Carlos Pérez (1962) al referirse al homicidio 
mediante estragos considera que: 
EL HOMICIDIO MEDIANTE ESTRAGOS. Quien apela al estrago para matar revela excepcionales 
capacidades homicidas, porque no ataca una vida individualizada, sino a muchas otras y a las cosas 
de que estas se sirven. Hay en él un general menosprecio por la integridad de bienes y valores 
jurídicos. Tal es el caso de la agravante descrita en el numeral 8 (actual numeral 5) (pág. 489). 
Cuando el delincuente encuentra en causar grandes estragos, un medio o medios idóneos para 
cometer el homicidio agravado, estamos frente a un sujeto que revela ciertas características 
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peligrosas, al provocar un evento extraordinario para matar a una o varias personas. Por 
consiguiente, no es una conducta normal porque va más allá de los límites de la criminalidad, 
supera la imaginación delictiva, donde la mente humana no se ve frenada por los efectos 
debastadores que su intención dolosa puede causar; que a más de causar daño a quien se propone 
ofender, pone en evidente peligro bienes jurídicos ajenos, por la magnitud de la desgracia que la 
conducta humana puede ocasionar. Para una mejor comprensión, el tratadista Carlos Aguilar 
Maldonado (1983) nos da los siguientes ejemplos: 
Valerse de la dinamita para matar a una persona, es medio capaz de causar grandes estragos por los 
resultados que esa sustancia inflamable puede causar. 
Usar de la bomba atómica, en el peor de todos los casos, para decretar la muerte de un individuo, 
será, también, medio de causar grandes estragos, por la naturaleza misma del medio empleado (págs. 
187 - 188). 
Estos medios estragadores, por sí solos, reflejan la gravedad de su utilización, por los efectos que 
son capaces de producir en la vida, la salud o la integridad de las personas; pero el numeral 5 del 
artículo 140 Ibídem, deja puerta abierta para que se agreguen otras circunstancias, que tengan esa 
capacidad de producir consecuencias fatales para las personas y bienes públicos o privados. 
Identificados por la conducta penalmente relevante del sujeto activo de la infracción penal, siempre 
que tenga por finalidad la muerte de uno o más seres humanos; empleando un medio adecuado para 
causarla, a través de los resultados de sus grandes estragos. Medio o medios que pueden ser 
provocados por uno o varios sujetos activos, pero todos acarrean responsabilidad penal por al acto 
producido con intención de matar al sujeto pasivo. 
Precisamente, uno de los medios más peligrosos que puede emplear el ser humano, para arrebatar 
la vida de otro, se encuentran contemplados en esta circunstancia configurativa de asesinato. No 
sabemos qué tan perversa puede ser la mente humana, que es capaz de recurrir a grandes estragos 
para provocar la muerte; pero siempre debe existir la intención de causar daño directo a la víctima 
del delito, a través de destruir su vida. En esta ocasión, empleando un medio o varios medios 
capaces de causar grandes estragos, para producir la muerte violenta de una o más personas. 
2.1.1.3.2.6 El ensañamiento 
El numeral 6 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal establece: “La persona que mate a 
otra…6. Aumentando deliberada e inhumanamente el dolor a la víctima” (Asamblea Nacional, 2014, pág. 
25), comete asesinato, circunstancia que doctrinariamente constituye ensañamiento; para su estudio 
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es necesario citar la definición de ensañamiento que nos da a conocer la abogada María Victoria 
Beltrán (2010): 
El concepto de ensañamiento para la Real Academia de la Lengua Española lo define como 
“circunstancia agravante de la responsabilidad criminal que consiste en aumentar inhumanamente y 
de forma deliberada el sufrimiento de la víctima causándole padecimientos innecesarios para la 
comisión del delito” (pág. 5). 
Esta definición trae consigo, la descripción típica de la circunstancia constitutiva de asesinato, que 
hace referencia al acto que una persona mate a otra en ejercicio de tal circunstancia, consistente en 
producir la muerte mediante el aumento deliberado e inhumano del dolor a la víctima; dolor que es 
producido en demasía, por parte del sujeto activo al sujeto pasivo del delito. Precisamente, una de 
las diez circunstancias que puede emplear el agente para matar a otra persona es ésta, misma que 
según el Doctor José García Falconí (1994) está constituida por dos elementos a saber: 
Los elementos del ensañamiento son fundamentalmente dos, esto es: 
a) Objetivo, que significa aumentando el dolor en la víctima, que sufre innecesariamente. 
b) Subjetivo, con deliberación e inhumanidad. 
Es pues, el exceso voluntario en la ejecución del homicidio calificado, para irrogar padecimientos 
innecesarios con relación al fin perseguido por el agente. Se ensaña en la víctima, aumentando en 
forma inhumana el dolor, con demasiada crueldad. 
DELIBERAR: significa, actuar en una forma extra, innecesaria, así matar a una persona haciéndola 
sufrir en forma intencional. 
INHUMANO: es el acto perverso, fuera de lo humano, para aumentar el dolor del ofendido (págs. 
42 - 43). 
El acto doloso de aumentar el dolor a la víctima, constituye la esencia jurídico-penal de la 
circunstancia, esto es, el elemento objetivo, pero aquel acto debe estar relacionado, a una forma 
deliberada e inhumana de aumentar el dolor, el cual constituye el elemento subjetivo de la 
circunstancia, como elemento endógeno de la conducta del individuo infractor, que lo lleva actuar 
de manera determinada, en busca de alcanzar su propósito delictivo. Así matar a la víctima 
procurando aumentar el dolor a la misma, es un acto jurídicamente reprochable y perverso, no solo 
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por la esencia misma del acto de dar muerte, sino por la circunstancia en que se produce. Al 
respecto, el Doctor Luis Mesa Velásquez (1974) expresa: 
Las sevicias consisten en medios que causan sufrimientos a la víctima. Dichos medios pueden ser de 
cualquier especie: materiales (por ejemplo, instrumentos de tortura); animales (por ejemplo, bestias), 
o también humanos (ejercidos directamente por el agresor). Los sufrimientos pueden ser físicos 
(dolores del cuerpo), o síquicos o morales (por ejemplo, poner a la víctima en contacto con animales 
repugnantes, o hacerla asistir a la tortura de personas queridas). Siempre debe haberse obtenido un 
efecto doloroso, porque en él está la esencia de la circunstancia (pág. 35). 
El sujeto activo del delito puede valerse de medios materiales, animales, humanos u otros, para 
aumentar el dolor físico o psíquico de la víctima; mientras estos medios sean empleados con la 
intención de causar la muerte al sujeto pasivo del delito, se habrá configurado el tipo penal al tenor 
de la circunstancia analizada. Circunstancia cualificativa, que configura actuar con ensañamiento 
en el delito de asesinato; y el ensañamiento consiste en la inhumana y deliberada prolongación del 
dolor a la víctima, con el ánimo perverso de causarle sufrimiento y muerte al mismo tiempo. Es 
decir, la muerte además de ser violenta, debe ser dolorosa producto de aumentarle el dolor a la 
víctima, por ejemplo: el homicidio acompañado de descuartización, mutilación, o provocarle 
quemaduras graves que alarguen la agonía y la muerte de la víctima. En este sentido, el maestro 
Francesco Carrara (1957) concluye que: 
En resumen, es preciso que se tengan dos fines ideológicos distintos: el de hacer morir y el de hacer 
sufrir, a los que corresponden dos objetos jurídicos: el derecho de no ser privados de la vida y el 
derecho de no ser sometidos a dolores corporales (pág. 330). 
De este modo, en esta circunstancia se aumenta el dolor a la víctima, ya no se trata solo de matar, 
sino de hacerlo de la manera más inhumana y deliberada posible; ensañándose en la víctima, para 
además de causarle la muerte como objetivo primordial, causarle dolor en su humanidad, como 
algo que inspira el sentimiento de maldad y crueldad humana. La agravante descrita en el numeral 
6 del artículo 140 Ibídem, constituye una circunstancia por la cual se puede procesar y juzgar al 
culpable por asesinato, siempre y cuando el aumento del dolor se produzca en forma deliberada e 
inhumana, con el afán de matar a otra persona. 
2.1.1.3.2.7 Preparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción 
La persona que mate a otra para “preparar, facilitar, consumar u ocultar otra infracción”, equivale a 
cometer un delito de asesinato, según lo establecido en el numeral 7 del artículo 140 del Código 
Orgánico Integral Penal. De la genérica complejidad de delitos medios y delitos fines, el numeral 7 
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del artículo 140 Ibídem ha elegido el medio homicidio, para establecer que existe asesinato como 
tipo penal independiente, en sus diversas modalidades de cometerlo; ya sea para preparar, facilitar, 
consumar u ocultar otra infracción penal. El Doctor Luis Mesa Velásquez (1974) expresa lo 
siguiente: 
BARRIENTOS RESTREPO comenta así la causal de que se trata: 
Hay ocasiones en que el delito de homicidio no es el fin delictuoso en sí que el delincuente se 
propone, sino un medio apropiado para preparar, facilitar o consumar otro delito. Ha considerado el 
legislador que el que procede en tal forma, revela una gran peligrosidad social, por la insensibilidad 
moral de que da muestras y por lo innoble del fin que se propone. Y como consecuencia de ello, ha 
estimado que el homicidio cometido en tales circunstancias es de extrema gravedad, como que 
produce gran conmoción social, y que, por tanto, es un verdadero asesinato (pág. 17). 
El homicidio agravado ha de ser el delito medio para preparar, facilitar, consumar u ocultar otra 
infracción penal; es decir, el acto de dar muerte a una persona, es tan solo medio para llegar a 
cometer otra infracción, en alguna de las formas descritas anteriormente, que en relación de 
resultados, es el verdadero fin que se propone el agente. Pero la conducta delictiva merece doble 
represión moral, ya que por una parte, mata a una persona y por otra lo hace para preparar, facilitar, 
consumar u ocultar otra infracción penal, que es conexa con la primera; de la cual se desprende una 
serie de actos sucesivos para alcanzar el segundo fin delictuoso. Es por ello, que según el mismo 
autor (1974) considera que: 
Cuando se mata para cometer otra infracción o para ocultarla, solamente puede imputarse al 
homicidio agravado, pues la otra infracción se subsime en él, vale decir, el hecho que aislado 
configuraría una infracción distinta, se convierte por voluntad de la ley en un elemento de una figura 
delictiva especial (asesinato), o en circunstancia de agravación de la misma, perdiendo el carácter de 
ente jurídico autónomo... (pág. 19). 
Por ejemplo: si una persona mata a otra, para perpetrar un delito de violación, es decir, no se puede 
enjuiciar por homicidio de una persona y violación de otra, sino por asesinato, bajo la circunstancia 
de matar para preparar, facilitar, consumar u ocultar el delito de violación sexual; en el caso 
concreto, jurídicamente, no es posible su separación para integrar dos figuras penales autónomas, 
sino que uno es pieza clave para configurar otro tipo penal autónomo denominado asesinato. En 
esta circunstancia, la ley penal contempla cuatro posibilidades para perpetrar otra infracción, y 
estas pueden ser anteriores, simultáneas o posteriores al homicidio agravado ejecutado con ese fin: 
a) Matar para preparar otra infracción. 
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b) Matar para facilitar otra infracción. 
c) Matar para consumar otra infracción; y, 
d) Matar para ocultar otra infracción. 
El asesinato para preparar otra infracción 
Preparar una infracción penal, es llevar a cabo todos los actos anteriores, que se estimen necesarios 
para el buen éxito de la acción criminal; bajo esta circunstancia se procura matar a una persona, 
como medio para preparar el camino hacia otro fin ilícito de carácter infraccional. El tratadista 
Carlos Aguilar Maldonado (1983), comenta así la causal de que trata el numeral 7 del artículo 140 
del Código Orgánico Integral Penal. 
El homicidio y el delito preparado mediante él han de tener entre sí, conexión íntima y mutua, por 
más que las circunstancias del tiempo y del espacio no sean uniformes e idénticas. Bien puede, por 
lo mismo, ejecutarse un homicidio en un lugar distinto de aquel que se teatro de la ejecución del 
delito preparado; y bien puede, también, cometerse la muerte en un pretérito cercano o distante en 
relación con la infracción que se preparó con aquella, siempre y cuando esos dos hechos sean 
conexos y formen, ambos, un solo elemento psicológico en el infractor (pág. 70). 
El acto de dar muerte a una persona para preparar otra infracción penal, debe ser ideado con una 
misma intencionalidad, con un mismo propósito, con un medio y un fin determinado; que son 
capaces de producir todos los resultados que se propone el agente, al cometer el homicidio 
calificado para preparar vilmente otra infracción. Lo trascendente para la ley penal, radica en que el 
sujeto activo haya cometido el asesinato con el propósito ulterior de preparar otra infracción, igual 
o distinta, de mayor o menor gravedad; pues lo que sanciona la norma, es el acto de dar muerte a un 
individuo con tal finalidad. 
En este caso la ley penal prescinde del hecho que la infracción concausal se haya consumado o no, 
basta que se haya preparado, a través del acto de dar muerte a una persona con dicha finalidad 
delictuosa, para que el asesinato se configure; es decir, es suficiente que el homicidio calificado, 
sea medio de preparar otra infracción penal con motivo de aquel, si se cumple este presupuesto 
legal, se habrá configurado la figura asesinato bajo esta circunstancia particular. Además, aquel que 
comete el homicidio agravado para preparar otra infracción, que bien puede ser otro delito o 
contravención, posible o imposible; es responsable de asesinato, así sea que la otra infracción lo 
ejecute él mismo o un tercero. Es decir, el autor del delito por esta causal puede materializar el 
homicidio, para preparar otra infracción, que será cometida por su propia persona o por otra; pero 
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esto es secundario, porque la nueva ley penal solo exige que éste sea el medio, para tipificar y 
sancionar la conducta penalmente relevante, bajo esta circunstancia constitutiva del delito de 
asesinato. 
El asesinato para facilitar otra infracción 
Facilitar otra infracción penal, por medio de causar la muerte intencional del ser humano, equivale 
a configurar la circunstancia descrita en el numeral 7 del artículo 140 del Código Orgánico Integral 
Penal que establece: “La persona que mate a otra… 7. …para facilitar otra infracción” (Asamblea 
Nacional, 2014, pág. 25); comete asesinato. El maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003) considera que: 
Facilitar significa remover los obstáculos que impiden la ejecución del delito-fin que pretende 
ejecutar el agente. Si para la consumación de un delito se debe matar a un guardián que custodia el 
lugar en donde se debe perpetrar el delito-fin y, en efecto, se lo mata, se comete el delito de 
asesinato, pues el homicidio tuvo por finalidad facilitar la comisión de un segundo delito (pág. 133). 
El asesinato es tal, porque el agente encontró como medio el homicidio agravado, para la fácil 
realización de otra infracción, diversa o conexa con la primera infracción perpetrada con tal fin 
ilícito. La nueva ley penal reprime el acto de dar muerte injusta, para valerse de ella para facilitar 
otra infracción penal; donde la fase interna del ser humano, no mide las consecuencias fatales que 
puede tener el primer acto, y solo aspira llegar por medio de él, a la fácil realización del acto 
punible posterior, como por ejemplo: cuando la criada facilita el robo matando al dueño de la casa. 
Actos como éste desmoralizan la consciencia humana, por lo grave que resulta matar al ser 
humano, para facilitar otra infracción igual o distinta, propia o ajena; además, el mismo autor 
(2003) explica el alcance de esta circunstancia: 
Es posible que el agente se haya equivocado en cuanto a que el medio usado (homicidio) era el apto 
para preparar, facilitar, etc., otro delito; pero tal error no enerva el hecho de que mató para ese fin, 
aunque éste no lo hubiera alcanzado. De allí se infiere, entonces, que tampoco enerva el asesinato el 
hecho de que el agente, luego de matar para… no hubiera tenido ni siquiera la oportunidad de haber 
iniciado la ejecución del nuevo delito, esto es, de aquel que quiso cometer matando primero a una 
persona. Basta que el agente hubiera tenido la finalidad de matar para conseguir el fin propuesto 
para que quede consumado el delito de asesinato sin referencia alguna a si se logró o no la finalidad 
propuesta. El fundamento de la calificante radica en el aspecto subjetivo, esto es, en la finalidad de 
la acción homicida (págs. 130 - 131). 
Cuando el ser humano considera que matar a una persona para facilitar otra infracción, es necesario 
para alcanzar su propósito criminoso, refleja una total falta de consciencia y respeto por la vida 
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ajena. El menosprecio por la vida humana hace utilizar la acción homicida, para alcanzar otra 
acción conducente a facilitar un tipo infraccional; por el cual se prescinde de la existencia de 
alguien, para conseguir lo que el infractor se propone al intentar matar con aquel objetivo ilícito. 
Que guarda estrecha conexidad subjetiva y objetiva, cuando se materializa la acción criminosa, por 
lo mismo es un acto reprimido por la ley penal a quien obra en tal circunstancia. 
El asesinato para consumar otra infracción 
Consumar un acto delictivo es definirlo, terminarlo, acabarlo, precediendo el homicidio calificado 
como medio idóneo para consumarlo; en el cual es necesario revelar la intención homicida, como 
punto de partida para llegar al propósito final. Por consiguiente, matar a una persona para consumar 
otra infracción penal, por ejemplo: contra la propiedad, contra la integridad personal, entre otros; 
bien sea delito o contravención, de acción pública o de acción privada, doloso o culposo; revela la 
utilización de un medio perverso, para llegar a la consumación final de otra infracción de igual, 
mayor o menor gravedad. Según el criterio del maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003) manifiesta: 
El homicidio es un delito que exige en el agente “la intención de dar muerte”. Por lo tanto, cuando el 
agente quiere matar para facilitar la comisión de otro delito, o para consumarlo, entonces ese 
homicidio constituye un asesinato. No importa si la intención del agente fue matar para robar, o si 
fue la de matar para violar. El asesinato es evidente, pues dentro de los planes de la ejecución del 
delito se encuentra el de cometer el homicidio, esto es, que el agente actúa a base de la intención de 
provocar la muerte, sea antes, sea durante, sea después del acto de la sustracción o de la violación 
(pág. 132). 
La consumación de otra infracción es la finalidad que se propone el agente, al cometer el homicidio 
calificado de una o varias personas; medio del cual se vale aquel, para perseguir dolosamente otro 
fin de carácter infraccional. Basta que el sujeto activo provoque la muerte intencional del 
individuo, como medio de consumar otra infracción penal, para que la conducta humana se 
describa como asesinato. Por cuanto, lo que agrava esta circunstancia, es que se mata a una persona 
para consumar otra infracción, mostrando el sujeto un desprecio supremo por la vida de sus 
semejantes. 
El peor de los medios que puede emplear el ser humano, para alcanzar un propósito ilícito, es 
causar la muerte de otro. Cuando la conducta desmedida del ciudadano, no valora el derecho a la 
vida que asiste a todas y todos, quienes formamos parte integrante de la agrupación humana, y 
vulnera aquel derecho para consumar otra infracción; es jurídicamente reprochable y, por tanto, 
prohibido por la ley penal. No obstante, cuando se comete el homicidio en tal circunstancia, da vida 
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jurídica al delito de asesinato; al tenor de lo dispuesto en el numeral 7 del artículo 140 Ibídem, que 
tipifica y sanciona el acto de dar muerte para consumar otra infracción penal. 
El asesinato para ocultar otra infracción 
Esta circunstancia del delito de asesinato, se refiere a matar a una persona con el propósito de 
ocultar otra infracción penal, donde el infractor es capaz de asesinar para alcanzar la ocultación de 
aquella; es decir, cuando el agente resuelve quitar la vida de un semejante para ocultar otra 
infracción, se configura la causal descrita en la ley penal. El tratadista Carlos Aguilar Maldonado 
(1983) nos da el alcance jurídico del término ocultar: 
Ocultar es sinónimo de esconder. Ocultación significa, pues, la acción tendiente a disfrazar o 
encubrir algo. Pero, en el sentido legal, el término ocultar, quiere decir el acto por el que el 
delincuente, trata de no hacer aparecer un delito y logra impedir la acción investigadora de la 
justicia; delito que bien puede ser propio del agente comisor o de un tercero (pág. 78). 
En esta circunstancia el infractor encuentra en el acto de matar, la mejor solución para ocultar otra 
infracción, en sentido estricto que ésta no sea descubierta, que no aparezca. Por consiguiente, con 
la muerte de la víctima garantiza el ocultamiento de otra infracción, de cuyo accionar humano, la 
nueva ley penal hace depender la existencia del delito de asesinato. En este caso es importante 
citar, lo que el maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003) comenta al respecto: 
Cuando hablamos del delito que se pretende ocultar mediante el homicidio, nos estamos refiriendo a 
cualquier delito, sea éste doloso o culposo, pues la intención del agente al matar es para que no se 
conozca la existencia de un delito cometido con anterioridad y, como se sabe, el delito cometido 
puede ser cualquiera, incluso de omisión; o puede ser un delito tentado o frustrado. Lo único que 
exige la ley penal es que el homicidio se cometa para ocultar un delito, cualquier delito (pág. 134). 
El numeral 7 del artículo 140 Ibídem, hace referencia a causar la muerte de una persona para 
ocultar otra infracción, pero no especifica, sino que generaliza cualquier otra infracción penal; 
contemplada en el catálogo de infracciones, que tipifica y sanciona el Libro Primero del Código 
Orgánico Integral Penal titulado “La Infracción Penal”. Es decir, puede ser una infracción por 
acción u omisión, dolosa o culposa, delito o contravención; además la otra infracción penal que se 
trata de ocultar, bien pudo ser intentada, consumada o frustrada. Por cuanto, la esencia jurídico-
penal de la circunstancia, radica en al acto de matar para ocultar otra infracción de diversa índole. 
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2.1.1.3.2.8 Asegurar los resultados o impunidad de otra infracción 
La realización del acto de matar a una persona, para asegurar los resultados o impunidad de otra 
infracción, es otra circunstancia del delito de asesinato, que se encuentra tipificada en el numeral 8 
del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal; en la cual la ley penal contempla dos 
posibilidades jurídicas para perpetrar el homicidio calificado, y éstas son: 
a) Matar para asegurar los resultados de otra infracción; y, 
b) Matar para asegurar la impunidad de otra infracción. 
El asesinato para asegurar los resultados de otra infracción 
El numeral 8 del artículo 140 Ibídem, se refiere al caso del homicidio que se ejecuta para asegurar 
los resultados provenientes de otra infracción penal, en cuyo caso se comete un asesinato por 
disposición de la ley. Por cuanto, esa es la finalidad que se propone el sujeto activo al matar al 
sujeto pasivo, porque más allá de la muerte provocada; la verdadera intención del agente es 
asegurar los resultados de otra infracción, que se pretende asegurar a través de provocar la muerte 
de la persona, que puede obstaculizar o dificultar tal propósito. El maestro Jorge Zavala Baquerizo 
(2003) explica el alcance de la circunstancia en los siguientes términos: 
Asegurar significa que la persona-en este caso el autor de un delito-desea usar y gozar del producto 
del delito, sin obstáculo ni riesgo alguno; y si para ello debe cometer un homicidio, éste estructura el 
asesinato en tanto en cuanto el agente mató para aprovecharse del resultado del delito anteriormente 
cometido. Surge, pues, una íntima relación psicológica entre el delito anterior y el delito posterior 
(pág. 134). 
El homicidio calificado se inferirá para asegurar los resultados de otra infracción penal, en la cual 
debe coexistir ese vínculo concausal de matar, para asegurar que el resultado de la otra infracción, 
alcance los objetivos previstos y queridos por el agente, que comete el homicidio en tal 
circunstancia. El tratadista Carlos Aguilar Maldonado (1983) nos da el siguiente comentario: 
Por lo tanto, base necesaria para que el Asesinato exista, ha de ser que la infracción cuyos resultados 
se trata de asegurar exista antes del acto de dar muerte o simultáneamente con él; de lo contrario el 
homicidio se tornará independiente y merecerá, por lo mismo, tipificación y pena diversas. Sólo al 
existir nexo concausal entre el homicidio que se comete y la infracción cuyos resultados se asegura, 
podrá existir la figura jurídica Asesinato; bien entendido que, ese aspecto vinculatorio de causa y 
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efecto, no sólo ha de tener realidad fenomenológico-física, sino que ha de entrañar una conexión 
moral en la intención dolosa del agente infractor (pág. 80). 
Lo interesante está en que la muerte que se cause a una persona bajo esta circunstancia, tenga por 
finalidad, asegurar los resultados de otra infracción penal, propia o ajena del agente. Por tanto, 
cuando el acto de dar muerte a la víctima, se comete con el propósito de asegurar los resultados de 
otra infracción, se configura la causal prevista en el numeral 8 del artículo 140 Ibídem. 
El asesinato para asegurar la impunidad de otra infracción 
La peor aberración que puede sufrir la justicia penal es la impunidad de la infracción, es decir, que 
el delincuente quede sin castigo, sin sanción por el acto ilegal que cometió. Teniendo en cuenta que 
el daño que sufrió la persona agraviada, no pudo ser reparado por el aparato judicial; ya que el 
delincuente logró, a través del homicidio calificado, asegurar la impunidad de la infracción inicial. 
El autor Carlos Aguilar Maldonado (1983), comenta así la causal de que trata el numeral 8 del 
artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal: 
Tal cual se concibe la intención tipificadora, de la norma penal, es evidente que se tratará de 
Asesinato cuando la muerte que se causa es el medio escogido por el delincuente para quedar 
impune o sin sanción, él o un tercero, por un delito cometido anteriormente (pág. 82). 
Lo interesante y definitivo para la nueva ley penal, radica en que el sujeto infractor del derecho a la 
vida, mate persiguiendo asegurar la impunidad de otra infracción; independiente o conexa, 
derivado de sus actos, propios o ajenos, con relación al asesinato perpetrado con tal propósito 
delictivo. El maestro Jorge Zavala Baquerizo (2003) al referirse a la circunstancia en estudio 
sostiene que: 
No es la simple cuestión de la privación de la libertad del autor de un delito precedente, sino de 
asegurarse la impunidad, es decir, el tratar de evitar que se imponga la pena que merece la comisión 
de un delito anterior (págs. 134 - 135). 
La impunidad es una circunstancia importante y un factor agravante, de este tipo de homicidio 
calificado, la cual se orienta asegurar la impunidad de otra infracción penal; la otra infracción, bien 
puede ser pesquisable de oficio o de acción privada. La circunstancia prevista en el numeral 8 del 
artículo 140 Ibídem, tiene un común denominador, consistente en matar a otra persona, para 
asegurar dos finalidades específicas: a) el delincuente mata para asegurar los resultados de otra 
infracción; o, b) mata para asegurar la impunidad de otra infracción. De tal modo, para que se 
compruebe esta circunstancia, es fundamental que el homicidio agravado, se haya cometido con 
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miras asegurar una de las dos opciones que contempla la nueva ley penal; es decir, cuando la 
acción criminal es ejercida con el objeto de alcanzar una de estas dos posibilidades jurídicas, da 
lugar a contornar la figura asesinato, al tenor de dicha circunstancia. 
2.1.1.3.2.9 Muerte producida durante concentraciones masivas, tumulto, conmoción 
popular, evento deportivo o calamidad pública 
Bajo esta circunstancia, el Código Orgánico Integral Penal contempla dos clases de agravantes: 
genérica y específica; la primera está referida a todas las infracciones en general, de conformidad 
con el numeral 4 del artículo 47 Ibídem que establece: “Circunstancias agravantes de la infracción.- 
Son circunstancias agravantes de la infracción penal:…4. Aprovecharse de concentraciones masivas, tumulto, 
conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública, fenómeno de la naturaleza para ejecutar la 
infracción” (Asamblea Nacional, 2014, págs. 12 - 13). La segunda, solo al delito de asesinato, al tenor 
del numeral 9 del artículo 140 Ibídem que expresa: “Si la muerte se produce durante concentraciones 
masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública” (Asamblea Nacional, 2014, 
pág. 25). La primera obra como circunstancia agravante no constitutiva o modificatoria, aplicable 
por el juez de derecho, a todas las infracciones penales en general; la segunda como calificadora o 
constitutiva de asesinato, y su apreciación corresponde al juez o tribunal de justicia, para configurar 
el tipo penal, cuya circunstancia contiene el núcleo de la agravante específica. 
A continuación, se definen cada uno de los hechos que describe la circunstancia prevista: 
“Concentración masiva.- Según el Diccionario de la Lengua Española se define como: reunión de personas 
que es muy numeroso o se realiza en gran cantidad en un lugar determinado” (_____, 2014, págs. 1 - 2). Por 
tanto, si la muerte se produce durante la aglomeración o conglomeración de cientos o miles de 
personas, que convergen masivamente en un lugar determinado, será asesinato, por ejemplo: 
durante un concierto, una marcha popular, un desfile, entre otros. 
“Tumulto.- El término tumulto según el Diccionario de la Lengua Española se define como: alboroto 
producido por una multitud, confusión agitada o desorden ruidoso” (_____, 2014, pág. 1). En consecuencia, 
si la muerte de una o varias personas se produce durante tumulto, será asesinato, al tenor de lo 
dispuesto en el numeral 9 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal; por cuanto el sujeto 
activo del delito, aprovechó el tumulto, el alboroto para arrebatar la vida del sujeto pasivo, bajo 
esta nueva circunstancia. 
“Conmoción popular.- Según el Diccionario de la Lengua Española se define como: levantamiento, 
agitación, alteración del pueblo” (_____, 2014, pág. 1). Generalmente, son actos de personas que 
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intervienen en desórdenes o disturbios, por tanto, cuando existe conmoción popular “…puede haber 
casos de graves alteraciones del orden público, que generan situaciones difíciles o imposibles de controlar 
por medio de las leyes” (_____, 2014, pág. 1); si la muerte de algún ciudadano se produce durante tal 
situación, será asesinato, de conformidad con los preceptos establecidos en la nueva legislación 
penal ecuatoriana. 
Al referirnos a los eventos deportivos, el autor José Samuel Martínez López (2012) considera: 
Los eventos deportivos; como manifestación tangible del fenómeno social denominado deporte, son 
acontecimientos cuya realización involucra siempre grandes proyectos urbanos. Son sucesos 
deportivos que por su dimensión, complejidad y por la enorme y creciente inversión que su 
organización supone; desatan expectativas, monopolizan buena parte de la atención mediática y 
despiertan el interés de muchos ciudadanos, a la vez suscitan diversos problemas colaterales (pág. 
1). 
Dentro de los eventos deportivos, a veces se producen agresiones físicas y hasta muertes, así por 
ejemplo: si una persona produce la muerte violenta de un espectador, durante un partido de fútbol 
del campeonato nacional, será asesinato por disposición de la nueva ley penal; disposición jurídica 
que se adecua a la violencia que se vive en los estadios en los últimos años. Pero se entiende que la 
muerte se puede producir en cualquier tipo de evento deportivo, sea este de fútbol, tenis, atletismo, 
entre otros; ya sea a nivel local, provincial, regional o nacional. Lo trascendente para la ley penal, 
estriba en que la muerte de la persona, se produzca durante el evento deportivo, para que se 
configure el homicidio agravado bajo esta circunstancia. 
“Calamidad pública.- Es el resultado que se desencadena de la manifestación de uno o varios eventos 
naturales o antropogénicos; cuyas características sirven para fundamentar un estado de emergencia 
económico, social u otro” (_____, 2014, pág. 1). Por tanto, si una persona decide matar a otra, durante 
una situación de calamidad pública, equivale a incurrir en un acto grave calificado de asesinato; por 
el cual recibirá pena de veintidós a veintiséis años de privación de libertad, al tenor de dicha 
circunstancia. 
En conclusión, en cualquiera de estos cinco casos, si se produce muertes violentas durante alguno 
de ellos, será calificado como delito de asesinato; de conformidad con lo establecido en el numeral 
9 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
2.1.1.3.2.10 Muerte por causa o motivo del cargo o dignidad 
El numeral 10 del artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal (2014) establece: 
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Artículo 140.- Asesinato.- La persona que mate a otra será sancionada con pena privativa de 
libertad de veintidós a veintiséis años, si concurre alguna de las siguientes circunstancias:…10. 
Perpetrar el acto en contra de una o un dignatario o candidato a elección popular, elementos de las 
Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales, jueces o miembros de la Función Judicial por 
asuntos relacionados con sus funciones o testigo protegido (pág. 25). 
Es decir, cuando se perpetra el acto de muerte bajo esta circunstancia, da lugar a contornar el delito 
de asesinato. Al respecto, la nueva legislación penal ecuatoriana, extiende la protección jurídica a 
diversas personas que prestan sus servicios en el sector judicial, policial, militar, entre otros. Pero 
es tan amplio el radio de acción de dicha circunstancia, que abarca desde funcionarios policiales, de 
las Fuerzas Armadas, jueces, fiscales, y otros miembros vinculados a la Función Judicial del 
Estado, dignatarios o candidatos a elecciones nacionales o seccionales; hasta la tipificación de la 
muerte de testigos protegidos, así por ejemplo: si se mata a un candidato a Alcalde de Quito, o un 
candidato a la prefectura del Guayas, será asesinato; por cuanto el acto de dar muerte, se perpetró 
en contra de un candidato a elección popular. 
Esta circunstancia no es nueva en la legislación penal ecuatoriana, porque ya existía en el numeral 
11 del artículo 450 del Código Penal (2010) que establecía: 
Art. 450.- (Asesinato).- Es asesinato y será reprimido con reclusión mayor especial de dieciséis a 
veinticinco años, el homicidio que se cometa con alguna de las circunstancias siguientes:…11. Si ha 
sido cometido en contra de miembros de las Fuerzas Armadas o la Policía Nacional, fiscales o 
jueces de garantías penales, en el desempeño de sus funciones (pág. 95). 
Sin embargo, la nueva legislación penal, extiende esa protección jurídica a dignatarios, candidatos 
a elección popular, demás miembros de la Función Judicial, por asuntos relacionados con las 
funciones que desempeñan, tales como: secretarios, defensores públicos, peritos judiciales, entre 
otros. En relación a la nueva tipificación penal del delito de asesinato, en el numeral 10 del artículo 
140 Ibídem, hace referencia a perpetrar el acto de muerte contra cualquier juez, por ejemplo: puede 
ser un juez de lo civil, de garantías penales, del trabajo, entre otros. Por supuesto, se trata de jueces 
de cualquier nivel y de cualquier materia de Derecho, siempre que el acto de dar muerte, se refiera 
a asuntos relacionados con la función que desempeñan como jueces. A diferencia de lo que ocurría 
con la anterior tipificación penal, la cual solo se limitaba a tipificar el acto de muerte, en contra de 
jueces de garantías penales, para contornar el tipo penal de asesinato. 
Pero llama la atención que en la nueva tipificación penal, se incluya el acto de dar muerte a un 
testigo protegido. En Ecuador, la protección de testigos se encomienda a la Fiscalía General del 
Estado, en virtud del sistema nacional de protección y asistencia de víctimas, testigos y otros 
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participantes del proceso penal, de conformidad con el artículo 445 del Código Orgánico Integral 
Penal. En la realidad, varios testigos reciben amenazas de muerte para que abandonen las causas, 
por lo que muchos de ellos tienen miedo de ser asesinados si prestan una declaración judicial, por 
las reiteradas amenazas de muerte que reciben de parte de los delincuentes, quienes básicamente 
deben elegir entre su seguridad personal o la justicia. Por ejemplo: si un testigo recibe una llamada 
en que se le advierte, que si declara en la audiencia de juicio acabará muerto, si ésta muerte se 
efectiviza y el testigo estaba protegido, se configura el delito de asesinato, de conformidad con el 
numeral 10 del artículo 140 Ibídem; para ello el órgano juzgador debe cerciorarse que el testigo 
tuvo acceso a la protección de testigos, porque la muerte del testigo no protegido, no da lugar a 
contornar el asesinato, sino un delito de homicidio, tipificado y sancionado en el artículo 144 
Ibídem. 
En conclusión, por todos los servidores públicos citados anteriormente, el Estado adoptó medidas 
afectivas, para garantizar el derecho a la vida de dignatarios o candidatos a elección popular, 
miembros de las Fuerzas Armadas, de la Policía Nacional, de la Función Judicial, jueces, fiscales o 
testigos protegidos. Esto es, de todos quienes son sujetos principales y secundarios del proceso 
penal; siempre que el acto de muerte, esté vinculado a asuntos relacionados con el ejercicio de sus 
funciones. 
2.1.1.3.3 El delito de asesinato y su incidencia en la convivencia social 
2.1.1.3.3.1 Supresión del derecho a la vida por la ejecución del delito de asesinato 
No hay nada que los seres humanos amen más que la vida, sin embargo, otros se la quitan 
injustamente. Por tanto, del derecho del ser humano a la vida, se desprende también la obligación 
de respetar la vida de otros, no hacer daño a los demás; porque del derecho a la vida, dependen los 
demás derechos humanos de las personas. A continuación, se transcribe lo que el Doctor José 
García Falconí (1994) piensa al respecto: 
La vida es la energía interna, que permite al hombre desarrollar su existencia, es el primero de los 
bienes jurídicos de la persona humana y el atributo esencial para gozar de los otros derechos, de tal 
modo que el primer deber del Estado es proteger la vida de sus asociados y esta obligación implica 
el reprimir a quien cause a otro la muerte o un daño en su integridad personal (pág. 27). 
El ser humano siempre ha estado inmerso en la necesidad de asegurar su vida y la de sus 
semejantes, necesidades que se plasman en la Constitución de la República del Ecuador, 
promulgada en el Registro Oficial No. 449 de 20 de octubre de 2008; al referirnos a este derecho 
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constitucional, es preciso indicar que el numeral 1 del artículo 66 Ibídem establece: “Se reconoce y 
garantizará a las personas: 1. El derecho a la inviolabilidad de la vida. No habrá pena de muerte” (Asamblea 
Nacional, 2008, pág. 35). De este modo, nuestra Carta Magna considera a la vida, como el derecho 
fundamental de la persona humana; recordando que en la legislación ecuatoriana, el bien jurídico 
más protegido como rango constitucional es el derecho a la vida. Porque ésta es la principal razón 
de ser de la existencia humana, y de ella se deriva todo un andamiaje social; que consagra su 
existencia, en la utilidad del diario vivir de las personas consigo mismas y con los demás. 
A más de lo indicado, el derecho a la vida se encuentra protegido por los instrumentos 
internacionales de derechos humanos, siendo los más importantes los siguientes: la Declaración 
Universal de los Derechos Humanos en el artículo 3 dispone: “Todo individuo tiene derecho a la vida, 
a la libertad y a la seguridad de su persona” (Organización de Naciones Unidas, 1948, pág. 1). De la misma 
manera, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos en el numeral 1 del artículo 6 
establece: “El derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. 
Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente” (Organización de Naciones Unidas, 1966, pág. 2). 
Además, es necesario hacer referencia a lo que dispone el numeral 1 del artículo 4 de la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos, llamado Pacto de San José de Costa Rica que 
manifiesta: “Toda persona tiene derecho a que se respete su vida. Este derecho estará protegido por la ley y, 
en general, a partir del momento de la concepción. Nadie puede ser privado de la vida arbitrariamente” 
(Organización de Estados Americanos, 1969, pág. 2). 
El derecho a la vida es un derecho humano, y los derechos humanos son el fundamento de la paz 
para vivir en sociedad. En virtud de los instrumentos internacionales de derechos humanos, 
suscritos y ratificados por el Estado ecuatoriano, existe un reconocimiento universal del derecho a 
la vida, elevado a la categoría de derecho humano; pues es fundamental que los pueblos tomen 
consciencia, de lo que significa el derecho a la vida y su respeto incondicional. 
El numeral 5 del artículo 83 de la Constitución de la República establece: “Son deberes y 
responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución y 
la ley:…5. Respetar los derechos humanos y luchar por su cumplimiento” (Asamblea Nacional, 2008, págs. 
44 - 45). La vida como parte esencial de los derechos humanos, hay que darle la prioridad necesaria 
entre los ciudadanos; con el fin de hacerles tomar consciencia de la importancia del respeto del 
derecho a la vida de nuestros semejantes, en virtud del compromiso general de respetar los 
derechos humanos. Puesto que, las cuestiones de derechos humanos en el Ecuador, son el soporte 
del derecho a la vida; a fin de proporcionar la garantía, protección y reconocimiento que le asiste, 
como un derecho universal inherente a todos los seres humanos. 
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En este contexto, el artículo 10 de la Constitución de la República establece: “Las personas, 
comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos son titulares y gozarán de los derechos establecidos en la 
Constitución y en los instrumentos internacionales” (Asamblea Nacional, 2008, pág. 16). Más aún cuando 
el numeral 9 del artículo 11 Ibídem manifiesta: “El más alto deber del Estado consiste en respetar y 
hacer respetar los derechos garantizados en la Constitución” (Asamblea Nacional, 2008, pág. 17). En 
realidad, estamos hablando del más alto bien jurídico que protege el Estado, a través del Derecho 
Constitucional. 
En nuestro ordenamiento jurídico, el Derecho Constitucional y el Derecho Penal, llevan a 
garantizar necesariamente el derecho a la vida, a través de la protección y tutela jurídica que se 
deriva de aquellos. El Derecho Penal es un derecho protector, porque protege los derechos 
fundamentales de las personas; pero cuando el derecho a la vida ha sido vulnerado, por una de las 
circunstancias establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, estamos frente a 
la infracción penal denominada asesinato. En efecto, el cometimiento de dicha infracción, lesiona 
el más alto bien jurídico tutelado por el Estado; el autor Luis Mesa Velásquez (1974) hace 
referencia que: 
El objeto jurídico amparado por la ley, con la conminación de pena para el homicidio, es el derecho 
a la vida humana, derecho que se reconoce en todas las personas sin ninguna discriminación, como 
bien supremo del cual no puede disponer arbitrariamente el hombre (pág. 3). 
El Código Orgánico Integral Penal prohíbe matar, en armonía con el derecho a la inviolabilidad de 
la vida, garantizado por la Constitución de la República; por lo que en teoría se prohíbe que el 
hombre mate al hombre, pero en la práctica la realidad es distinta, porque muchas veces el ser 
humano, puede recurrir al asesinato para arrebatar este derecho. El homicidio calificado es una 
infracción penal que determina que es moralmente reprochable, interrumpir la vida de otro ser 
humano; y, es jurídicamente ilícito, porque supone la intervención externa, para destruir la vida de 
la persona humana. El homicidio agravado al ser una conducta penalmente relevante del individuo 
infractor, muestra una acentuada temibilidad y total menosprecio por la vida humana; no es posible 
que la vida de una persona, esté condicionada por intensiones asesinas, que decidan la vida o la 
muerte de la misma, en un lugar, un momento o una forma determinada para cada víctima. 
Pero cuando la regla de la vida y la muerte es violentada por el ser humano, no queda más opción 
que impere la justicia, en virtud del ejercicio de la acción y la sanción prevista en la ley penal; así 
adquieren los ciudadanos aquella tutela judicial por el delito cometido, pero la vida ya nunca más la 
volverán adquirir. En general, lo que se reprime es la acción de quitar la vida a un semejante, 
acción que excita la conducta del agente como motor para cometer el atroz crimen de asesinato. 
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Concomitantemente, su comisión delictuosa determina la muerte violenta de la víctima, producto 
de la actividad ilícita que desarrolla, y la responsabilidad penal se verifica en el resultado 
criminoso. 
Sabemos que quienes han infringido el derecho a la inviolabilidad de la vida, son seres humanos 
como nosotros, que no pueden ser desconocidos por la sociedad; pero precisamente los hombres 
que practican el asesinato, matando a otros seres humanos, son los que causan alarma y 
preocupación en la agrupación social, donde el asesino, es el agente protagonista de la infracción 
de la ley penal protectora del derecho a la vida. Las acciones de los hombres las valora la sociedad, 
y al cometerse un homicidio calificado ésta también las valora; por cuanto el ser humano es 
responsable de sus propias acciones dañosas, porque vive en sociedad, y mientras viva en ella, tiene 
el deber y la obligación de respetar la vida de sus semejantes. Produciéndose de esta manera, la 
necesidad jurídica de velar por la protección del derecho a la vida, como garantía esencial de los 
seres humanos. 
Como todos sabemos, después de la vida no hay otro destino que la muerte, pero una muerte 
natural no una muerte violenta; por lo tanto, debemos ponderar la vida, como el bien más preciado 
que posee el ser humano. Pues ni el más profundo avance del Derecho Penal, o la ley más perfecta, 
ni la aplicación de la pena más justa; puede inmolar el valor de una vida perdida a causa del 
asesinato. Por cuanto, una vez que alguien ha sido asesinado, ni un milagro lo podrá hacer 
resucitar; y a pesar que la administración de justicia cumpla su labor, el delincuente pague su 
condena en la cárcel y se rehabilite, ya nunca más se tendrá de vuelta al ser querido. 
El tratadista Gonzalo Silva Hernández (2004) considera que: 
Para evitar todos los males de la vida, hay que hacerle sentir al delincuente, que el mundo exterior, 
su vida y la del resto, tienen un significado, un valor; y, que por ningún medio ni por ningún motivo, 
justo o injusto, puede destruir la vida de sus semejantes (pág. 62). 
Me pregunto: ¿Por qué los seres humanos tenemos que terminar causando nuestra propia 
destrucción? agrediéndonos mutuamente unos a otros, cuando podríamos avizorar el bienestar de 
nuestros semejantes, con un poco de racionalidad y respeto humano. Lo cual se podría lograr, a 
través de una educación integral, con un enfoque en el respeto a los Derechos Humanos, los valores 
y una verdadera formación auténtica, con consciencia. Donde el ser humano entienda el valor y el 
respeto que merece la vida humana, no solo como predisposición y actitud interior, sino más bien 
como acción exterior, donde el ser humano a través de sus sanas acciones, proteja la vida ajena no 
la ataque, la defienda, no la agreda. 
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2.1.1.3.3.2 La muerte como determinante de la consumación del delito de asesinato 
La muerte es el término de la vida, en este sentido, el artículo 64 del Código Civil establece: “Fin 
de existencia de personas.- La persona termina con la muerte” (Corporación de Estudios y Publicaciones, 
2009, pág. 15). Sin embargo, el Código Civil ni el Código Orgánico Integral Penal, nos dan una 
definición jurídica del término, por tanto, es necesario recurrir a la definición de muerte que nos da 
el Doctor José García Falconí (1994): 
CONCEPTO DE MUERTE.- Desde el punto de vista médico, la muerte es la extinción física de la 
existencia real de un individuo. 
Desde el punto de vista del derecho, la muerte es la extinción legal de la existencia civil de una 
persona (pág. 93). 
La muerte es aquel fenómeno que se produce por la evolución natural de la vida, o por la 
interrupción de ésta causada por otro factor externo, que pone fin a la existencia del individuo. Por 
ello, la muerte es la última fase del ciclo vital de la persona: nace, crece, reproduce y, finalmente, 
muere; dentro de la clasificación genérica de la muerte, se puede hablar de muerte natural y muerte 
violenta, en el delito de asesinato, nos referimos a la muerte violenta del ser humano provocada por 
otro. A continuación, se transcribe la definición de muerte violenta que nos da el Doctor José 
García Falconí (1994): 
Según el Sr. Dr. Gerardo Rodríguez, es la realizada por agentes idóneos y cuyo mecanismo ha 
producido la rápida extinción de la vida del sujeto. Las causas que provocan esta clase de muerte, 
son muy visibles: suicidio, homicidio o accidente, sin que ésto quiera decir que el diagnóstico 
diferencial entre los mecanismos mencionados, sean realmente sencillos (págs. 94 - 95). 
Es decir, se trata de una muerte provocada por medios idóneos, capaces de producir daño mortal en 
la persona destinataria de sus efectos, pero se aparta del significado de muerte natural por 
enfermedad, vejez u otras circunstancias naturales que conducen a este fin; para convertirse en una 
muerte violenta, intencional, dolosa, meramente criminal, propia de fines delictivos. Así tenemos 
que el principal objetivo del homicidio calificado, es la muerte de la víctima, es decir, el núcleo o 
verbo rector del delito es “matar”; pero la muerte violenta de la víctima, denota reflexión sobre el 
crimen, pues éste se opone al propósito de garantizar el derecho a la vida reconocido en la 
Constitución de la República. 
El delito de asesinato no siempre se puede ejecutar como el agente quiso, a veces no se obtiene el 
resultado previsto y querido, otras veces la muerte no se produce, por circunstancias ajenas a la 
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voluntad del agente; para lo cual es necesario referirnos a los grados del delito: así tenemos delito 
tentado, frustrado y consumado. En primer lugar, el asesinato puede ser: tentado o consumado; se 
entiende por tentativa el delito no consumado, la diferencia radica en la relación existente, entre la 
voluntad del agente y el hecho exterior acaecido por él, es decir, el resultado que logró; en el caso 
concreto, en la tentativa de asesinato la víctima queda viva, y en la consumación del delito la 
víctima ha muerto. Consecuentemente, en el delito de tentativa de asesinato no hay consumación 
del delito, asimismo, en el delito consumado no puede haber tentativa, porque ya se consumó 
aquel; naturalmente, la aplicación de la pena al infractor es diferente, tanto para el delito tentado 
como para el delito consumado. 
Además, no existe en Derecho Penal la tentativa culposa, es decir, siempre ha de ser dolosa, y el 
asesinato es un delito eminentemente doloso; lo que equivale a valerse de cualquiera de las 
circunstancias enumeradas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, para causar la 
muerte del individuo, y no conseguirla, por el juego de circunstancias extrañas a la voluntad 
delictuosa del agente; equivale a ser responsable de tentativa de asesinato, al tenor del artículo 39 
Ibídem (2014) que manifiesta: 
Artículo 39.- Tentativa.- Tentativa es la ejecución que no logra consumarse o cuyo resultado no 
llega a verificarse por circunstancias ajenas a la voluntad del autor, a pesar de que de manera dolosa 
inicie la ejecución del tipo penal mediante actos idóneos conducentes de modo inequívoco a la 
realización de un delito… (pág. 11). 
Para que exista tentativa de asesinato, es necesario que concurran los elementos descritos en el 
artículo 39 Ibídem, es decir, iniciación dolosa de actos idóneos, conducentes de modo inequívoco, a 
la realización del delito de asesinato; pero por circunstancias ajenas a la voluntad del agente, la 
ejecución no se consuma, o el resultado de la muerte no se verifica. Por tanto, existirá tentativa de 
asesinato, cuando utilizando el agente un elemento constitutivo de aquel, la muerte de la víctima no 
se produce, por razones independientes de la voluntad del sujeto activo. Ahora bien, cuando no ha 
tenido lugar la tentativa, y el delito de asesinato ha obtenido los resultados previstos y queridos por 
el agente, pasamos al segundo grado del delito, que es la consumación; al respecto, el Diccionario 
Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo II de Guillermo Cabanellas nos da la siguiente definición: 
“CONSUMACIÓN DEL DELITO. Fase culminante de la actividad delictiva, caracterizada por haber 
ejecutado el culpable todos los actos para producir como resultado la infracción penal, en forma voluntaria y 
consciente, y haber logrado su propósito” (Cabanellas de Torres, 2008, pág. 370). 
Entonces la interrogante sería: ¿Cuándo se consuma el delito de asesinato? El asesinato se consuma 
o perfecciona cuando se produce la muerte de la víctima, como consecuencia de la acción asesina, 
bajo alguna de las circunstancias descritas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal; y 
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el autor del crimen produce la muerte, en detrimento del derecho a la vida que le asiste. Pero a 
pesar que el sujeto activo, agotó todos los recursos y medios disponibles para causar la muerte 
prevista, hay veces que la muerte no se logra, o por lo menos, no se obtiene los resultados 
deseados; por la intervención de circunstancias extrañas a su voluntad, en cuyo caso estamos frente 
al delito frustrado. Para lo cual, el tratadista Francesco Carrara (1956) en su obra titulada: 
Programa de Derecho Criminal, Parte General nos da la siguiente definición: 
El delito frustrado se define como la ejecución de todos los actos necesarios para la consumación de 
un delito, ejecución realizada con intención explícitamente dirigida a ese delito, pero no seguida del 
efecto querido, por causas independientes de la voluntad y de la manera de obrar del culpable (pág. 
272). 
En el homicidio agravado el agente agota todos los medios y recursos, para conseguir su fin 
delictivo “matar a un ser humano”; pero no lo consigue, por causas ajenas a su voluntad y 
consciencia de matar. Por ejemplo: cuando el agente dispara cinco proyectiles de arma de fuego 
contra el cuerpo de la víctima, le lanza el revólver y le golpea hasta matarla; pero no muere, en este 
caso el asesinato se frustra, porque no se consumó el delito como el agente quiso; a pesar que agotó 
todos los medios posibles para conseguir el resultado previsto, no obstante, este hecho no le exime 
de responsabilidad penal al agresor. Desde esta perspectiva, tenemos que tanto el delito 
consumado, frustrado como el asesinato tentado; conlleva un mismo objetivo criminal, cual es 
acabar con la vida del individuo, pese a lograrse o no el resultado previsto, el sujeto activo del 
delito debe responder judicialmente por las consecuencias y resultados de sus actos. 
2.1.1.3.3.3 Contexto jurídico-social del delito de asesinato en la actualidad 
El enfoque global de esta situación es el siguiente: en 2013 el país presentó una tasa de homicidios 
y asesinatos de 10,87 muertes por cada cien mil habitantes, lo que equivale a 1.715 casos a nivel 
nacional; este resultado representó una reducción de 8 puntos en relación al 2009, donde la tasa de 
homicidios y asesinatos fue de 18,74 muertes por cada cien mil habitantes, es decir, 2.635 casos. 
En relación al año pasado, la cifra se redujo a 920, lo que supone una bajada en valores absolutos 
del 35%; mientras que en 2012 dicha tasa fue de 12,40 muertes por cada cien mil habitantes, 
equivalente a 1.924 casos.
9
 Frente a las estadísticas, la meta 6.3 del Objetivo 6 del Plan Nacional 
del Buen Vivir 2013-2017 es: “6.3 Reducir la tasa de homicidios a 8 muertes por cada 100 000 habitantes” 
(Secretaría Nacional de Planificación y Desarrollo, 2013, pág. 67). 
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 Fuente: Centro Ecuatoriano de Análisis de Seguridad Integral (CEASI). Ver anexo 1. 
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Es cierto que la tasa de homicidios y asesinatos registrados el año anterior, es la más baja de la 
historia, pero no podemos desconocer que estos delitos rebasan más de 1.700 muertes por año; he 
aquí un ejemplo real de la situación criminal que acontece en el país. Tantos casos de homicidios y 
asesinatos suscitados en Ecuador, especialmente en las principales ciudades del país. Una vez 
conocido el panorama global, el enfoque particular de esta situación es el siguiente: en 2012 se 
registraron 219 casos de homicidios y asesinatos en el Distrito Metropolitano de Quito, con una 
tasa promedio de 9,1 muertes por cada cien mil habitantes; mientras que en 2013 se registraron 192 
casos, donde dicha tasa descendió a 7,8 muertes por cada cien mil habitantes; sumando un total de 
411 casos entre los dos últimos años. 
Según el Informe Estadístico de Delitos y Violencia del Distrito Metropolitano de Quito, elaborado 
por el Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana en diciembre de 2013; los móviles o 
causas más comunes del crimen son: asalto y robo a personas, venganza por ajustes de cuentas, 
venganza por convivencia ciudadana, riñas, violencia familiar, en contexto de relaciones de pareja, 
entre otras causas, que reflejan un síntoma de patología social de violencia, venganza y otros 
motivos, que conducen a causar la muerte de los quiteños. Motivos que han hecho que los 
particulares recurran al asesinato, como medio de solucionar sus problemas personales, familiares y 
vecinales; delito que ha mermado la situación de inseguridad ciudadana en la capital, siendo los 
días más frecuentes para matar, de viernes a domingo, en horas de la noche y la madrugada. 
Además, el perfil de las víctimas por rango de edad osciló entre 0 a 77 años, siendo los grupos de 
edades más vulnerables, de 16 a 30 años y de 31 a 46 años, mientras que la mayor cantidad de 
víctimas de crímenes en la capital de la República, fueron de sexo masculino; es decir, los hombres 
jóvenes son más vulnerables que las mujeres. Por otra parte, entre los medios empleados para 
cometer esta clase de infracciones tenemos: arma blanca, arma de fuego, arma contundente, 
extrangulación, entre otras; siendo las armas blancas las más utilizadas por los delincuentes para 
perpetrar el delito de asesinato.
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 A continuación, se presenta un breve resumen estadístico en el 
siguiente cuadro: 
Homicidios y asesinatos en Ecuador Homicidios y asesinatos en Quito 
Año 
Tasa por cada 
100.000 habitantes 
Casos Año 
Tasa por cada 
100.000 habitantes 
Casos 
2012 12,40 1.924 2012 9,1 219 
2013 10,87 1.715 2013 7,8 192 
 Total: 3.639  Total: 411 
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 Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana. Ver anexo 2. 
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Con estas estadísticas, puede afirmarse que la tasa de homicidios y asesinatos ha disminuido en los 
últimos años; no obstante, los efectos de los delitos de sangre, todavía están ante la vista de todos. 
Al parecer en la sociedad aún predomina un sistema criminal, y mientras éste subsista, seremos 
testigos de acontecimientos dolorosos, como las más de 1.700 muertes que se producen cada año en 
nuestro país, o las más de 190 muertes que se produjeron en el cantón Quito el año anterior; 
muertes derivadas de tal infracción, que no pueden quedar en el olvido de nadie. En este contexto 
real el ciudadano, en su esencia, pierde el derecho a la vida, que le corresponde en el ordenamiento 
jurídico y el Derecho Natural, y los reflejos del menoscabo a los derechos fundamentales, en el 
Derecho Penal, Procesal Penal y de Ejecución son indiscutibles; generando en la sociedad una dura 
realidad, pese al garantismo constitucional y penal que le otorga, todo porque el ser humano no 
sabe respetar el derecho a la vida de los demás. Por otra parte están las víctimas, las personas 
afectadas directamente por el delito de asesinato; quienes esperan justicia por parte de las 
autoridades judiciales competentes. El maestro Francesco Carrara (1957) en su obra titulada: 
Programa de Derecho Criminal, Parte Especial, considera que: 
Hoy en día los ofendidos por este delito, esperan con paciencia de las autoridades de justicia la 
reparación de la ofensa, proclamándola las autoridades al infligir la pena, y el reo al sufrirla; así 
queda amparado el derecho a la vida en su principio, y esto no basta (pág. 16). 
Por la existencia de este delito y por muchas otras infracciones penales, que atacan los derechos de 
las personas y la convivencia social, el Gobierno Central y la Asamblea Nacional, vieron la 
necesidad de expedir el nuevo Código Orgánico Integral Penal; con la finalidad de tipificar y 
sancionar las infracciones penales, en virtud de una legislación penal actualizada, acorde a las 
exigencias de una sociedad moderna, heterogénea y cambiante como la nuestra. En medio de tantos 
delitos, el acto criminoso denominado asesinato, despertó el interés represivo del Estado, por 
cuanto prende alarma social y dificulta la convivencia humana; porque destruye el derecho a la 
vida de forma ilícita, y como tal acto no es aislado, trasciende hasta la sociedad que lo rodea, pues 
el acto antijurídico hace resurgir el sentimiento social de la colectividad. Por ello el legislador 
ecuatoriano, ha elevado el asesinato al grado de delito contra la inviolabilidad de la vida, y también 
ha elevado su penalidad, de veintidós a veintiséis años de privación de libertad; porque consideró 
que la pena es justa, equitativa y proporcional al daño causado a la víctima. 
2.1.1.3.3.4 La gravedad del delito de asesinato y sus niveles de afectación en la 
sociedad 
Entre los delitos graves y los menos graves, el asesinato se ubica en el primer grupo de aquellos, 
por el resultado fatal del ilícito, ya que se trata de un delito contra la inviolabilidad de la vida; y, 
[67] 
quizá, el más grave de esos delitos. Es incuestionable que el homicidio calificado es una grave 
infracción penal, porque además de atentar contra la vida humana, atenta contra la paz y la armonía 
social. El asesinato causa perjuicios tanto en la materialidad, como en la moralidad del acto 
criminoso, puesto que la conducta delictiva del individuo, encierra acciones y comportamientos 
humanos de mayor gravedad; no solo por el daño directo causado a la víctima, sino por lo 
irreversible de la acción criminosa, cuya comisión delictiva realza mayor reprochabilidad social. 
Por cuanto, atenta contra el bien jurídico protegido como es la vida, en desmedro de ella, y en 
contraposición de un derecho sustancial; mejor dicho, el principal de esos derechos, que reconoce y 
garantiza la legislación ecuatoriana, por el valor mismo que se da al bien jurídico, y la protección 
penal estriba en prohibir cualquier acción u omisión que atenta contra ella. 
Debido a la gravedad que encierra el delito de asesinato, los niveles de afectación pueden ser: 
individual, familiar, comunitario y social; en la esfera personal de la víctima, es la parte más 
afectada por el delito, en éste, el ser humano encuentra la muerte violenta. El jurista René Astudillo 
(2010) manifiesta que: 
La víctima es el sujeto pasivo del delito de homicidio calificado, es una persona humana. Y a una 
persona humana no se le puede matar por matar, con o sin causa, móvil o hecho… Lo que ocurre en 
tales casos, es que al muerto, a la víctima, se la tiene ahí, y a los sospechosos de victimarios hay que 
descubrirlos, mediante el proceso investigativo, instruccional y judicial (págs. 123 - 124). 
La víctima puede ser: un hombre o una mujer, un niño o un adulto, es decir, un ser humano 
cualesquiera sea su edad, sexo o condición; a quien por medio del delito de asesinato, se le priva 
del derecho a la vida. Convirtiéndose en un acto irreparable, por el resultado dañoso del crimen, 
que se verifica con la muerte violenta de la víctima, bajo alguna de las circunstancias, descritas en 
el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
En general, las víctimas de delitos tienen todos los derechos establecidos en el artículo 11 Ibídem, 
pero como las víctimas de asesinato no pueden reclamar sus derechos, porque ya están muertas; 
estos derechos se trasladan a sus familiares, quienes pueden exigir judicialmente los derechos que 
les asisten como víctimas del delito. Si bien la víctima es la persona directamente afectada por el 
delito, su familia ocupa el segundo lugar en los niveles de afectación; porque cuando un familiar, 
una madre, un abuelo, una esposa, es decir, una persona cercana a nosotros, es víctima de un delito 
de asesinato; deja un profundo vacío en el corazón de la familia, un sentimiento de luto 
inconsolable, un dolor tan grande; y, a pesar de la pena impuesta, no trae de vuelta al ser querido, 
que fue arrebatado injustamente de nuestro lado. 
[68] 
La partida de un ser querido es un momento difícil en nuestras vidas, y es más complejo 
comprender que murió asesinado; pues nadie merece morir a causa de otro. Por lo mismo, es 
necesario pensar en el sufrimiento de las familias, afectadas por la pérdida de un ser querido; 
teniendo en cuenta que muchos de los asesinados eran padres, hijos, hermanos, cónyuge u otro 
familiar. Este solo hecho, se convierte en un suceso doloroso e inolvidable para sus miembros; pues 
la familia de la víctima, difícilmente podrá aceptar y olvidar la muerte violenta de un ser querido. 
Lo menos que se espera cuando ocurre un homicidio agravado, es que se encuentre al responsable 
del delito, para que asuma las consecuencias jurídicas de sus actos, y de alguna manera se haga 
justicia; aunque nunca más el ser querido, el familiar, el amigo (la víctima) volverá a existir. Para la 
familia, el suceso doloroso no termina con la sepultura del ser asesinado, sino que el dolor continúa 
vivo por mucho tiempo; hasta que se capturen a los sujetos culpables de la muerte, y respondan 
judicialmente por sus actos. A fin de compensar esta pérdida, la familia intenta obtener justicia para 
la víctima; pues es derecho de todas y todos los ecuatorianos, de acuerdo a la norma constitucional, 
al acceso a la justicia y su efectivo ejercicio. Así los familiares de la víctima, pueden iniciar 
acciones legales en contra del presunto sospechoso, pues éstos se convierten en víctimas del delito, 
según lo establecido en el numeral 3 del artículo 441 del Código Orgánico Integral Penal (2014) 
que manifiesta: 
Artículo 441.- Víctima.- Se consideran víctimas, para efectos de aplicación de las normas de este 
Código, a las siguientes personas…3. La o el cónyuge o pareja en unión libre, incluso en parejas del 
mismo sexo; ascendientes o descendientes dentro del segundo grado de consanguinidad o primero 
de afinidad de las personas señaladas en el numeral anterior… (pág. 69). 
Después de la víctima y la familia, la comunidad también se ve afectada por el homicidio 
calificado, en la cual concurren amistades, vecinos y moradores del sector; que pueden 
experimentar la pérdida de un ciudadano cercano al barrio, a la vecindad. Pues el impacto no deja 
de ser grande cuando del asesinato se trata; ya que presenciar la muerte de un morador del sector, 
encontrar un cadáver oculto, o saber que algún vecino fue asesinado, no es nada común en el 
accionar comunitario de la población. Por tanto, la comunidad también se alarma y se preocupa al 
enterarse del acto lamentable, y genera reacción por cualquier crimen perpetrado en el sector; por 
lo que la confianza de la comunidad en la seguridad y protección de la vida, disminuye al ver casos 
de asesinato en su entorno, y a grandes escalas esta inconducta trasciende hasta la sociedad. 
Por último, dada la gravedad del delito de asesinato, y las repercusiones jurídico-sociales que 
produce, más allá de la afectación individual, familiar y comunitaria, también produce afectación 
social; es decir, el homicidio calificado también afecta al conjunto de personas, al entorno social. 
[69] 
En primer lugar, la sociedad no entiende que haya seres humanos, que se dediquen a matar a sus 
semejantes, de la forma que sea; en cualquiera de las circunstancias establecidas en el artículo 140 
del Código Orgánico Integral Penal. 
El asesinato desde lo social, ha ido burlando el sagrado deber de respetar la vida de los ciudadanos, 
pero cuando se hace referencia al aspecto social, se hace hincapié en la incidencia que tiene en la 
ciudad de Quito dicha conducta delictiva, que lógicamente genera preocupación en los ciudadanos; 
por tanto, el grupo social está estrechamente vinculado al problema delictual, pues sobre él recaen 
los efectos sociales del ilícito. Solo por citar, 411 casos de homicidios y asesinatos en los dos 
últimos años, ilustra el problema que existe en la capital de la República; si tomamos en cuenta el 
comportamiento mensual de esta infracción penal, tenemos que: en 2012 el promedio fue de 18 
casos de homicidios y asesinatos por mes, mientras que en 2013 el promedio fue de 16 casos por 
mes. Donde la mayoría de víctimas fueron hombres jóvenes, de entre 16 y 30 años de edad; y, la 
mayoría de crímenes, se cometieron en horas de la noche y la madrugada, siendo los sectores de 
mayor concentración para cometer este delito los siguientes: Eloy Alfaro, Quito Norte, Quito 
Centro, La Delicia, Quitumbe, Los Chillos, Calderón, entre otros. 
Además, según el Informe Estadístico de Delitos y Violencia del Distrito Metropolitano de Quito, 
elaborado por el Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana en diciembre del año pasado; 
estas infracciones según la clase, móvil y causa, muestran que el 34% de casos fueron por 
criminalidad, el 47% por convivencia y el 19% restante por otras causas desconocidas; dando un 
total de 219 casos de homicidios y asesinatos en Quito durante 2012. Mientras que en 2013, estas 
infracciones alcanzaron un resultado del 36% de casos por criminalidad, el 44% por convivencia y 
el 20% restante por otras causas desconocidas; dando un total de 192 casos en el último año, es 
decir, la mayor cantidad de casos fueron: venganza por convivencia ciudadana, riñas, violencia 
familiar y en contexto de relaciones de pareja.
11
 
Por otro lado, 431 denuncias por asesinato presentadas en la Fiscalía Provincial de Pichincha, 
durante 2012-2013 son parte del problema;
12
 éstas estadísticas permiten hacerse la idea de la 
gravedad del problema. La existencia de una gran ciudad como la nuestra, proporciona la 
posibilidad de cometerse muchos delitos en su interior; siendo la ciudad de Quito una población 
afectada por el delito de asesinato. Donde la tasa de homicidios y asesinatos que registra la capital, 
refleja la cantidad de víctimas mortales que se producen cada año, producto de la ejecución del 
ilícito penal. 
                                               
11
 Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana. Ver anexo 2. 
12
 Fuente: Fiscalía General del Estado. Ver anexo 3. 
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2.1.1.3.3.5 El delito de asesinato y la inseguridad ciudadana 
El numeral 8 del artículo 3 de la Constitución de la República establece: “Son deberes primordiales 
del Estado:…8. Garantizar a sus habitantes el derecho a una cultura de paz, a la seguridad integral…” 
(Asamblea Nacional, 2008, pág. 14); en armonía con el artículo 3 de la Ley de Seguridad Pública y del 
Estado que manifiesta: “De la garantía de seguridad pública.- Es deber del Estado promover y garantizar 
la seguridad de todos los habitantes, comunidades, pueblos, nacionalidades y colectivos del Ecuador…” 
(Asamblea Nacional, 2009, pág. 2). Es decir, es al Estado ecuatoriano a quien la sociedad, le ha 
depositado la seguridad de sus ciudadanos. Mientras que, el artículo 393 de la Constitución de la 
República (2008) establece: 
Art. 393.- El Estado garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas para 
asegurar la convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas 
de violencia y discriminación y la comisión de infracciones y delitos. La planificación y aplicación 
de estas políticas se encargará a organismos especializados en los diferentes niveles de gobierno 
(pág. 137). 
En nombre de la seguridad ciudadana, se ha elaborado el Plan Nacional de Seguridad Integral, y se 
ha creado el Consejo Metropolitano de Seguridad Ciudadana para el Distrito Metropolitano de 
Quito, con el objeto de reducir y prevenir la violencia e inseguridad. Aunque en la actualidad se 
reconoce la gravedad del problema, y a pesar de los esfuerzos realizados por mejorar la seguridad 
ciudadana; el asesinato es un fenómeno delictivo que sigue vigente en la sociedad. Si bien el 
Estado es el encargado de proveer seguridad a los ciudadanos frente a la infracción penal, pero en 
la práctica la realidad es distinta; algunos indicadores de inseguridad ciudadana son: la tasa de 
homicidios y asesinatos por cada 100.000 habitantes, en la capital de la República y a nivel 
nacional, la tasa anual de victimización humana, la estadística anual de denuncias por delitos de 
asesinato en Quito, entre otros. 
La existencia de este grave problema refuerza la sensación de indefensión de la ciudadanía; por lo 
que la seguridad ciudadana, se ha convertido en una de las principales preocupaciones de la ciudad 
de Quito. Por la inseguridad que provoca el fenómeno delictivo, los quiteños siguen viéndose 
afectados por el delito de asesinato, debido a la falta de protección adecuada del derecho a la vida 
de las personas. Por supuesto, actos como estos preocupan a la ciudadanía; por consiguiente, la 
preocupación pública por el problema, ha exacerbado los sentimientos de inseguridad, siendo un 
fenómeno delictivo que involucra a la sociedad en su conjunto. 
La consciencia común de la sociedad, ya no tolera actos criminales derivados de este accionar 
humano, puesto que, la significación de tales actos para los afectados y la comunidad, no dejan de 
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ser vivenciados como graves por el mal causado. Consecuentemente, el asesinato, es el más 
popular de los delitos contra la inviolabilidad de la vida; por cuanto este delito atropella la vida 
humana, hiere la moral colectiva y afecta la seguridad ciudadana. Por su parte, la sociedad quiteña 
se ve afectada por este crimen; mientras el Estado sanciona este tipo penal, por otro lado aumentan 
los peligros de vida de los ciudadanos. El maestro Francesco Carrara (1957) sostiene que: 
El problema no solo estriba en el peligro para la seguridad de las personas, sino en la dificultad que 
hallan los ciudadanos para defenderse contra el hecho, si éste se produce. El daño mediato crece, por 
ser más difundible, cuando no hay un ciudadano que pueda decirse a sí mismo: “Estoy seguro ante 
esta clase de delitos, y con una conducta prudente pueda evitar el peligro de ser su víctima” (pág. 
257). 
La gravedad y el peligro en que descansa el concepto de asesinato, inspira una adecuada protección 
versus la eliminación de la vida humana; una garantía efectiva de defensa social y seguridad 
ciudadana, versus la afectación actual a la vivencia común de los ciudadanos. Sobre la base de esta 
infracción penal, es importante mejorar la seguridad integral de los ecuatorianos, porque la 
seguridad es un derecho y un deber social, en cuya realización encuentra el significado de bien 
común; por tanto, la lucha contra el delito de asesinato, es la lucha a favor de la seguridad 
ciudadana y la reivindicación del derecho a la vida. 
A pesar que el numeral 4 del artículo 83 de la Constitución de la República establece: “Son deberes 
y responsabilidades de las ecuatorianas y los ecuatorianos, sin perjuicio de otros previstos en la Constitución 
y la ley:…4. Colaborar en el mantenimiento de la paz y la seguridad” (Asamblea Nacional, 2008, págs. 44 - 
45). Es decir, la seguridad es tarea de todas y todos, pero al parecer en la realidad esto no se 
cumple, porque el ser humano al delinquir bajo la modalidad de asesinato, está demostrando con su 
comportamiento, el quebrantamiento de la paz y la seguridad juntas; además que representa un gran 
peligro para la vida de las personas y la paz de la sociedad. Si los ciudadanos colaboraran más con 
la seguridad ciudadana, otra sería la realidad de los ecuatorianos; mientras mayor sea el 
compromiso de todos, por contribuir al mantenimiento del orden social, mejores serán los 
resultados en materia de seguridad ciudadana. A medida que los ciudadanos sean más conscientes y 
responsables de los deberes que tienen respecto de la sociedad y la comunidad, de la cual son parte 
integrante, y se esfuercen por cumplir sus deberes sociales frente a ella, se contribuirá a mejorar la 
seguridad en la ciudad de Quito. 
2.1.2 Definiciones de términos básicos 
2.1.2.1 Conceptos 
[72] 
Asesinato.- “El asesinato consiste en la acción de dar muerte a un hombre con circunstancias agravantes o 
constitutivas de una infracción que por haberla ejecutado con perversidad, ensañamiento, alevosía, etc., 
ocasiona mayor alarma dentro de la sociedad” (Vargas, 1998, págs. 51 - 52). Aplicando esta definición a 
la nueva legislación penal ecuatoriana, se define al asesinato como un delito contra la 
inviolabilidad de la vida, que consiste en matar a otra persona, por alguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
Asesino.- “Es denominado Asesino quien acaba con la vida de otra persona en cualquiera de las 
circunstancias establecidas taxativamente en el artículo 450 del Código Penal…” (Beltrán, 2010, pág. 49). 
Por consiguiente, asesino es aquel ser humano que ejecuta el delito de asesinato, en contra de otro 
ser de su especie, privándole del derecho a la vida, por cualquiera de las circunstancias enumeradas 
en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
Bien Común.- Es el conjunto de condiciones de la vida social, que hacen posible a las asociaciones 
y a cada uno de sus miembros, el logro más pleno y más fácil de la propia perfección colectiva. 
Crimen.- Según el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo II de Guillermo Cabanellas 
(2008) nos da la siguiente definición: 
Infracción gravísima de orden moral o legal. /Perversidad extrema. /Acción merecedora de la mayor 
repulsa y pena…1. En Derecho Penal. Genéricamente delito. /También, estricta culpa. De modo 
específico, la categoría más grave y penada de infracciones contra el orden jurídico. O, si se prefiere 
de acuerdo con una estricta tipificación criminal, las figuras penales reprimidas con la pena de 
muerte o las más largas y severas entre las privativas de libertad (pág. 471). 
Entonces, el crimen es una infracción penal sumamente grave, sujeta a una estricta tipificación 
penal en el ordenamiento jurídico, cuya comisión, por lo general, alcanza la más alta penalidad 
establecida en el mismo. 
Delito.- Según el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo III de Guillermo Cabanellas 
(2008) nos da la siguiente definición: 
Etimológicamente, la palabra delito proviene de la similar latina “delictum” (v.),... 4. Definición 
técnico jurídica. Inspirándose en el alemán Beling y seguido por el hispanoamericano Soler, Luis 
Jiménez de Asúa ha difundido un concepto completo del delito. Estima así el acto típico, 
antijurídico, culpable, sancionado por una pena - o, en su reemplazo con una medida de seguridad - 
y conforme a las condiciones objetivas de punibilidad (págs. 63 - 64). 
[73] 
En consecuencia, se puede definir el delito como la conducta típica, antijurídica, culpable y 
sancionada con una pena o una medida de seguridad establecida en la ley penal. 
Homicidio.- “Se define al Homicidio, como la privación de la vida de un hombre por otro, como 
consecuencia de una conducta típica, antijurídica y culpable” (García, 1994, pág. 26). Aplicando esta 
definición a la nueva legislación penal ecuatoriana, se define al homicidio como un delito contra la 
inviolabilidad de la vida, que consiste en matar a otra persona, sin ninguna de las circunstancias 
establecidas en el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
Ley penal.- “Según el eminente tratadista Don LUIS JIMÉNEZ DE ASÚA, expresa que la Ley Penal “Es la 
manifestación de la voluntad colectiva, expresada mediante los órganos constitucionales, en la que se definen 
los delitos y se establecen las sanciones” (Vargas., 1998, pág. 16). En este sentido, se puede definir la ley 
penal como una declaración de la voluntad soberana que, manifestada en la forma prescrita por la 
Constitución de la República y la ley, prohíbe las acciones u omisiones punibles, tipifica las 
infracciones penales y establece las penas aplicables a las mismas. 
Muerte.- Según el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo V de Guillermo Cabanellas 
nos da la siguiente definición: “Fin, extinción, término, cesación de la vida, (v.), al menos en el aspecto 
corporal… El ciclo vital y jurídico que se inicia con el nacimiento, e incluso desde la concepción, (v.), y que 
se mantiene durante toda la existencia, encuentra en la muerte el final de la personalidad como regla 
genérica” (Cabanellas de Torres, 2008, pág. 440). Consecuentemente, la muerte es la terminación de la 
vida de un ser humano, que inicia desde su concepción y termina con la muerte, con la cual se pone 
fin a la existencia del individuo. 
Muerte violenta.- El Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo V de Guillermo 
Cabanellas nos da la siguiente definición: “MUERTE VIOLENTA. La accidental por fuerza material 
exterior, especialmente por arma blanca o de fuego, veneno u otro medio criminal” (Cabanellas de Torres, 
2008, pág. 445). En consecuencia, la muerte violenta se puede definir como aquella ejercida por 
fuerza exterior, mediante el empleo de medios idóneos para causarla, en virtud de la cual, se priva 
del derecho a la vida de algún ser humano. 
Persona.- Según el artículo 41 del Código Civil: “Persona Natural.- Son personas todos los individuos 
de la especie humana, cualesquiera que sean su edad, sexo o condición. Divídense en ecuatorianos y 
extranjeros” (Corporación de Estudios y Publicaciones, 2009, pág. 12). Es decir, personas somos todos 
los seres humanos, sin distinción de ninguna clase, por cuanto la Constitución de la República y el 
Código Civil, reconocen a la persona humana como tal. 
[74] 
Seguridad ciudadana.- Según el artículo 23 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado (2009): 
Art. 23.- De la seguridad ciudadana.- La seguridad ciudadana es una política de Estado, destinada 
a fortalecer y modernizar los mecanismos necesarios para garantizar los derechos humanos, en 
especial el derecho a una vida libre de violencia y criminalidad, la disminución de los niveles de 
delincuencia, la protección de víctimas y el mejoramiento de la calidad de vida de todos los 
habitantes del Ecuador (pág. 8). 
En consecuencia, la seguridad ciudadana se centra en la garantía de los derechos humanos que 
asisten a las personas, en virtud de desenvolver sus vidas en un espacio libre de violencia, 
criminalidad y delincuencia; que hagan posible la realización de su plena existencia, dentro de un 
óptimo nivel de protección a sus derechos esenciales. 
Sociedad.- Conjunto humano de personas que mediante la mutua colaboración, pretenden alcanzar 
fines y objetivos comunes. 
Víctima.- “Es el sujeto pasivo del delito, o la persona que sufre de manera directa o indirecta los efectos del 
hecho delictivo” (Astudillo, 2010, pág. 172). Por tanto, se puede definir a la víctima, como la persona 
directa o indirectamente afectada por la comisión de la infracción penal, sobre la cual, recaen todos 
los efectos de sus actos criminales. 
Vida.- Según el Diccionario Enciclopédico de Derecho Usual, Tomo VIII de Guillermo Cabanellas 
(2008) nos da la siguiente definición: 
VIDA. La manifestación y la actividad del ser. /Estado de funcionamiento orgánico de los seres. 
/Tiempo que transcurre desde el nacimiento hasta la muerte… 3. Iniciación jurídica. La vida posee 
varias bases de computación: para todo lo favorable se entiende desde el instante de la concepción… 
(pág. 405). 
En este sentido, la vida es el tiempo trascurrido desde la concepción hasta la muerte de una 
persona, tiempo en el cual se producen todas las manifestaciones y actividades orgánicas, 
inherentes a su existencia humana. 
2.2 Hipótesis 
Debería considerarse la posibilidad de proponer un Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del 
Consejo Nacional de Prevención del Delito, para establecer la política criminal de prevención del 
delito de asesinato en la sociedad. 
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2.3 Variables 
VARIABLES DIMENSIONES INDICADORES 
TÉCNICAS E 
INSTRUMENTOS 
VARIABLE 
DEPENDIENTE 
   
 
El delito de asesinato 
y sus niveles de 
afectación en la 
sociedad. 
Afectación individual Víctimas del delito 
de asesinato 
Bibliografía, 
estadísticas y encuestas 
aplicadas a través de 
cuestionarios a la 
muestra representativa 
de la población. 
Afectación familiar Familiares de las 
víctimas 
Afectación comunitaria Vecinos y 
moradores 
Afectación social Alarma en la 
sociedad 
VARIABLE 
INDEPENDIENTE 
   
 
 
Perspectiva jurídica y 
social de la incidencia 
del delito de asesinato 
en la convivencia 
social en el cantón 
Quito. 
Tasa de homicidios y 
asesinatos por cada 
100.000 habitantes en 
Ecuador. 
Estadísticas de 
víctimas mortales 
en Ecuador 2012-
2013. 
Fuente: Centro 
Ecuatoriano de Análisis 
de Seguridad Integral 
(CEASI). 
Tasa de homicidios y 
asesinatos por cada 
100.000 habitantes en 
Quito. 
Estadísticas de 
víctimas mortales 
en Quito 2012-
2013. 
Fuente: Observatorio 
Metropolitano de 
Seguridad Ciudadana. 
Denuncias y estado 
procesal de causas por 
delitos de asesinato en 
Quito. 
Estadísticas de 
denuncias y estado 
procesal de causas 
por asesinato en 
Quito en 2012-
2013. 
Fuente: Dirección 
Nacional de Actuación 
y Gestión Procesal de la 
Fiscalía General del 
Estado. 
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CAPÍTULO III 
MARCO METODOLÓGICO 
3.1 Tipos de investigación 
3.1.1 Investigación bibliográfica 
Para el desarrollo de la tesis, se recurrió a la investigación de obras y tesis escritas, por autores 
nacionales e internacionales sobre el delito de asesinato, entre los cuales podemos destacar los 
siguientes: “El asesinato en la legislación penal ecuatoriana” (1983), de Carlos Aguilar Maldonado; 
“Manual de práctica procesal penal. Los juicios por los delitos de: homicidio y asesinato” (1994), 
de José García Falconí; “El asesinato coparticipado exégesis sustantiva y adjetiva penal” (1998), de 
Marco Vargas Zúñiga; “Delitos contra las personas, asesinato – parricidio – uxoricidio” (2003), de 
Jorge Zavala Baquerizo. “Homicidio por encargo o sicariato” (2010), de René Astudillo Orellana; 
“El ensañamiento como circunstancia para que se configure el asesinato en la legislación 
ecuatoriana” (2010), de María Victoria Beltrán Montalvo; entre otras obras que permitieron 
sustentar la fundamentación teórica, jurídica y doctrinaria de la investigación. 
3.1.2 Investigación de campo 
Dentro de la investigación de campo, se procedió a solicitar información a varias instituciones 
públicas involucradas en la materia; así podemos destacar que se recurrió al Ministerio 
Coordinador de Seguridad, donde se tuvo acceso al Informe de los Delitos de Mayor Influencia 
Psicosocial y Gestión Institucional, elaborado por el Centro Ecuatoriano de Análisis de Seguridad 
Integral. Se solicitó al Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana, el Informe Estadístico 
de Delitos y Violencia del Distrito Metropolitano de Quito, elaborado en diciembre de 2013, del 
cual se pudo extraer información relacionada a la tasa de homicidios y asesinatos por cada 100.000 
habitantes en la capital de la República. 
Se acudió a la Dirección Nacional de Actuación y Gestión Procesal de la Fiscalía General del 
Estado, donde se tuvo acceso a estadísticas de denuncias y estado procesal de causas por asesinato 
[77] 
en el cantón Quito. Se visitó el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, donde se 
obtuvo la estadística de personas privadas de libertad por este delito, en el Centro de Rehabilitación 
Social de Varones Quito No. 1. Se acudió al Instituto de Criminología, donde se estudió casos de 
asesinato evaluados durante el 2012-2013. Además, se aplicó encuestas y entrevistas a las personas 
objeto de la muestra. De esta manera, se accedió a toda la información posible, con el propósito de 
respaldar estadística y objetivamente la investigación, dentro de un contexto real y actual. 
3.1.3 Investigación histórica 
La investigación histórica nos permitió conocer el origen, la evolución y antecedentes históricos del 
delito de asesinato a través de los tiempos, en base a un orden cronológico. En virtud del cual, se 
estudió los respectivos artículos que definían y sancionaban el tipo penal, en los Códigos Penales 
de 1837, 1872, 1889, 1906, 1938 y 1971; con el objeto de analizar la evolución jurídica del 
precepto a lo largo de la historia ecuatoriana, hasta llegar al Código Orgánico Integral Penal de 
2014. 
3.1.4 Investigación descriptiva 
Mediante la investigación descriptiva se evaluó el fenómeno delictivo denominado asesinato, en el 
cual se describió los móviles, causas y condiciones necesarias para que se den los actos delictivos 
en el cantón Quito, sus efectos y consecuencias jurídico-sociales, que determinaron el estado actual 
del problema. Además, gracias a este tipo de investigación, toda la información proporcionada por 
las instituciones públicas en la materia, fue descrita detalladamente; en lo referente a datos 
estadísticos, relativos a la tasa de homicidios y asesinatos por cada 100.000 habitantes. Denuncias y 
estado procesal de causas por asesinato en Quito, registradas en la Fiscalía Provincial de Pichincha; 
la estadística de personas privadas de libertad por este delito, en el Centro de Rehabilitación Social 
de Varones Quito No. 1; y, los casos de asesinato evaluados por el Instituto de Criminología. 
3.2 Población y muestra 
La población motivo de la presente investigación estuvo constituida por 1.500 personas, de las 
cuales se tomaron 310 muestras de personas involucradas judicialmente al delito de asesinato, tales 
como: víctimas, jueces, fiscales, secretarios, abogados en libre ejercicio, defensores públicos 
penales y operadores de justicia de la Fiscalía Provincial de Pichincha, Defensoría Pública, 
Juzgados y Tribunales de Garantías Penales de Pichincha, salas de lo penal de la Corte Provincial y 
Corte Nacional de Justicia; para efectos de aplicación de encuestas, y análisis e interpretación de 
los resultados obtenidos de esta muestra, que se calculó en base a la siguiente fórmula: 
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n = muestra o número de muestras. 
N = población o universo poblacional. 
Z  = 1.96 (Nivel de confianza del 95%). 
p = (p = 0.50) probabilidad de éxito. 
q = (q = 0.50) probabilidad de fracaso. 
d  = 0.50 (5% de error). 
Desarrollo de la fórmula: 
  
     (    )           
(    )  (       )  (    )           
 
  
              
                   
 
  
    
    
 
n = 310,34 = 310 
En consecuencia, aplicada la fórmula a las 1.500 personas comprendidas en la población objeto de 
la presente investigación, se determinó que la muestra fue de 310 personas; mismas que fueron 
debidamente encuestadas a través de un cuestionario de preguntas. 
3.3 Métodos 
3.3.1 Determinación de los métodos utilizados 
Método científico 
[79] 
Durante el proceso investigativo, se empleó el método científico, para la búsqueda de la realidad 
del acto delictivo denominado asesinato. De esta manera, se estableció objetivamente las relaciones 
entre el acto anunciado, y las consecuencias que produce en la ciudad de Quito; de tal forma que 
durante la investigación se estudió el delito asesinato, en la medida que constituye una infracción 
penal que está presente en la sociedad. 
Método inductivo 
Este método hace posible el paso de los hechos singulares a los principios generales, en otras 
palabras, la inducción es un proceso de razonamiento, que va de lo particular a lo general. En el 
presente trabajo investigativo, vimos como el delito de asesinato, desencadena graves 
repercusiones jurídico-sociales; como parte de los delitos contra la inviolabilidad de la vida, y 
constituye un peligro constante para la sociedad en general. 
Método deductivo 
El método deductivo parte de las verdades generales o universales, hasta llegar a las particulares. 
Dentro de este enfoque producto de la generalidad, en el presente trabajo investigativo, se partió 
del fenómeno general llamado delincuencia; dentro del cual encontramos los delitos contra la 
inviolabilidad de la vida, hasta llegar al estudio del delito de asesinato en particular, y determinar 
sus consecuencias jurídico-sociales en la sociedad. 
Método analítico 
El método analítico permite descomponer un todo en sus constitutivos parciales. Este método se 
requirió para analizar no solo el Derecho, sino también la doctrina, y los hechos del problema 
investigado; a fin de descomponer y estudiar sus diferentes elementos o partes que constituyen el 
todo. Explicando analíticamente cada una de las circunstancias que configuran el asesinato, y sus 
implicaciones que produce en la sociedad; lo cual permitió expresar un conocimiento claro y 
profundo de la temática abordada. 
Método sintético 
Este método complementa los procesos del método analítico anteriormente citado. A través del 
cual, se sintetizó en las conclusiones y recomendaciones del presente trabajo investigativo, las 
causas, circunstancias, repercusiones, estadísticas, niveles de afectación y el impacto jurídico-
social, que genera el delito de asesinato en la capital de la República. 
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Método descriptivo 
A través de este método se describió el problema planteado, las circunstancias calificativas del 
delito de asesinato, la modificación de las penas, los datos y estadísticas citadas a lo largo de la 
investigación; así como la posible solución al problema en cuestión. 
Método histórico 
Este método permitió conocer la evolución jurídica e histórica del delito de asesinato, a través de 
los diferentes Códigos Penales Ecuatorianos. Mismo que permitió demostrar, que el acto ilícito de 
“matar a un ser humano”, no es un hecho reciente, ni moderno; sino que ha estado presente en toda 
la historia de la República del Ecuador. 
Método comparativo 
Gracias al método comparativo, se realizó una comparación jurídica, entre el Código Penal 
anterior, y el nuevo Código Orgánico Integral Penal; con el propósito de estudiar la tipificación y 
sanción establecida para el delito de asesinato, en la legislación penal anterior, y hacer una relación 
con nuestro nuevo ordenamiento jurídico penal. 
Método dialéctico 
El método dialéctico fue necesario en la presente investigación científica, por cuanto la legislación 
penal ecuatoriana, ha estado en constante cambio y transformación. Dentro de la cual el delito de 
asesinato también ha estado presente; el cual tiene una nueva tipificación y sanción, definida en el 
artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal. 
Método exegético 
A través de este método, se interpretó y explicó cada una de las circunstancias que configuran el 
asesinato, para lo cual se analizó minuciosamente, el contenido de la norma expresada en el 
artículo 140 Ibídem. Se expuso el sentido y se determinó el alcance de los diez numerales del 
citado artículo, en la forma como el legislador lo elaboró; tratando de desentrañar la intención y 
voluntad del legislador, para su posterior sanción, según los distintos casos de asesinato. 
3.3.2 Técnicas 
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3.3.2.1 Observación 
Mediante esta técnica, se observó atentamente el fenómeno delictivo investigado, a partir del 
conocimiento de la realidad que acontece en Quito-Ecuador. La observación fue el elemento 
fundamental del proceso investigativo, en la cual se apoyó la investigación; a través de ella, se 
obtuvo el mayor número de datos, estadísticas y casos de asesinato en la capital de la República. 
Además, se recolectó toda la información pública posible, y se registró para su posterior análisis e 
interpretación de resultados; mismos que sirvieron para fundamentar la situación actual del 
problema, dentro del contexto jurídico-social. 
3.3.2.2 Entrevista 
Durante la investigación se procedió a entrevistar al Doctor Juan Gustavo Martínez, Director del 
Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana del Municipio del Distrito Metropolitano de 
Quito, al tenor de un formulario de preguntas que fue avalizado por el tutor de tesis. Quien con su 
valioso criterio, aportó a la sustentación de temas importantes relacionados con la presente 
investigación. 
3.3.2.3 Encuesta 
Mediante la aplicación de esta técnica, se obtuvo información objetiva de la muestra seleccionada; 
para lo cual se procedió a encuestar a 310 personas, a través de un cuestionario de preguntas, que 
fue debidamente avalizado por el tutor de tesis. En virtud de sus resultados, se pudo conocer la 
opinión de las víctimas, jueces, fiscales, secretarios, abogados en libre ejercicio, defensores 
públicos penales y operadores de justicia, respecto al delito de asesinato en la ciudad de Quito. 
3.3.3 Instrumentos 
3.3.3.1 Diario de campo 
Dentro de los instrumentos de observación e investigación, se empleó grabaciones celulares, 
registro de datos, un cuaderno de apuntes; además de materiales computarizados, tales como: 
laptop, computadora, internet, escáner, dispositivos de entrada y salida. 
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3.3.3.2 Formulario de la entrevista 
Para la aplicación de la entrevista se empleó un formulario de preguntas, mismo que se transcribe a 
continuación: 
1.- ¿Cuáles son los móviles o causas más frecuentes para perpetrar delitos de asesinato en el cantón 
Quito en la actualidad? 
2.- ¿Qué se puede hacer para disminuir el delito de asesinato en la ciudad de Quito? 
3.- ¿Según su criterio, que le parece la propuesta de creación de un Consejo Nacional de 
Prevención del Delito, como organismo específico del Estado para mejorar la prevención del delito 
en la sociedad? 
4.- ¿Según su criterio, en qué aspectos se deben trabajar para mejorar la prevención del delito de 
asesinato en la sociedad? 
3.3.3.3 Cuestionario de la encuesta 
Para la aplicación de las encuestas, se empleó un cuestionario compuesto por 10 preguntas que se 
mencionan a continuación: 
1.- ¿Considera usted que el delito de asesinato constituye un problema de seguridad ciudadana en la 
actualidad? 
Sí        (    ) 
No       (    ) 
2.- ¿Considera usted que Quito es una de las principales ciudades del país donde se cometen delitos 
de asesinato? 
Sí        (    ) 
No       (    ) 
3.- ¿Con qué frecuencia considera usted que se cometen delitos de asesinato en el cantón Quito? 
[83] 
Siempre             (    ) 
Casi siempre      (    ) 
Rara vez            (    ) 
Nunca                (    ) 
4.- ¿Dentro de los niveles de afectación del delito de asesinato, considera usted que la sociedad 
también se ve afectada por este delito? 
Siempre             (    ) 
Casi siempre      (    ) 
Rara vez            (    ) 
Nunca                (    ) 
5.- ¿Considera usted que la actuación de los jueces en el juzgamiento del delito de asesinato es? 
Excelente          (    ) 
Muy buena        (    ) 
Buena               (    ) 
Deficiente         (    ) 
6.- ¿Considera usted que el endurecimiento de la pena privativa de libertad de veintidós a veintiséis 
años, establecida para el delito de asesinato en la nueva legislación penal ecuatoriana es una 
reforma legislativa? 
Excelente          (    ) 
Muy buena        (    ) 
Buena               (    ) 
[84] 
Deficiente         (    ) 
7.- ¿Cree usted que el aumento de la pena de veintidós a veintiséis años de privación de libertad 
ayuda a evitar el delito de asesinato en la sociedad? 
Siempre             (    ) 
Casi siempre      (    ) 
Rara vez            (    ) 
Nunca                (    ) 
8.- ¿Tomando en cuenta la situación actual del asesinato, cree usted que es conveniente buscar una 
solución efectiva para prevenir la comisión de este delito en la ciudad de Quito? 
Sí        (    ) 
No       (    ) 
9.- ¿Considera usted que la alternativa de prevenir el delito de asesinato en el cantón Quito, es una 
propuesta de solución al problema? 
Excelente          (    ) 
Muy buena        (    ) 
Buena               (    ) 
Deficiente         (    ) 
10.- ¿Cree usted que sería importante la creación de un Consejo Nacional de Prevención del Delito, 
como organismo específico del Estado para mejorar la prevención del delito? 
Sí        (    ) 
No       (    ) 
[85] 
3.4 Recolección de la información 
Toda la información pública fue solicitada por escrito, para lo cual se dirigió peticiones a ministros, 
directores, secretarios y servidores de las diferentes entidades públicas involucradas en la materia. 
Quienes dieron contestación oportuna y favorable a la diversa información solicitada; misma que 
fue entregada en formato físico, digital y electrónico. 
3.5 Procesamiento y análisis de la información 
Para el procesamiento de datos, se empleó herramientas estadísticas, porcentuales, tablas y 
gráficos; la información obtenida fue clasificada de acuerdo a la naturaleza de cada técnica. Los 
datos estadísticos recabados fueron expresados, tabulados, graficados, agrupados en porcentajes, y 
descritos en los Capítulos II y IV de la tesis; en virtud de los cuales, se realizó el respectivo análisis 
e interpretación cuantitativa y cualitativa de los resultados obtenidos. 
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CAPÍTULO IV 
ANÁLISIS E INTERPRETACIÓN DE RESULTADOS 
4.1 Formulario No. 1 Estadística de denuncias y estado procesal de causas por 
asesinato en Quito presentadas en la Fiscalía Provincial de Pichincha durante 2012-
2013.13 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Gracias a la información proporcionada por la Fiscalía General del Estado, se constató que en 2012 
se denunciaron 250 casos, mientras que en 2013 se denunciaron 181 casos en la Fiscalía Provincial 
de Pichincha, dando un total de 431 denuncias por asesinato en Quito. Según la cantidad de 
denuncias registradas en los dos últimos años, se puede discernir que existió una disminución de 69 
denuncias en relación al año anterior. No obstante, dicha estadística refleja que en la capital de la 
República, varios cientos de personas denunciaron este delito en 24 meses. 
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 Fuente: Fiscalía General del Estado. Ver anexo 3. 
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Estado procesal 
Total de causas por 
asesinato en Quito 2012 
Total % 
Noticia del Delito Casos de asesinato 227 22% 
 
Indagación previa 203 20% 
 
Instrucciones 25 2% 
 
Acusatorios 38 4% 
Dictámenes Abstentivos 6 1% 
 
Mixtos 2 0% 
 
Extinción de la acción 1 0% 
 
Sobreseimientos 12 1% 
Soluciones Condenatorias 28 3% 
Procesales Absolutorias 10 1% 
 
Mixtas 1 0% 
 
Desestimaciones 176 17% 
 
Suspensión condicional 1 0% 
Archivos Provisional 25 2% 
 
Definitivo 273 27% 
 
Total: 1028 100% 
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Análisis e interpretación de resultados 
Del total de causas procesadas se evidenció que: de enero a diciembre de 2012 se presentaron 227 
casos de asesinato, representando el 22% por noticia del delito; 203 causas estuvieron en 
indagación previa, constituyendo el 20%; se iniciaron 25 instrucciones fiscales, alcanzando el 2%; 
se emitieron 38 dictámenes acusatorios, esto equivalió el 4%; 6 dictámenes abstentivos y 2 mixtos. 
En tanto que, dentro de las soluciones procesales: hubo un caso de extinción de la acción penal; se 
dictaron 12 sobreseimientos; tan solo el 3% de causas procesadas dieron lugar a sentencias 
condenatorias para los autores, esto representó un total de 28 sentencias condenatorias. Mientras 
que, 10 sentencias ratificaron el estado de inocencia, hubo una sentencia mixta; 176 causas fueron 
desestimadas, esto fue el 17%; y, también hubo un caso de suspensión condicional del 
procedimiento. 
Finalmente, 25 causas fueron archivadas provisionalmente, representando el 2%; y, 273 causas 
fueron archivadas definitivamente, esto comprendió el 27%; dando un resultado de 1028 causas 
procesadas por asesinato en Quito, de enero a diciembre de 2012. De las cuales se verifica que, la 
mayor cantidad de causas fueron archivadas definitivamente o desestimadas por la Fiscalía 
Provincial de Pichincha; otras causas estuvieron en indagación previa, o simplemente fueron 
nuevos casos de asesinato denunciados en la capital de la República. Pero llama la atención que tan 
solo el 3% de causas dieron lugar a sentencias condenatorias para sus autores; en tanto que una 
pequeña cantidad de causas estuvieron en proceso. 
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Estado procesal 
Total de causas por asesinato 
en Quito 2013 
Total % 
Noticia del Delito Casos de asesinato 194 34% 
 
Indagación previa 165 29% 
 
Instrucciones 35 6% 
 
Acusatorios 29 5% 
Dictámenes Abstentivos 4 1% 
 
Mixtos 3 0% 
 
Extinción de la acción 5 1% 
 
Sobreseimientos 3 0% 
Soluciones Condenatorias 52 9% 
Procesales Absolutorias 5 1% 
 
Mixtas 1 0% 
 
Desestimaciones 7 1% 
Archivos Provisional 4 1% 
 
Definitivo 68 12% 
 
Total: 575 100% 
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Análisis e interpretación de resultados 
Del total de causas procesadas se evidenció que: de enero a diciembre de 2013 se presentaron 194 
casos de asesinato, representando el 34% por noticia del delito; 165 causas estuvieron en 
indagación previa, constituyendo el 29%; se iniciaron 35 instrucciones fiscales, alcanzando el 6%; 
se emitieron 29 dictámenes acusatorios, esto equivalió el 5%; 4 dictámenes abstentivos y 3 mixtos. 
En tanto que, dentro de las soluciones procesales: hubo 5 casos de extinción de la acción penal; se 
dictaron 3 sobreseimientos; el 9% de causas procesadas dieron lugar a sentencias condenatorias 
para los autores, esto representó un total de 52 sentencias condenatorias. Mientras que, 5 sentencias 
ratificaron el estado de inocencia, hubo una sentencia mixta; y, 7 causas fueron desestimadas, esto 
fue el 1%. 
Finalmente, 4 causas fueron archivadas provisionalmente, representando el 1%; y, 68 causas fueron 
archivadas definitivamente, esto comprendió el 12%; dando un resultado de 575 causas procesadas 
por asesinato en Quito, de enero a diciembre del año anterior. De las cuales se verifica que, la 
mayor cantidad de causas fueron nuevos casos de asesinato denunciados en la capital de la 
República; mientras que, otras causas estuvieron en indagación previa, o simplemente fueron 
archivadas definitivamente por la Fiscalía Provincial de Pichincha. Sin embargo, el número de 
sentencias condenatorias aumentó a un total de 9%; y, tan solo el 1% de causas fueron 
desestimadas. Las causas procesadas el año anterior disminuyeron en relación al 2012, no por ello 
se puede estar conforme; puesto que, hay varios casos de asesinato por investigar y cientos de 
causas en proceso. 
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4.2 Formulario No. 2 Estadística de personas privadas de libertad por asesinato en el 
Centro de Rehabilitación Social de Varones Quito No. 1 durante 2012-2013.14 
Delito Total PPL 2012 Total % PPL 2012 
Asesinato 282 25% 
Otros delitos 828 75% 
Total: 1110 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Según la estadística facilitada por el Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos, se 
desprende que: en 2012 el 25% del 100% de personas privadas de libertad en el Centro de 
Rehabilitación Social de Varones Quito No. 1, fueron internadas por asesinato, valor que 
representó un total de 282 personas privadas de libertad por este delito. Mientras que, el 75% 
restante fue recluido por otros delitos, tales como: tráfico de cocaína, violación, robo, homicidio, 
entre otros; esto equivalió a 828 internos, sumando un total de 1110 personas privadas de libertad 
en dicho Centro. 
El 25% de personas privadas de libertad por asesinato en el Centro de Rehabilitación Social de 
Varones Quito No. 1, son parte del problema, por cuanto por cada uno de ellos hubo por lo menos 
una víctima a su haber. Tomando en cuenta que la cuarta parte de la población carcelaria de dicho 
Centro, fue internada por asesinato; es decir, 25 de cada 100 internos fueron privados de libertad 
por este delito 
                                               
14
 Fuente: Ministerio de Justicia, Derechos Humanos y Cultos. Ver anexo 4. 
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Delito Total PPL 2013 Total % PPL 2013 
Asesinato 222 17% 
Otros delitos 1064 83% 
Total: 1282 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
En 2013 el 17% de personas privadas de libertad en el Centro de Rehabilitación Social de Varones 
Quito No. 1, fueron internadas por asesinato, valor que numéricamente representó, un total de 222 
personas privadas de libertad por este delito; mientras que, el 83% restante fue privado de libertad 
por otros delitos, esto equivalió a 1064 internos, sumando un total de 1282 personas privadas de 
libertad en dicho Centro. En comparación al 2012, se registra por una parte, una reducción de 
internos por asesinato; y, por otra, un incremento de la población carcelaria en dicho Centro por 
otros delitos. 
El 17% de personas privadas de libertad por asesinato en el Centro de Rehabilitación Social de 
Varones Quito No. 1, son parte del problema, por cuanto por cada uno de ellos hubo por lo menos 
una víctima a su haber. Tomando en cuenta que los 222 internos tienen algo en común, esto es, que 
han elegido el camino incorrecto y se han descarrilado de la sociedad; puesto que, son personas que 
alguna vez han arrebatando la vida de un semejante, por un acto constitutivo de asesinato; y, por 
ello fueron privados de su libertad individual, donde la mayoría de ellos son individuos que miran 
de lejos la libertad. 
 
17% 
83% 
Personas privadas de libertad por asesinato en el CRSVQ1 - 2013  
Asesinato
Otros Delitos
[93] 
4.3 Formulario No. 3 Estudio de casos de asesinato en Quito evaluados por el 
Instituto de Criminología durante 2012-2013.15 
 
 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Los presentes datos estadísticos responden a las características de 36 casos de asesinato en Quito, 
evaluados por el Instituto de Criminología durante 2012-2013, de los cuáles se analizaron aspectos 
como: nacionalidad, sexo, edad, nivel de instrucción, trabajo, antecedentes policiales y penales, a 
fin de establecer un perfil de personalidad de aquellos individuos que atentan contra la vida de 
otros. En primer orden tenemos que 28 personas evaluadas, fueron de nacionalidad ecuatoriana, 
esto representó el 78%, seguido de 7 personas de nacionalidad colombiana, lo cual equivalió el 
19%; mientras que, un solo individuo fue de nacionalidad cubana, correspondiéndole el 3% 
restante. Si bien la gran mayoría de personas evaluadas por asesinato, fueron de nacionalidad 
ecuatoriana, como era de suponerse; pero merece especial énfasis, la participación de una buena 
parte de ciudadanos colombianos en este delito, quienes generalmente cruzan las fronteras para 
obtener bienes, traficar con drogas y armas, o escapar por un tiempo del conflicto y guerrilla que se 
vive en Colombia y vienen a radicarse en nuestro país, los cuales también cometen esta infracción 
penal. 
                                               
15
 Fuente: Instituto de Criminología. Ver anexo 5. 
78% 
19% 
3% 
Nacionalidad de las personas evaluadas 
Ecuatoriana
Colombiana
Cubana
Nacionalidad 2012 2013 Total Quito Total % 
Ecuatoriana 13 15 28 78% 
Colombiana 5 2 7 19% 
Cubana 1 0 1 3% 
Total: 19 17 36 100% 
[94] 
Sexo 2012 2013 Total Quito Total % 
Masculino 14 14 28 78% 
Femenino 5 3 8 22% 
Total: 19 17 36 100% 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
En cuanto al perfil de personalidad según la variable sexo, tenemos que: 28 personas evaluadas por 
asesinato fueron de sexo masculino, esto representó el 78%. Mientras que, 8 personas fueron de 
sexo femenino, lo cual equivalió el 22% restante; sumando un total de 36 individuos, que han 
incurrido alguna vez en este tipo de infracción penal. 
En cuanto a la variable sexo se determinó que: la gran mayoría de personas evaluadas fueron 
hombres, en tanto que, una pequeña minoría fueron mujeres. Es decir, existe mayor tendencia de 
los hombres a cometer asesinatos en el cantón Quito que las mujeres; por cuanto, más de las tres 
cuartas partes de personas evaluadas por el Instituto de Criminología, fueron de sexo masculino, en 
virtud de lo cual, amerita investigar por qué razón los hombres son más proclives a incurrir en actos 
violentos. 
 
78% 
22% 
Sexo de las personas evaluadas 
Masculino
Femenino
[95] 
 
 
 
 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Según la variable edad se determinó que: 22 personas evaluadas estuvieron comprendidas dentro 
del rango de edad entre 18 y 30 años, representando el 63%; seguido de 6 personas entre 31 y 40 
años de edad, que constituyó el 17%; 2 personas entre 41 y 50 años, que equivalió el 6%. Además, 
hubo 4 personas comprendidas entre 51 y 60 años, alcanzando el porcentaje del 11%; y, finalmente, 
hubo una persona de más de 60 años de edad, que mereció el 3% restante. 
Llama la atención que la mayoría de personas evaluadas, estuvieron comprendidas dentro del rango 
de edad entre 18 a 30 años, es decir, gran cantidad de personas jóvenes, en plena edad productiva, 
deciden escoger el camino incorrecto y vulnerar la vida de algún semejante; seguido de un 
porcentaje importante de personas cuya edad oscila entre 31 y 40 años. A pesar que no existe límite 
de edad para cometer el delito de asesinato, el mayor número de ellos se registra en personas en 
edad juvenil; que deberían constituir un aporte para la sociedad, en lugar de convertirse en 
partícipes de esta infracción penal. 
63% 
17% 
6% 
11% 
3% 
Rango de edad de las personas evaluadas  
18-30
31-40
41-50
51-60
60 - más
Rango de edad 2012 2013 Total Quito Total % 
18-30 13 9 22 63% 
31-40 4 2 6 17% 
41-50 0 2 2 6% 
51-60 0 4 4 11% 
60-más 1 0 1 3% 
Total: 18 17 35 100% 
[96] 
 
 
 
 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
En relación al nivel de instrucción se determinó que: 12 personas evaluadas por el Instituto de 
Criminología recibieron educación primaria, representando el 34%; 13 individuos recibieron 
educación secundaria, esto equivalió el 37%; mientras que, 10 personas recibieron educación 
universitaria, alcanzando el porcentaje del 29% restante. 
En relación al nivel de instrucción, se estableció un porcentaje similar entre personas que han 
recibido educación primaria, secundaria y universitaria. Por tanto, si bien la falta de educación es 
una causa que influye en el cometimiento del delito, por la ausencia de una elemental formación; 
pero a pesar de que otras personas tienen la oportunidad de recibir educación superior, también han 
incurrido en esta clase de infracción penal. Lo que equivale a discernir que más allá de educar en la 
ciencia y el conocimiento, también se debe fortalecer la educación en valores, en principios éticos y 
morales; pero, sobre todo, en el respeto a los derechos humanos, y no hacer daño a los demás, no 
generar violencia. 
34% 
37% 
29% 
Nivel de instrucción de las personas evaluadas  
Primaria
Secundaria
Universitaria
Nivel de instrucción 2012 2013 Total Quito Total % 
Primaria 6 6 12 34% 
Secundaria 9 4 13 37% 
Universitaria 3 7 10 29% 
Total: 18 17 35 100% 
[97] 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Dentro del estudio de casos de asesinato en Quito evaluados por el Instituto de Criminología, 
también se determinó que el 86% de personas evaluadas, trabajaban al momento de la comisión del 
delito, valor que numéricamente fue de 30 personas. Mientras que, el 14% restante no tenía 
ninguna ocupación laboral, esto equivalió a 5 personas que no tenían trabajo al momento de la 
infracción penal. 
En cuanto a si la persona evaluada trabajaba al momento de la comisión del delito de asesinato, se 
determinó que: la gran mayoría de estas personas sí trabajaban; y, tan solo un porcentaje 
minoritario de ellas no trabajaba. Es decir, la mayor cantidad de personas infractoras, no estaban 
desempleadas al momento de la perpetración del crimen; por cuanto, más de las tres cuartas partes 
de personas evaluadas por el Instituto de Criminología, sí tuvieron trabajo al momento que 
decidieron cometer el acto de muerte. 
86% 
14% 
Trabajaba al momento del delito la persona evaluada 
Sí trabajaba
No trabajaba
Trabajaba al momento del delito 2012 2013 Total Quito Total % 
Sí trabajaba 16 14 30 86% 
No trabajaba 2 3 5 14% 
Total: 18 17 35 100% 
[98] 
 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Gracias a los resultados obtenidos se pudo establecer que: el 20% de personas evaluadas registraron 
antecedentes policiales y penales, esto equivalió a 7 personas; mientras que, el 80% restante no los 
registró, valor que numéricamente representó 28 personas. De tal manera, que la gran mayoría de 
personas evaluadas por el Instituto de Criminología durante 2012 y 2013, no registraron 
antecedentes en su récord personal, es decir, fueron individuos que violentaban la norma jurídica 
por primera vez. Mientras que, un porcentaje minoritario de personas sí tenían antecedentes 
policiales y penales, por tanto, se puede decir que ya habían delinquido antes. 
Con estos resultados se pudo conocer un poco de la realidad personal de cada individuo infractor, a 
la vez nos permite tener una idea general de las causas y factores, que pueden inducir al ser 
humano a incursionar en un crimen violento; y, de esta manera, saber en qué aspectos debemos 
trabajar más para prevenir la comisión del delito de asesinato. 
20% 
80% 
Antecedentes policiales y penales de las personas evaluadas  
Sí registra antecedentes
No registra antecedentes
Antecedentes policiales y penales 2012 2013 Total Quito Total % 
Sí registra antecedentes 4 3 7 20% 
No registra antecedentes 14 14 28 80% 
Total: 18 17 35 100% 
[99] 
4.4 Formulario No. 4 Resultado de la tabulación de encuestas aplicadas a 310 
personas seleccionadas de la muestra. 
Pregunta 1.- ¿Considera usted que el delito de asesinato constituye un problema de seguridad 
ciudadana en la actualidad? 
Sí 284 91% 
No 24 8% 
En blanco 2 1% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: si el delito de asesinato constituye un problema de 
seguridad ciudadana en la actualidad; el 91% respondió que sí, esto representó un valor numérico 
de 284 personas; es decir, la gran mayoría de los encuestados consideró que éste delito, sí 
constituye un problema de seguridad ciudadana en la actualidad, por cuanto es un delito grave, 
trascendente que afecta a la seguridad de los ciudadanos. Sin embargo, el 8% respondió lo 
contrario, valor que equivalió a 24 personas; tal vez porque consideran que no es para tanto; si bien 
el homicidio agravado produce afectación social, pero no constituye un problema de seguridad 
ciudadana, para un grupo minoritario de personas encuestadas. Mientras que el 1% restante, no 
contestó la primera pregunta planteada en la encuesta, porcentaje representado por 2 personas. 
91% 
8% 1% 
Resultado de respuestas a la pregunta 1 de la encuesta 
Sí
No
En blanco
[100] 
Pregunta 2.- ¿Considera usted que Quito es una de las principales ciudades del país donde se 
cometen delitos de asesinato? 
 
Sí 127 41% 
No 181 58% 
En blanco 2 1% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a las 310 personas encuestadas: si consideran que Quito es una de las 
principales ciudades del país donde se cometen delitos de asesinato; el 58% de los encuestados 
dijeron que no, porcentaje que numéricamente representó 181 personas, por cuanto consideran que 
la principal ciudad donde se produce esta infracción penal es Guayaquil, seguido de las provincias 
de la Costa ecuatoriana, hecho que es cierto. Sin embargo, una minoría bastante significativa, esto 
es, el 41% dijo que una de las principales ciudades del país, donde se cometen homicidios 
calificados es la capital de la República, tomando en cuenta la densidad poblacional y la frecuencia 
de los actos criminales, porcentaje que equivalió a 127 personas encuestadas. Mientras que el 1% 
restante, se abstuvo de contestar la segunda pregunta planteada en la encuesta. 
41% 
58% 
1% 
Resultado de respuestas a la pregunta 2 de la encuesta 
Sí
No
En blanco
[101] 
Pregunta 3.- ¿Con qué frecuencia considera usted que se cometen delitos de asesinato en el cantón 
Quito? 
 
Siempre 49 16% 
Casi siempre 172 55% 
Rara vez 89 29% 
Nunca 0 0% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: con qué frecuencia consideran que se cometen delitos de 
asesinato en el cantón Quito, el 16% respondió que siempre se cometen estos delitos en la capital 
de la República, es decir, 49 personas; el 55% respondió casi siempre, esto fue, 172 personas 
encuestadas; debido que consideran que son muy frecuentes los actos criminales; y, a menudo se 
perpetran estos delitos en la localidad. No obstante, un porcentaje minoritario, esto es, el 29% 
estima que rara vez se producen asesinatos en la capital de la República, ya que en Quito no son tan 
sonados estos casos como en otras ciudades del país, como por ejemplo: Guayaquil, porcentaje 
representado por 89 personas. Mientras que, ningún encuestado contestó la opción nunca. 
16% 
55% 
29% 
0% 
Resultado de respuestas a la pregunta 3 de la encuesta 
Siempre
Casi siempre
Rara vez
Nunca
[102] 
Pregunta 4.- ¿Dentro de los niveles de afectación del delito de asesinato, considera usted que la 
sociedad también se ve afectada por este delito? 
Siempre 211 68% 
Casi siempre 84 27% 
Rara vez 14 5% 
Nunca 1 0% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
En las encuestas aplicadas se preguntó: si dentro de los niveles de afectación del delito de 
asesinato, la sociedad también se ve afectada por este delito; respondiendo el 68% de los 
encuestados que la sociedad siempre se ve afectada, esto equivalió a 211 personas; el 27% 
manifestó que casi siempre, representado por 84 personas; es decir, la gran mayoría de los 
encuestados respondió que siempre y casi siempre, la sociedad se ve afectada por la comisión del 
homicidio agravado, puesto que, se trata de uno de los delitos de mayor connotación social, que 
muchas veces causa conmoción al interior de la misma, a la vez que constituye un delito de acción 
penal pública. En tanto que, un porcentaje mínimo del 5% respondió que rara vez la sociedad se ve 
afectada por esta infracción penal, 5% restante compuesto por 14 personas, que consideran que no 
siempre dicha infracción produce afectación social. Mientras que, tan solo una persona contestó la 
opción nunca; dando un total de 100% de personas encuestadas. 
68% 
27% 
5% 0% 
Resultado de respuestas a la pregunta 4 de la encuesta 
Siempre
Casi siempre
Rara vez
Nunca
[103] 
Pregunta 5.- ¿Considera usted que la actuación de los jueces en el juzgamiento del delito de 
asesinato es? 
Excelente 17 5% 
Muy buena 91 29% 
Buena 135 44% 
Deficiente 67 22% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a las 310 personas encuestadas: como califican la actuación de los jueces en el 
juzgamiento del delito de asesinato, se obtuvo respuestas muy diversas, tomando en cuenta que el 
44% de los encuestados consideró como buena la actuación de los jueces ecuatorianos, porcentaje 
equivalente a 135 personas; 29% contestó muy buena, representando 91 individuos; es decir, una 
gran parte de personas encuestadas, está conforme con la función que vienen desempeñando los 
jueces en este aspecto. Mientras que, tan solo el 5%, esto es, 17 personas consideran que es 
excelente dicha actuación, por cuanto, pocos juzgadores alcanzan la excelencia judicial. Pero existe 
un porcentaje reducido de personas que piensan lo contrario, esto es, el 22% restante, representado 
por 67 personas encuestadas, consideran que la actuación de los jueces al momento de juzgar el 
delito de asesinato es deficiente; puesto que, deja mucho que desear y no es del todo buena como se 
espera. 
5% 
29% 
44% 
22% 
Resultado de respuestas a la pregunta 5 de la encuesta 
Excelente
Muy buena
Buena
Deficiente
[104] 
Pregunta 6.- ¿Considera usted que el endurecimiento de la pena privativa de libertad de veintidós a 
veintiséis años, establecida para el delito de asesinato en la nueva legislación penal ecuatoriana es 
una reforma legislativa? 
Excelente 45 14% 
Muy buena 73 24% 
Buena 115 37% 
Deficiente 72 23% 
En blanco 5 2% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: si consideran que el endurecimiento de la pena de veintidós 
a veintiséis años, establecida para el asesinato en la nueva legislación penal ecuatoriana, es una 
reforma legislativa excelente, muy buena, buena o deficiente; el 37% contestó que es buena, valor 
que representó 115 personas, el 24% consideró que es muy buena, esto equivalió 73 individuos; y, 
el 14% respondió que es excelente, esto representó 45 personas. Es decir, más de la mitad de los 
encuestados consideran que es buena o muy buena dicha reforma legislativa, en la cual se endurece 
la pena prevista para este delito, en proporción al daño causado, la muerte violenta de la víctima y 
el resultado irreversible de la misma. Sin embargo, el 23% restante representado por 72 individuos, 
consideran que es deficiente dicha reforma legislativa, en el sentido que no se trata solo de 
endurecer la pena, sino de fortalecer el sistema de rehabilitación social, la educación, las fuentes de 
empleo; y, sobre todo, mejorar la calidad de vida de las personas para que éstas no delincan. 
14% 
24% 
37% 
23% 
2% 
Resultado de respuestas a la pregunta 6 de la encuesta 
Excelente
Muy buena
Buena
Deficiente
En blanco
[105] 
Pregunta 7.- ¿Cree usted que el aumento de la pena de veintidós a veintiséis años de privación de 
libertad ayuda a evitar el delito de asesinato en la sociedad? 
Siempre 13 4% 
Casi siempre 52 17% 
Rara vez 127 41% 
Nunca 115 37% 
En blanco 3 1% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: si el aumento de la pena de veintidós a veintiséis años de 
privación de libertad, ayuda a evitar el delito de asesinato en la sociedad, el 41% dijo que rara vez, 
esto fue, 127 personas; mientras que, el 37% dijo nunca, porcentaje representado por 115 personas. 
Por consiguiente, la mayor cantidad de los encuestados respondió que rara vez o nunca el aumento 
de la pena, ayuda a evitar este delito en la sociedad, porque la pena ha existido siempre; y ésta, por 
sí sola, no va a disminuir el cometimiento de delitos, por cuanto, el incremento de la pena no es la 
solución al problema. Por el contrario, un porcentaje minoritario compuesto por el 17% contestó 
casi siempre, porcentaje que equivalió 52 personas; y, el 4% consideró que siempre, el incremento 
de la pena de privación de libertad de veintidós a veintiséis años, coadyuva a evitar esta infracción 
penal en el medio social, esto representó 13 personas encuestadas. En tanto que, el 1% restante 
decidió no contestar la pregunta planteada. 
4% 
17% 
41% 
37% 
1% 
Resultado de respuestas a la pregunta 7 de la encuesta 
Siempre
Casi siempre
Rara vez
Nunca
En blanco
[106] 
Pregunta 8.- ¿Tomando en cuenta la situación actual del asesinato, cree usted que es conveniente 
buscar una solución efectiva para prevenir la comisión de este delito en la ciudad de Quito? 
 
Sí 293 94% 
No 15 5% 
En blanco 2 1% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
En cuanto a buscar una solución efectiva para prevenir la comisión del delito de asesinato en la 
ciudad de Quito, el resultado de las 310 encuestas aplicadas, muestra que la gran mayoría de los 
encuestados, esto es, el 94% de las personas encuestadas, está de acuerdo en buscar una solución 
efectiva para prevenir dicho mal social que afecta a los ciudadanos, esto representó 293 personas. 
Puesto que, toda solución que tenga por finalidad la prevención de cualquier delito, más aún 
cuando se trata del homicidio calificado, tiene una aceptación generalizada y una respuesta positiva 
en relación al mismo. En tanto que, el 5% compuesto por 15 personas encuestadas, consideran que 
no sería conveniente buscar dicha solución; mientras que, el 1% restante dejó en blanco las 
opciones de respuesta indicadas en la octava pregunta. 
94% 
5% 1% 
Resultado de respuestas a la pregunta 8 de la encuesta 
Sí
No
En blanco
[107] 
Pregunta 9.- ¿Considera usted que la alternativa de prevenir el delito de asesinato en el cantón 
Quito, es una propuesta de solución al problema? 
Excelente 63 20% 
Muy buena 121 39% 
Buena 87 28% 
Deficiente 36 12% 
En blanco 3 1% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: si la alternativa de prevenir el delito de asesinato en el 
cantón Quito, es una propuesta de solución al problema; el 39% contestó que sería muy bueno, 
valor que equivalió a 121 personas, al 28% le pareció una buena propuesta, esto fue, 87 individuos; 
y, el 20% respondió que sería excelente, valor que representó 63 personas. Por consiguiente, la 
gran mayoría de personas encuestadas consideró que la alternativa de prevenir este delito en el 
cantón Quito, es una propuesta de solución al problema muy buena, acompañado de un porcentaje 
significativo que manifestó que es una excelente o buena alternativa; por cuanto siempre será mejor 
prevenir el delito, antes que sancionarlo; sobre todo, dentro de la prevención de debe trabajar más 
en educación y generar fuentes de empleo al alcance de todos. Sin, embargo, una pequeña parte de 
los encuestados, consideró que dicha propuesta sería un poco deficiente, esto fue, el 12% valor que 
numéricamente estuvo representado por 36 personas. 
20% 
39% 
28% 
12% 1% 
Resultado de respuestas a la pregunta 9 de la encuesta 
Excelente
Muy buena
Buena
Deficiente
En blanco
[108] 
Pregunta 10.- ¿Cree usted que sería importante la creación de un Consejo Nacional de Prevención 
del Delito, como organismo específico del Estado para mejorar la prevención del delito? 
 
Sí 216 70% 
No 92 30% 
En blanco 2 0% 
Total: 310 100% 
 
 
Análisis e interpretación de resultados 
Cuando se preguntó a los encuestados: si sería importante la creación de un Consejo Nacional de 
Prevención del Delito, el 70% respondió que sí, porcentaje que numéricamente representó 216 
personas. Es decir, la gran mayoría de los encuestados, consideró que sí sería importante la 
creación de dicho Consejo, como organismo específico del Estado para mejorar la prevención del 
delito; que sea parte de la ejecución de un conjunto de acciones para el control de los delitos, desde 
un enfoque preventivo. Mientras que, un porcentaje minoritario consideró que no sería necesario su 
creación, por cuanto sería crear más burocracia, más gasto público; sobre todo, en lugar de crear 
nuevos Consejos, se debería fortalecer las acciones de prevención en los organismos existentes; 
porcentaje compuesto por el 30% restante, que equivalió a 92 personas encuestadas. 
70% 
30% 
0% 
Resultado de respuestas a la pregunta 10 de la encuesta 
Sí
No
En blanco
[109] 
CONCLUSIONES Y RECOMENDACIONES 
Conclusiones 
1.- El siglo XIX marcó el nacimiento de la República del Ecuador, han pasado casi dos siglos, y el 
delito de asesinato sigue existiendo. Su primera tipificación penal, fue en el artículo 433 del Código 
Penal de 1837, y la última, fue el artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal de 2014; con 
diversas circunstancias agravantes, pero conservando la esencia del delito, esto es, prohibir la 
muerte del ser humano. Tipificación y sanción que refleja que el asesinato, en la historia 
ecuatoriana, ha existido siempre. A pesar del tiempo transcurrido, en la sociedad aun persiste este 
delito contra la inviolabilidad de la vida; pero no es fácil entender cómo ha reinado por tanto 
tiempo esta infracción penal, aunque sin duda es difícil frenar esa violencia, que por tantos años ha 
afectado a la colectividad, y se ha convertido en un problema de seguridad ciudadana, en la capital 
de la República y el país en general. 
2.- El artículo 140 del Código Orgánico Integral Penal, ha tipificado nuevas circunstancias 
agravantes del delito de asesinato, tales como: matar a sabiendas la persona infractora a su 
ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente, hermana o hermano; la inferioridad de la víctima, 
aprovecharse de esta situación o también de su indefensión; utilizar cualquier otro medio, que 
ponga en peligro la vida o la salud de otras personas. Si la muerte se produce durante 
concentraciones masivas, tumulto, conmoción popular, evento deportivo o calamidad pública; 
perpetrar el acto en contra de una o un dignatario o candidato a elección popular, o dar muerte a un 
testigo protegido. En lo restante, se conserva la tipificación tradicional del artículo 450 del Código 
Penal, con ciertas modificaciones jurídicas y circunstancias derogadas. Sin embargo, el delito de 
asesinato en su diversa tipificación penal, trae como resultado la muerte del ser humano producto 
del accionar delictivo; de cuyas circunstancias hace depender la nueva ley penal su existencia 
jurídica. 
3.- Estas cuestiones criminales, suscitan gran atención nacional y local, porque se trata de delitos 
graves. Si bien se registra una disminución en la tasa de homicidios y asesinatos en los últimos 
años; sin embargo, la muerte de 3.639 personas en el país durante 2012-2013, 411 casos registrados 
en la capital de la República en los dos últimos años; y, 431 denuncias por asesinato presentadas en 
la Fiscalía Provincial de Pichincha, son parte del problema. Por supuesto, a los civiles nos resulta 
difícil comprender esta situación delictiva; debido que, son preocupantes las muertes violentas que 
se producen en la ciudad de Quito, y qué decir a nivel nacional. 
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4.- Según el Informe Estadístico de Delitos y Violencia del Distrito Metropolitano de Quito, 
elaborado por el Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana en diciembre de 2013, se 
evidenció que: estas infracciones según la clase, móvil y causa, muestran que el 34% de casos 
fueron por criminalidad, el 47% por convivencia y el 19% restante por otras causas desconocidas; 
dando un total de 219 casos de homicidios y asesinatos en Quito durante 2012. Mientras que el año 
anterior, estas infracciones alcanzaron un resultado del 36% de casos por criminalidad, el 44% por 
convivencia y el 20% restante por otras causas desconocidas; dando un total de 192 casos en el 
último año. Es decir, la mayor cantidad de casos fueron por: asaltos y robos a personas, venganza 
por convivencia ciudadana, venganza por ajustes de cuentas, riñas, violencia familiar y en contexto 
de relaciones de pareja; que en conjunto encierran un círculo de violencia social, que refleja varios 
casos de victimización humana, en desmedro del derecho a la vida de los ciudadanos. Donde la 
mayoría de víctimas fueron hombres jóvenes, de entre 16 y 30 años de edad; y, la mayoría de 
crímenes, se cometieron en horas de la noche y la madrugada. 
5.- El delito de asesinato es el camino más perverso que puede seguir el ser humano; lo 
trascendente de este delito, radica en la aberración de la vida ajena, y las consecuencias que este 
mal produce en la sociedad. Pero el problema de fondo, estriba que en la actualidad estamos 
viviendo una crisis de valores éticos y morales; donde el respeto por la vida humana se está 
perdiendo, y las repercusiones más graves, se reflejan en la cantidad de víctimas que deja cada año 
la ejecución del crimen. Nadie puede ni debe desconocer esta conducta criminal, por cuanto la 
ejecución de asesinatos, dan como resultado efectos dañinos a la víctima, su familia, la comunidad 
y la sociedad; mismos que se manifiestan en la muerte violenta, la alarma comunitaria, la 
afectación multidimensional y la inseguridad ciudadana, como consecuencias inmediatas del ilícito 
obrar. 
6.- El Estado combate los efectos del homicidio calificado con el endurecimiento de la pena, que 
rara vez o nunca ayuda a evitar el delito en la sociedad. Pero el hecho de que la nueva legislación 
penal, contenga pena de veintidós a veintiséis años, para este tipo de infracción penal, no facilita 
del todo la solución del problema; porque la pena siempre ha existido en todos los códigos penales 
ecuatorianos, inclusive la pena de muerte con que se castigaba este delito en un principio, no pudo 
disuadir el auge delictivo. Aunque la sanción privativa de libertad, durante muchos años ha sido 
una solución punitiva para combatir los efectos de la criminalidad, pero para prevenir su comisión, 
se debería indagar las causas particulares que originan el delito de asesinato; para lo cual se debería 
estudiar la forma de hacer frente al problema de raíz, y ver qué está pasando realmente en la 
sociedad. 
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7.- La disminución del delito de asesinato, conlleva una verdadera compostura humana, de actitud 
y respeto integral por la vida ajena; que probablemente, no sea eliminada con la imposición de la 
pena. A los asesinos de la vida se les puede enjuiciar, condenar, hasta rehabilitar, pero no pueden 
reparar el mal causado; porque la vida humana es única, por tanto, entre las diversas formas de 
matar, debe prevenirse el mayor número de ellas. Así la conducta delictiva humana, debe ser 
corregida de manera adecuada y a tiempo; no esperando que se infrinja la ley penal, para proceder a 
imponer la sanción privativa de libertad, sino que la protección efectiva del derecho a la vida, se 
puede lograr previniendo su comisión. Es mejor prevenir el delito de asesinato, en el sentido de 
situarle al ser humano, antes de que cometa la infracción penal; para lo cual el Estado y la sociedad 
deben intentar por todos los medios posibles, salvar al reo de su actitud infractora, no solo mediante 
la sanción, sino con prevención, concientización y educación en valores; donde el ser humano 
entienda el respeto a la vida y al entorno social donde se desenvuelve. 
8.- El delito de asesinato se ve, se observa y se puede prevenir a tiempo, antes de que sea tarde; es 
mejor prevenir el delito antes que sancionarlo, porque las consecuencias son irreversibles, y 
muchas veces se pierde la vida. La sanción no es la mejor prevención del delito, si bien desde 
épocas pasadas, el Estado se ha preocupado solamente de imponer una pena al infractor, a costa del 
bien jurídico infringido (la vida); con el devenir del tiempo, se ha establecido que es mejor 
prevenirlo. Por cuanto, la importancia de la prevención del delito de asesinato, como elemento 
esencial para cesar esta actividad ilícita; permitirá evaluar los progresos realizados en el marco del 
respeto al derecho a la inviolabilidad de la vida, la situación de seguridad ciudadana; y, a grandes 
aspiraciones, como la mejor solución al problema. Para lo cual media una profunda reflexión de 
propuestas, políticas y estrategias que permitan alcanzar con medios adecuados, la prevención real 
del delito; que viabilice la posibilidad de tranquilidad de la sociedad, que es la gran afectada por 
este delito, ya en forma individual ya en forma colectiva, y no merece ver como cada día, se 
pierden vidas humanas en las calles, por efecto de su comisión delictiva. 
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Recomendaciones 
1.- Es al Estado ecuatoriano a quien la sociedad, le ha depositado la vida e integridad física de sus 
ciudadanos; pero es motivo de especial inquietud, que las medidas adoptadas para garantizar y 
proteger la vida de los civiles, no alcancen a combatir el fondo del problema. Por ello, se debería 
buscar la mejor manera de proteger el derecho a la vida de los ciudadanos, en medio de este 
complejo entorno. En la medida en que persista el problema, deberían mejorarse las estrategias, y 
complementar las iniciativas para hacer frente al problema de raíz, dentro de las cuales es deber 
insoslayable del Estado combatir las causas estructurales, más que los efectos que produce esta 
infracción penal; puesto que, en la medida en que disminuyan las causas, disminuirán los efectos 
dañinos en la sociedad. 
2.- El Estado ecuatoriano debe cumplir con la obligación de velar por la paz, la seguridad integral y 
el bienestar de los ciudadanos, para lo cual debe garantizar y hacer respetar el derecho a la vida de 
las personas; pues la vida les pertenece, y ese derecho debe ser respetado por todos quienes 
vivimos en sociedad. Por ello, el investigador insta a las instituciones del Estado en la materia, a 
intensificar los esfuerzos, para hacer frente a los asesinatos cometidos en la capital de la República, 
y también alienta a las autoridades competentes, a seguir tomando medidas para disminuir el delito 
de asesinato; en pro de precautelar el derecho a la inviolabilidad de la vida, el derecho a una vida 
libre de violencia y criminalidad, y el derecho a la seguridad de todas y todos los ecuatorianos. 
3.- La ciudadanía persigue en calidad de anhelo, que el Estado a través de sus instituciones, adopte 
las medidas y seguridades necesarias para evitar un delito cualquiera; más aún cuando sus 
resultados, afectan profundamente al bienestar social de los ciudadanos, como es el caso del 
homicidio calificado. Para ello, el espíritu que debería cumplir el Estado, es una efectiva 
prevención del delito, protección de derechos humanos, y mejorar las condiciones de seguridad 
ciudadana; acciones que permitirán disminuir y prevenir los casos de asesinatos en la capital de la 
República; ya que la disminución de este delito tiene por finalidad, crear una convivencia pacífica 
entre ciudadanos de una misma circunscripción territorial. Para lograr estos propósitos, los 
principales ministerios, secretarías y demás instituciones del Estado en la materia, deben trabajar 
incansablemente por el bienestar de los habitantes de esta ciudad, para brindarles la mejor 
seguridad, y la mayor protección de sus derechos que todas y todos se merecen. 
4.- El investigador insta a las instituciones del Estado a mejorar las medidas, propuestas y acciones 
para evitar el asesinato de personas, en los casos presentes y futuros; estas medidas incluyen 
inexorablemente la prevención del delito. Para lo cual el Estado, a través de sus instituciones, debe 
buscar los mecanismos más adecuados, para mejorar la prevención del delito; que asegure la 
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vigencia del Estado constitucional de derechos y justicia, y garantice la plenitud real del derecho a 
la vida, reconocido en los Instrumentos Internacionales de Derechos Humanos, la Constitución de 
la República del Ecuador, y el Código Orgánico Integral Penal. De modo que, debería examinarse 
la posibilidad de crear un Consejo Nacional de Prevención del Delito, y la necesidad de establecer 
la política criminal de prevención del delito de asesinato. Puesto que, la prevención de dicha 
infracción penal, tiene por finalidad la defensa de la sociedad, misma que percibe como se conculca 
el derecho a la vida, por actos derivados de la actividad humana, calificada como delictiva por lo 
ilícito de la acción; por ello, sería importante la creación de un organismo específico del Estado, 
encargado de la prevención del delito en todos sus ámbitos. 
5.- Se recomienda de forma especial, fortalecer las acciones de prevención delito de asesinato, en el 
país en general y en la ciudad de Quito en particular; por cuanto, el fin primordial de prevenir esta 
infracción penal, es proteger la vida de los ciudadanos, en el sentido que estas acciones procuren 
alejar al ser humano del cometimiento del delito. Por supuesto, es una lucha compleja, difícil y 
permanente, pero debemos esforzarnos por lograrlo, porque de ello depende la vida o la muerte de 
varios ciudadanos. Sobre todo, para viabilizar la posibilidad de prevenir el homicidio agravado, 
debemos continuar luchando por una sociedad más humana, más justa, donde haya más 
oportunidades de educación, trabajo, y se respete integralmente el derecho a la vida de las personas, 
para lograr que cada vez sean menos frecuentes, los delitos contra la inviolabilidad de la vida. 
6.- Consciente que el aumento de la pena privativa de libertad, no hará que frene el delito de 
asesinato, por cuanto en una sociedad en decadencia, es mejor educar, formar íntegramente al ser 
humano desde su niñez; el terreno más fértil donde podemos sembrar consciencia, moral y ética es 
en la niñez, la adolescencia y la juventud. La educación es la mejor herramienta para erradicar la 
acción delictiva, pues es la base de la formación humana y la consciencia social, con certeza, el 
adagio conocido: “Educad a los niños y no será necesario castigar a los hombres”; dará mejores 
resultados que la represión y la sanción juntas. Es más fácil educar al ser humano que rehabilitarlo, 
o reparar el daño causado con la imposición de la pena; para ello debemos motivar y educar a los 
ciudadanos, hacia el respeto a la norma jurídica y el derecho ajeno. Entre los diversos mecanismos 
para prevenir el delito de asesinato, se debe fortalecer la educación en valores, en derechos 
humanos; dentro de este ámbito, la familia debe ser la primera formadora de consciencias rectas, es 
la célula fundamental de la sociedad, y es la primera escuela del ser humano; de esta manera, 
también se está previniendo el delito en la sociedad. 
7.- En la capital de la República debemos construir una nueva forma de convivencia social, basados 
en la educación, el trabajo, la igualdad de oportunidades, la justicia social, el respeto y la paz; 
porque si el ser humano tiene todo lo necesario para vivir con dignidad y justicia, tal vez tendremos 
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mejores ciudadanos y menos delincuentes. Además, en Quito queremos gente respetuosa de su 
entorno, y de los derechos de los demás; que sean parte activa del cambio que debe experimentar la 
sociedad, para construir una mejor ciudad para todos. Pero nada de esto sería posible, sin el 
verdadero compromiso de los ciudadanos, es decir, si el ser humano vive apartado del camino del 
delito, no tendrá por qué seguirse repitiendo crímenes tan execrables como el asesinato; que en 
conjunto es el ideal de la conducta humana, del imaginario social, y nos permitirá soñar con una 
ciudad mejor. 
8.- Todo ser humano debe ser consciente, que la ayuda que presta a la solución de los problemas 
humanos, es tanto más eficaz, cuando su predisposición y acción sean, por sí mismos, más 
respetuosos de los derechos de los demás. Pues el respeto a la vida ajena, comienza por el 
convencimiento propio, que mi derecho a vivir, es el mismo que asiste a los demás; por lo mismo, 
ningún ser humano está en la condición ni en el derecho, de quitar la vida de sus semejantes. Para 
lo cual amerita y es necesario, que se concientice sobre lo útil y venerable que es la vida, y sobre 
uno mismo; pero nada de esto se conseguiría, si no se efectúa un real y eficaz cambio de 
comportamiento, a través de conductas más razonables y respetuosas, hasta alcanzar en el ser 
humano un cambio positivo de su conducta, para así lograr un elevado grado de consciencia y 
convivencia social. 
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CAPÍTULO V 
PROPUESTA 
5.1 Justificación 
El literal c) del artículo 11 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado establece: “De la 
Prevención: Entidades Responsables.- En los términos de esta ley, la prevención y la protección de la 
convivencia y seguridad ciudadanas, corresponden a todas las entidades del Estado…” (Asamblea Nacional, 
2009, pág. 6); en armonía con el artículo 2 del Reglamento a la Ley Ibídem que manifiesta: “De los 
Órganos Ejecutores de la Prevención.- Conforman los órganos ejecutores de la prevención todas las 
entidades que integran el Sector Público” (Presidente Constitucional de la República, 2010, pág. 1). Si bien 
la responsabilidad para prevenir el delito es compartida, aunque todas las entidades del sector 
público, tienen la obligación de hacer prevención; pero este objetivo no se alcanza con esfuerzos 
dispersos, sino por el contrario, se requiere juntar fuerzas para emprender una lucha global para 
prevenir el delito. Mediante una acción conjunta y mancomunada de todas las instituciones del 
Estado en la materia, como el judicial, penal, policial, fuerzas armadas, fiscal, seguridad, salud, 
educación, empleo; y, por supuesto social, que hagan posible unificar esfuerzos en un solo 
organismo específico creado para el efecto. Mediante la creación del Consejo Nacional de 
Prevención del Delito, con la finalidad de impulsar procesos relativos a mejorar las políticas, 
planes, acciones y estrategias de prevención del delito en la sociedad ecuatoriana. 
En virtud de esta iniciativa, se propone una planificación coordinada, que agrupa a diferentes 
instituciones del Estado, a fin de articular acciones conjuntas de prevención del delito, en acuerdo 
con cada institución que participa en ella; en razón de unificar la responsabilidad compartida, en un 
solo organismo integrador que lleve adelante la materia de prevención del delito. 
5.2 Objetivos 
5.2.1 Objetivo general 
- Formular un Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito, para establecer la política criminal de prevención del delito de asesinato. 
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5.2.2 Objetivos específicos 
- Contribuir con una visión amplia a la creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito, 
tanto desde la perspectiva jurídica como de la realidad fáctica; que permita optimizar la 
oportunidad de mejorar las políticas, acciones y estrategias de prevención del delito en la sociedad. 
- Construir las bases teóricas y normativas necesarias, para la creación del Consejo Nacional de 
Prevención del Delito, dentro del ordenamiento jurídico ecuatoriano. 
5.3 Ubicación sectorial y física 
El Consejo Nacional de Prevención del Delito, estará ubicado en la capital de la República del 
Ecuador; en la cual se establecerá su sede principal. Para su ubicación sectorial, se preferirá el 
centro de Quito, de forma que esté al alcance de toda la ciudadanía. 
5.4 Mapa geográfico del cantón Quito
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 Fuente: Observatorio Metropolitano de Seguridad Ciudadana. 
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5.5 Características del cantón Quito 
Ubicación física.- “La ciudad de Quito se encuentra en Ecuador (América del Sur), dentro de la provincia 
de Pichincha, que es parte de la Región Sierra” (_____, 2014, pág. 2). 
Capital del Ecuador y Distrito Metropolitano.- “Quito es la ciudad capital de la República del 
Ecuador y también de la provincia de Pichincha. El Distrito Metropolitano de Quito, se divide en 8 
administraciones zonales, cuenta con un total de 55 parroquias, 32 urbanas y 33 rurales” (Wikipedia, Quito, 
2014, págs. 1 - 2). 
Población.- “Quito es la segunda ciudad más poblada de Ecuador, con 2.439.191 habitantes en todo el 
Distrito Metropolitano en el año 2013” (Wikipedia, Quito, 2014, pág. 3). 
Extensión territorial del cantón Quito: “421.498 hectáreas. (4.215 km2)” (Fajardo, 2012, pág. 1). 
5.5.1 Beneficiarios 
5.5.1.1 Beneficiarios directos 
Los beneficiarios directos de la propuesta de creación del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito, son los ciudadanos que habitan en el Distrito Metropolitano de Quito. Por cuanto, en ellos 
se centra el objetivo de la misma, en sentido que los resultados de prevención del delito, favorezcan 
a dicho conjunto de personas; en pro de contribuir a mejorar la protección del derecho a la vida, la 
cultura de paz y la seguridad ciudadana, que permita optimizar una vida libre de violencia y 
criminalidad en términos generales. 
5.5.1.2 Beneficiarios indirectos 
El alcance de la propuesta de prevención abarca a todos, pues se trata de la creación de un Consejo 
Nacional de Prevención del Delito, con competencia a nivel nacional. En la primera fase del 
proyecto, se establecerá dicho Consejo en la capital de la República, pero a mediano y largo plazo, 
puede extenderse a otras provincias del país; con el objeto de mejorar la prevención del delito, en 
todos los niveles de la sociedad ecuatoriana y en todos los ámbitos, pues el problema no deja de ser 
ajeno para las demás provincias del Ecuador. 
5.6 Factibilidad 
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5.6.1 Factibilidad interna 
La creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito nace de la ley, lo cual implica la 
búsqueda de la norma jurídica, como garantía del principio de legalidad. En este aspecto, solo el 
Estado a través de la Función Legislativa, puede expedir leyes con el carácter de general y 
obligatorio para todos los ciudadanos. Facultad reservada exclusivamente a la Asamblea Nacional, 
de cuyo pleno es factible expedir nuevas leyes. En consecuencia, el Anteproyecto de Ley Orgánica 
de Creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito, puede nacer de la instancia legislativa; 
dado que la relación de la propuesta con la ley, es significativa en sí misma. 
5.6.2 Factibilidad externa 
Sería interesante implementar un organismo específico, que contribuya a mejorar la prevención del 
delito; siendo factible la creación de un Consejo Nacional de Prevención del Delito, utilizando 
como mecanismo el anteproyecto de ley orgánica. Es posible la creación de dicho Consejo, siempre 
y cuando exista la colaboración de las instituciones del Estado involucradas en la materia; 
orientado a encauzar los esfuerzos institucionales hacia un mismo fin, esto es, direccionar la 
prevención del delito en la sociedad. 
5.7 Descripción de la propuesta 
Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito 
Asamblea Nacional 
El Pleno 
Considerando: 
Que, el inciso primero del artículo 1 de la Constitución de la República, establece que el Ecuador 
es un Estado constitucional de derechos y justicia, por lo que existe la necesidad de garantizar y 
defender los derechos constitucionales de las y los ecuatorianos; 
Que, el numeral 9 del artículo 11 de la Constitución de la República del Ecuador, determina que el 
más alto deber del Estado, consiste en respetar y hacer respetar los derechos garantizados en la 
Constitución; 
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Que, el literal b), numeral 3 del artículo 66 de la Constitución de la República del Ecuador, 
reconoce y garantiza a las personas el derecho a una vida libre de violencia en el ámbito público y 
privado, y establece que el Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir toda forma de 
violencia; 
Que, el inciso primero del artículo 84 de la Constitución de la República del Ecuador, establece la 
obligación de la Asamblea Nacional de adecuar, formal y materialmente, las leyes y demás normas 
jurídicas, a los derechos previstos en la Constitución y los tratados internacionales; 
Que, el numeral 2 del artículo 133 de la Constitución de la República del Ecuador, dispone que 
serán orgánicas, las leyes que regulen el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales; 
Que, el artículo 393 de la Constitución de la República del Ecuador, señala que el Estado 
garantizará la seguridad humana a través de políticas y acciones integradas para asegurar la 
convivencia pacífica de las personas, promover una cultura de paz y prevenir las formas de 
violencia y la comisión de infracciones y delitos; 
Que, el inciso segundo del artículo 23 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, dispone que 
con el fin de lograr la solidaridad y la reconstitución del tejido social, se orientará a la creación de 
condiciones adecuadas de prevención y control de la delincuencia y de cualquier tipo de delito; 
Que, el literal c) del artículo 11 de la Ley de Seguridad Pública y del Estado, señala que en los 
términos de esta ley, la prevención y la protección de la convivencia y seguridad ciudadanas, 
corresponden a todas las entidades del Estado; 
Que, el artículo 2 del Reglamento a la Ley de Seguridad Pública y del Estado, establece que 
conforman los órganos ejecutores de la prevención todas las entidades que integran el sector 
público; 
Que, es necesario unificar los esfuerzos de las entidades públicas responsables de la prevención, 
para conformar un organismo específico, encargado de impulsar procesos relativos a mejorar las 
políticas, planes, acciones y estrategias de prevención del delito; 
Que, es importante la existencia de un organismo específico en materia de prevención del delito, 
para lograr tal objetivo, es factible la creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito; 
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En ejercicio de las atribuciones conferidas por el numeral 6 del artículo 120 de la Constitución de 
la República del Ecuador, resuelve expedir la siguiente: 
LEY ORGÁNICA DE CREACIÓN DEL CONSEJO NACIONAL DE PREVENCIÓN DEL 
DELITO 
TÍTULO PRELIMINAR 
DEL OBJETO Y ÁMBITO DE LA LEY 
Art. 1.- (Del objeto de la ley).- La presente ley orgánica tiene por objeto regular la creación, 
integración y funciones del Consejo Nacional de Prevención del Delito, como organismo 
responsable de impulsar procesos relativos a mejorar las políticas, planes, acciones y estrategias de 
prevención del delito en la sociedad. 
Art. 2.- (Del ámbito de aplicación de la ley).- Dentro del ámbito de aplicación de la presente ley, 
se regula la creación, integración y funciones del Consejo Nacional de Prevención del Delito, que 
sea parte de la ejecución de un conjunto de políticas, planes, acciones y estrategias para el control 
de los delitos, desde un enfoque preventivo; sustentado en la necesidad de fortalecer la prevención 
de infracciones penales de todo orden, que afecten o puedan afectar a las y los ciudadanos, dentro 
del contexto previsto en la Constitución de la República y la ley. 
TÍTULO I 
DEL CONSEJO NACIONAL DE PREVENCIÓN DEL DELITO 
Art. 3.- (Creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito).- Créase el Consejo Nacional 
de Prevención del Delito, como entidad de derecho público, con jurisdicción nacional, dotado de 
personalidad jurídica propia, autonomía e independencia administrativa, institucional y financiera; 
tendrá su sede en la capital de la República y estará representado por su Presidente. 
Art. 4.- (Misión del Consejo Nacional de Prevención del Delito).- El Consejo Nacional de 
Prevención del Delito tendrá como misión fundamental, contribuir con una visión amplia a 
establecer e implementar las políticas, planes, acciones y estrategias de prevención del delito, a fin 
de proteger mejor a la ciudadanía, garantizar y asegurar la convivencia pacífica, la seguridad 
ciudadana, la paz, y el respeto al derecho a una vida libre de violencia y criminalidad de las y los 
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ciudadanos que habitan en el territorio de la República, para que en conjunto nos brinden una mejor 
convivencia social. 
Art. 5.- (Integración del Consejo Nacional de Prevención del Delito).- El Consejo Nacional de 
Prevención del Delito estará integrado por once representantes seleccionados, de entre las ternas 
propuestas por: 
1. El Ministro Coordinador de Seguridad, quien lo presidirá; 
2. El Ministro del Interior; 
3. El Ministro de Justicia, Derechos Humanos y Cultos; 
4. El Ministro de Relaciones Laborales; 
5. El Ministro de Educación; 
6. El Ministro de Salud Pública; 
7. El Ministro de Defensa Nacional; 
8. El Fiscal General del Estado; 
9. El Comandante General de la Policía Nacional del Ecuador; 
10. La Función Judicial; y, 
11. Los Gobiernos Autónomos Descentralizados. 
Art. 6.- (Forma de integración y duración de funciones).- Para la integración del Consejo 
Nacional de Prevención del Delito, se enviarán las ternas respectivas al Ministerio Coordinador de 
Seguridad, de las cuales se elegirá un representante de cada sector, mediante concurso de méritos y 
oposición de conformidad con la Constitución de la República y la ley; se respetará los criterios de 
equidad y paridad de género, ejercerán sus funciones por un período de tres años y podrán ser 
reelegidos por una sola vez.  
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Art. 7.- (Funciones del Consejo Nacional de Prevención del Delito).- El Consejo Nacional de 
Prevención del Delito tendrá las siguientes funciones: 
a) Identificar las causas, las áreas problemáticas del delito y los sectores de mayor vulnerabilidad, 
mediante programas de investigación y estudios económicos, sociológicos y culturales para indagar 
el fondo del delito en la sociedad; 
b) Elaborar el Plan Nacional de Prevención del Delito; 
c) Definir y establecer la política criminal de prevención del delito de asesinato; 
d) Coordinar con las instituciones involucradas en la materia la adopción de políticas, acciones y 
estrategias para mejorar la prevención del delito en la sociedad; 
e) Elaborar, aprobar y difundir planes y programas ciudadanos de prevención del delito; y, 
f) Establecer medidas de prevención social y de prevención situacional sostenibles en el mediano y 
largo plazo. 
Art. 8.- (Sesiones del Consejo).- Las sesiones serán ordinarias y extraordinarias. Los miembros 
del Consejo Nacional de Prevención del Delito, se reunirán por lo menos una vez al mes, para tratar 
los asuntos puntualizados en el artículo anterior, o cuando la situación lo amerite; cada miembro 
tendrá derecho a voz y voto en el Consejo, y las decisiones se tomarán por mayoría simple, en caso 
de empate la Presidenta o el Presidente ejercerá el voto dirimente. 
Art. 9.- (Estructura orgánica del Consejo Nacional de Prevención del Delito).- El Consejo 
Nacional de Prevención del Delito, estará conformado por órganos de gobierno, de prevención 
especializada, de ejecución, de asesoría y apoyo institucional. 
Art. 10.- (Fuentes de recursos).- El Consejo Nacional de Prevención del Delito, se financiará con: 
1. Recursos provenientes del Presupuesto General del Estado, y del presupuesto del Ministerio 
Coordinador de Seguridad. 
2. Los recursos provenientes de convenios con organismos nacionales o internacionales, públicos o 
privados, que realicen actividades relativas a la prevención del delito. 
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3. Los demás recursos que le correspondan de acuerdo con la ley. 
TÍTULO II 
DEBERES Y ATRIBUCIONES DE LOS MIEMBROS DEL CONSEJO NACIONAL DE 
PREVENCIÓN DEL DELITO 
Art. 11.- (Requisitos para ser Presidente).- Para ser Presidenta o Presidente del Consejo Nacional 
de Prevención del Delito se requiere: 
1.- Ser ecuatoriana o ecuatoriano. 
2.- Estar en goce de los derechos de participación. 
3.- Tener título de tercer nivel legalmente reconocido en el país. 
4.- Acreditar experiencia notoria en materia de seguridad ciudadana o prevención del delito, por un 
lapso mínimo de tres años. 
Art. 12.- (Deberes y atribuciones del Presidente).- Son deberes y atribuciones de la Presidenta o 
Presidente del Consejo Nacional de Prevención del Delito: 
a) Representar legal, judicial y extrajudicialmente al Consejo Nacional de Prevención del Delito, 
con sujeción a la ley; 
b) Convocar y presidir con voz y voto dirimente las sesiones del Consejo; 
c) Coordinar la elaboración y discusión del Plan Nacional de Prevención del Delito, y de la política 
criminal de prevención del delito de asesinato al interior del Consejo, y someterlo a consideración 
de la Presidenta o Presidente de la República; 
d) Designar al secretario del Consejo y nombrar, de acuerdo con la ley, al personal necesario para 
el correcto funcionamiento de la institución; 
e) Expedir los reglamentos internos necesarios y la estructura orgánico funcional del Consejo; 
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f) Impulsar la creación y estructuración, previa resolución del Consejo, de comisiones en otras 
provincias de la República, con el fin de expandir estudios de investigación y prevención del delito; 
y, 
g) Delegar una o más de sus atribuciones a cualquier miembro del Consejo. 
Art. 13.- (Deberes y atribuciones de los miembros del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito).- Son deberes y atribuciones de las y los miembros del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito: 
a) Asistir a las sesiones del Consejo Nacional de Prevención del Delito y suscribir las actas; 
b) Conocer y tratar los asuntos puntualizados en el artículo 7 de la presente ley; 
c) Elegir de entre sus miembros a la Vicepresidenta o Vicepresidente del Consejo, quien 
reemplazará al Presidente en caso de ausencia temporal o definitiva; 
d) Asesorar al Presidente en los asuntos relativos a la competencia del Consejo; 
e) Participar activamente en las propuestas de prevención del delito, constantes en la presente ley; 
f) Los demás que les correspondan de acuerdo con la ley o su reglamento. 
TÍTULO III 
DE LA POLÍTICA CRIMINAL DE PREVENCIÓN DEL DELITO 
Art. 14.- (Objetivo primordial).- El Consejo Nacional de Prevención del Delito tendrá por 
objetivo primordial, definir y establecer desde nuestra propia realidad, un modelo de política 
criminal orientada a diseñar ejes, objetivos, acciones y estrategias de detención preventiva del 
delito de asesinato en la sociedad. 
Art. 15.- (Política criminal de prevención del delito).- Por política criminal de prevención del 
delito se entiende aquellas decisiones, instrumentos, acciones, estrategias y objetivos fijados por el 
Consejo Nacional de Prevención del Delito, para dar respuesta preventiva respecto del fenómeno 
delictivo denominado asesinato. 
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Art. 16.- (Construcción de la Política Criminal).- El Consejo Nacional de Prevención del Delito, 
construirá de manera consciente y reflexiva la política criminal de prevención del delito de 
asesinato; sobre sólidas bases de estudio, investigación, conocimiento y diagnóstico de las causas y 
consecuencias que originan esta realidad delictiva. 
Art. 17.- (Alcance de la política criminal).- La política criminal se llevará a cabo en la medida 
que permita mejorar la prevención del delito de asesinato, en el sentido que contribuya a desarrollar 
implícitamente el derecho a una vida libre de violencia y criminalidad, asegurar la convivencia 
pacífica, garantizar el respeto a la inviolabilidad de la vida y los demás derechos que de ella se 
derivan. 
DISPOSICIONES GENERALES 
Primera.- El Consejo Nacional de Prevención del Delito, se organizará y administrará de 
conformidad con el estatuto orgánico funcional que se expida para el efecto. 
Segunda.- Todos los deberes y obligaciones de prevención del delito, constantes en convenios, 
acuerdos, tratados, leyes u otros instrumentos jurídicos, nacionales e internacionales, serán 
asumidos por el Consejo Nacional de Prevención del Delito, sin perjuicio de las competencias, 
atribuciones y funciones que le corresponde a las demás instituciones del Estado. 
DISPOSICIONES TRANSITORIAS 
Primera.- Una vez publicada la presente ley en el Registro Oficial, ofíciese al Ministerio 
Coordinador de Seguridad para que en el plazo de ciento ochenta días, integre el Consejo Nacional 
de Prevención del Delito, de conformidad con lo previsto en la presente ley. 
Segunda.- Los ministerios de Finanzas y Coordinador de Seguridad, efectuarán progresivamente 
las acciones y asignaciones presupuestarias correspondientes, con el propósito de dotar de 
infraestructura física, recursos humanos, materiales y financieros necesarios para el correcto 
funcionamiento del Consejo Nacional de Prevención del Delito, de manera que viabilicen la 
aplicación de la presente ley. 
DISPOSICIONES DEROGATORIAS 
Deróguense todas las disposiciones generales y especiales que se opongan a la aplicación de la 
presente ley. 
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La presente ley entrará en vigencia a partir de la fecha de la correspondiente publicación en el 
Registro Oficial. 
Dado y suscrito, en la sede de la Asamblea Nacional ubicada en el Distrito Metropolitano de 
Quito,…a los…días del mes de…de 2014. 
5.7.1 Fases del proyecto 
En esta primera fase del proyecto, el diseño de la propuesta consistió en la formulación del 
Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito, con sus 
respectivos objetivos, funciones y responsables. Dentro del cual fue posible establecer su 
pertinencia y factibilidad; para que contribuya a mejorar la prevención del delito en la sociedad. 
Empezando con su implementación en el Distrito Metropolitano de Quito, como domicilio 
principal y sede del Consejo. 
5.8 Cronograma de actividades 
Actividades Fecha 
Estudio, justificación y objetivos de la propuesta Del 01 al 10 de mayo de 2014 
Ubicación sectorial, física, mapa y características de Quito Del 11 al 13 de mayo de 2014 
Beneficiarios, factibilidad interna y externa de la propuesta Del 14 al 17 de mayo de 2014 
Descripción de la propuesta Del 18 al 28 de mayo de 2014 
Fases del proyecto, impacto y evaluación de la propuesta Del 01 al 05 de junio de 2014 
5.9 Presupuesto 
El proyecto de presupuesto de creación del Consejo Nacional de Prevención del Delito, se sujetará 
al Sistema Único de Presupuesto; comprenderá la programación y administración presupuestaria, 
de todos los ingresos y gastos que demande la creación del Consejo, e incluirá todos los recursos 
humanos, materiales y financieros a utilizarse por dicha entidad; sujetos a control y responsabilidad 
de acuerdo con las regulaciones de la ley. Los recursos previstos serán destinados a la creación, 
funcionamiento, gestión y realización de objetivos, metas y actividades específicas que conforman 
las funciones del Consejo. El proyecto de presupuesto será remitido al Ministerio de Finanzas, para 
su aprobación oportuna en la forma y oportunidad señaladas en la ley. 
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Impactos de la propuesta 
Impacto jurídico.- El Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de 
Prevención del Delito tiene como finalidad primordial, constituir un aporte jurídico para regular, 
desde el punto de vista normativo, la creación, integración, funciones y estructura del Consejo 
Nacional de Prevención del Delito; que contribuya a unificar los esfuerzos institucionales, dentro 
del objetivo fundamental de viabilizar la oportunidad de mejorar la prevención del delito en la 
sociedad, de conformidad con lo previsto en la Constitución de la República del Ecuador y la ley. 
Impacto social.- Toda propuesta que busque reducir y prevenir el delito, tiene como objetivo 
generar un impacto positivo en las esferas sociales. Desde el momento que se buscó dar una 
solución efectiva al problema evidenciado, se consideró la probabilidad de la creación del Consejo 
Nacional de Prevención del Delito; consciente que esta aspiración es factible llevarla a la 
realización, como un instrumento realmente útil para mejorar la prevención del delito. Pues con la 
creación de dicho Consejo, se aspira a promover y fortalecer la prevención del delito en el Distrito 
Metropolitano de Quito y la sociedad en general; dentro del marco fundamental de crear un 
organismo específico, que contribuya a generar propuestas, acciones y estrategias de prevención 
del delito en general y del delito de asesinato en particular, especialmente en las áreas de política 
criminal y social. 
Evaluación de la propuesta 
Dentro de la apreciación sistemática y objetiva de la propuesta se determinó que, llevar a la 
práctica el Anteproyecto de Ley Orgánica de Creación del Consejo Nacional de Prevención del 
Delito, conlleva un alto grado de responsabilidad social y seriedad en la ejecución de la propuesta; 
en la medida que se espera cumplir los objetivos trazados, en los cuales quedan sustentados las 
bases jurídicas necesarias, y el camino para poder alcanzar el resultado propuesto. En este caso, se 
efectuó una evaluación ex-ante, en la cual se pudo evaluar el diseño, implementación y utilidad de 
la propuesta; en especial, porque en materia de prevención del delito, hay mucho por hacer. Por lo 
cual, fue necesario establecer una propuesta real y objetiva, que coadyuve a proponer soluciones 
prácticas para optimizar la prevención del delito en la sociedad. 
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ANEXOS 
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ANEXO 1 
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ANEXO 2 
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ANEXO 3 
PROVINCIAL: PICHINCHA RESUMIDO (ASESINATO.) Enero A Diciembre DEL 2012 
Formulario: PENAL 
Deli
to 
  
Indagaci
ón 
previa 
Instruccio
nes 
DICTÁMENES SOLUCIONES PROCESALES 
Cas
os 
Acusator
ios 
Abstenti
vos 
Mixt
os 
Extinci
ón de 
la 
acción 
Sobreseimi
ento 
Condenato
rias 
Absoluto
rias 
Mixta
s 
Desestimaci
ones 
Convers
ión 
P. 
Abrevia
do 
Acuerdo
s 
reparator
ios 
Suspensi
ón 
condicio
nal 
Oportuni
dad 
P. 
Simplific
ado 
Arch. 
provisio
nal 
Ach. 
definiti
vo 
Qui
to 
227 203 25 38 6 2 1 12 28 10 1 176 0 0 0 1 0 0 25 273 
                     
                    
 
 
PROVINCIAL: PICHINCHA RESUMIDO (ASESINATO.) Enero A Diciembre DEL 2013 
Formulario: PENAL 
Deli
to 
  
Indagaci
ón 
previa 
Instruccio
nes 
DICTÁMENES SOLUCIONES PROCESALES 
Cas
os 
Acusator
ios 
Abstenti
vos 
Mixt
os 
Extinci
ón de 
la 
acción 
Sobreseimi
ento 
Condenato
rias 
Absoluto
rias 
Mixta
s 
Desestimaci
ones 
Convers
ión 
P. 
Abrevia
do 
Acuerdo
s 
reparator
ios 
Suspensi
ón 
condicio
nal 
Oportuni
dad 
P. 
Simplific
ado 
Arch. 
provisio
nal 
Arch. 
definiti
vo 
Qui
to 
194 165 35 29 4 3 5 3 52 5 1 7 0 0 0 0 0 0 4 68 
 
DENUNCIAS
17
 VARIACIÓN 
DELITO AÑO 2012 AÑO 2013 ABSOLUTA PORCENTUAL 
ASESINATO 250 181 -69 -28% 
HOMICIDIO 125 87 -38 -30% 
TOTAL 375 268 -107 -29% 
                                               
17
 Fuente: Delitoscopio y Dirección Nacional de Actuación y Gestión Procesal de la Fiscalía General del Estado. Información entregada vía electrónica. Fecha: 2014-02-11. 09:47:33 am. 
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ANEXO 4 
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[139] 
ANEXO 5 
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UNIVERSIDAD CENTRAL DEL ECUADOR 
FACULTAD DE JURISPRUDENCIA, CIENCIAS POLÍTICAS Y SOCIALES 
INSTITUTO DE CRIMINOLOGÍA 
 
RESUMEN PROCESAL 2012 - 2013 
Año 
Total fichas 
asesinato 
Total fichas 
asesinato Quito 
Otras 
fichas 
Total fichas 
individuales 
2012 22 19 327 349 
2013 37 17 334 371 
Total: 59 36 661 720 
 
Objeto de la valoración 
psicológica 
Delito 2012 2013 Total 
Pre-libertad Asesinato 0 21 21 
Ley de gracia Asesinato 3 1 4 
Pericias Asesinato 19 15 34 
Total  22 37 59 
 
Objeto de la valoración 
psicológica 
Delito Quito 2012 Quito 2013 
Total 
Quito 
Pre-libertad Asesinato 0 2 2 
Ley de gracia Asesinato 2 0 2 
Pericias Asesinato 17 15 32 
Total  19 17 36 
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HISTORIA CLÍNICO-CRIMINOLÓGICA DE CASOS DE ASESINATO EN QUITO / ENERO – DICIEMBRE 2012 
No. Ficha Nombre Nacionalidad Sexo Edad Nivel de instrucción 
Trabajaba al 
momento del 
delito 
Tipo de 
delito 
Lugar del 
delito 
Objeto de la valoración 
psicológica 
Antecedentes 
policiales y 
penales 
    Mas. Fem.  Primaria Secundaria Universitaria Sí No   
Pre-
libertad 
Ley de 
Gracia 
Pericia Sí No 
1 X X X X Colombiana X  28   X (I) X  Asesinato Quito  X   X 
2 X X X X Colombiana X  35 X   X  Asesinato Quito  X   X 
3 X X X X Colombiana X  21  X (I)  X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
4 X X X X Colombiana X  19  X (I)  X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
5 X X X X Ecuatoriana X  18  X (I)   X Asesinato Quito   X  X 
6 X X X X Cubano X  35   X (C) X  Asesinato Quito   X  X 
7 X X X X Ecuatoriana X  32   X (C) X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
8 X X X X Ecuatoriana X  23 X (C)   X  Asesinato Quito   X X  
9 X X X X Ecuatoriana X  19  X (I)  X  Asesinato Quito   X  X 
10 X X X X Ecuatoriana X  21  X (C)  X  Asesinato Quito   X  X 
11 X X X X Ecuatoriana X - - - - - - - Asesinato Quito - - X - - 
12 X X X X Ecuatoriana X  25 X (C)   X  
Robo y 
asesinato 
Quito   X X  
13 X X X X Ecuatoriana  X 26 X (I)   X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
14 X X X X Ecuatoriana  X 23  X (I)   X Asesinato Quito   X  X 
15 X X X X Ecuatoriana X  27  X (I)  X  Asesinato Quito   X X  
16 X X X X Colombiana X  32  X (C)  X  Asesinato Quito   X X  
17 X X X X Ecuatoriana  X 64  X (I)  X  Asesinato Quito   X  X 
18 X X X X Ecuatoriana  X 21 X (C)   X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
19 X X X X Ecuatoriana  X 27 X (C)   X  
Tentativa de 
asesinato 
Quito   X  X 
Tot 19 19 
13 ecu. / 5 
col. / 1 cub. 
14 5 27,56 6 9 3 16 2 19 19 0 2 17 4 14 
Observación: El caso No. 11 no se pudo evaluar porque el entrevistado presentó problemas de salud mental. 
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HISTORIA CLÍNICO-CRIMINOLÓGICA DE CASOS DE ASESINATO EN QUITO / ENERO – DICIEMBRE 2013 
No. Ficha Nombre Nacionalidad Sexo Edad Nivel de instrucción 
Trabajaba al 
momento del 
delito 
Tipo de 
delito 
Lugar del 
delito 
Objeto de la valoración 
psicológica 
Antecedentes 
policiales y 
penales 
    Mas. Fem.  Primaria Secundaria Universitaria Sí No   
Pre-
libertad 
Ley de 
Gracia 
Pericia Sí No 
1 X X X X Ecuatoriana  X 42  X (I)  X  Asesinato Quito X    X 
2 X X X X Ecuatoriana X  26  X (C)  X  Asesinato Quito X    X 
3 X X X X Ecuatoriana  X 53   X (C) X  
Tentativa 
de asesinato 
Quito   X  X 
4 X X X X Ecuatoriana X  19  X (C)   X Asesinato Quito   X  X 
5 X X X X Colombiana X  32 
X 
(analfabeto) 
   X 
Tráfico de 
drogas y 
Asesinato 
Quito   X X  
6 X X X X Ecuatoriana  X 52   X (C) X  Asesinato Quito   X  X 
7 X X X X Ecuatoriana X  54   X (C) X  Asesinato Quito   X  X 
8 X X X X Ecuatoriana X  49   X (C) X  Asesinato Quito   X X  
9 X X X X Ecuatoriana X  20   X (I)  X Asesinato Quito   X  X 
10 X X X X Ecuatoriana X  18 X (C)   X  Asesinato Quito   X  X 
11 X X X X Ecuatoriana X  20 X (C)   X  Asesinato Quito   X  X 
12 X X X X Ecuatoriana X  25   X (C) X  Asesinato Quito   X  X 
13 X X X X Ecuatoriana X  35 X (C)   X  Asesinato Quito   X  X 
14 X X X X Ecuatoriana X  25   X (C) X  Asesinato Quito   X  X 
15 X X X X Colombiana X  54 X (I)   X  Asesinato Quito   X  X 
16 X X X X Ecuatoriana X  24  X (I)  X  Asesinato Quito   X X  
17 X X X X Ecuatoriana X  18 X (C)   X  Asesinato Quito   X  X 
Tot 17 17 
15 ecu. /  2 
col. 
14 3 33,29 6 4 7 14 3 17 17 2 0 15 3 14 
Nota: Referencia X (C) =  Completo / X (I) = Incompleto.
[143] 
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